INFORME

OBSERVACIÓN DEL DECANO CLAUDIO GROSSMAN

OBSERVADOR INTERNACIONAL DE LA CIDH EN EL JUICIO DE 

LA ASOCIACIÓN MUTUAL ISRAELITA ARGENTINA (AMIA)
22 de Febrero, 2005
INDICE

OBSERVACIÓN DEL DECANO CLAUDIO GROSSMAN

OBSERVADOR INTERNACIONAL DE LA CIDH EN EL JUICIO DE

LA ASOCIACIÓN MUTUAL ISRAELITA ARGENTINA (AMIA)

I. INTRODUCCIÓN, p 1
II. ANTECEDENTES, p 2
III. LA CAUSA AMIA, p 4
A. Información general, p 4

B. Situación actual, p 7

C. Causas conexas e investigaciones varias, p 9

D. Antecedentes del juicio p 11
E. La decisión del Tribunal Oral Federal No. 3, p 13

a) 
Breve introducción: el veredicto 


b)
El juez y los fiscales



i. 
Falsedad ideológica del acta de declaración indagatoria de 


Carlos Alberto Telleldín



ii.
Destrucción de videocintas con declaraciones y entrevistas 

llevadas en el juzgado instructor y en dependencias del 


Ministerio Público Fiscal



iii.
Privación ilegal de la libertad y torturas que habría sufrido César 

Antonio Fernández



iv.
Actuaciones en el legajo nº 148, caratulado: “Ofrecimientos para 

Obtener Información” y otros hechos


v.
Hechos denunciados en el debate por Gisela Jaquelina Araya y 

Alexandra Gabriela De Leone, respecto al acta de fs. 41.28.



vi.
Hechos denunciados por Jorge Horacio Rago



vii.
Hechos relacionados con la declaración testimonial de Gustavo 

Alberto Semorile en el juzgado instructor

viii. Hechos que surgen de las condiciones en que comparecieron al juzgado instructor Luis Claudio Álvarez Matus y otros  
ix. Falsedad ideológica de los informes de fs. 8206 y 8619, suscriptos por el Dr. Carlos Alfredo Velasco.

x. Hechos que resultan del cotejo de las fechas estampadas en las actuaciones glosadas a fs. 865, 866, 870, 871, 872 y en los respectivos oficios originales de intervención telefónica

c) Otros jueces

d) Miembros del Poder Ejecutivo



e)
Agentes de la SIDE 


f)
Poder Legislativo

g) 
La sentencia



i.
Estructura de la sentencia



ii.
Contenido de la sentencia


1.
El atentado 




2. 
La nulidad del acta de hallazgo del motor (2648/80)




3. 
Otros secuestros (2680/2704)




4. 
La camioneta utilizada (2704/2876)




5. 
La presencia de un helicóptero




6. 
La nulidad del allanamiento de la casa de Telleldín 





(3674/3748)




7. 
La falta de imparcialidad del juez instructor y la nulidad 




8. 
Análisis sobre la declaración de Telleldín




9. 
Las visitas del Capitán Héctor Pedro Vergez (2993/3020)



10. 
La participación de la Jueza Riva Aramayo (3033/3057)




11. 
Gustavo Semorile (3058/3078)




12. 
La declaración y el pago (3079/3168)




13. 
El pedido de recompensa como camuflaje del pago




14. 
Denegatoria de la excarcelación pedida por Telleldín




15.
Las filmaciones y la destrucción de los videos




16. 
Miriam Salinas y Pablo Ibáñez (3168/3212)




17. 
Otras irregularidades



iii.  
La nulidad


iv.
Las recusaciones del juez instructor
v. César Fernández
vi. La Secretaría de Inteligencia de Estado




1.
El sumario y las declaraciones




2.
La declaración de los agentes




3.
El sumario administrativo




4.
Las denuncias contra la SIDE: fs. 114 




5.
Embajadas de Cuba y de Irán 




6.
Fs. 865 y 870




7.
La intervención del teléfono de Carlos Alberto Telleldín



vii.
Las responsabilidades del Poder Ejecutivo (4594/ 4604)


viii. 
La causa del video




1.
Críticas a la intervención del juez federal Norberto 





Oyarbide



2.
La intervención del juez federal Gabriel Cavallo



ix. 
La Comisión Bicameral 


x. 
Otros aspectos de la sentencia



1.
El derecho a la verdad




2.
La querella unificada (3644/74)



xi.
Recursos pendientes



xii.
Causas conexas

IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES, p 95


A. Admisibilidad de la Petición en la CIDH, p 95

a) Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione 


temporis y ratione loci de la Comisión Interamericana
b) Otros requisitos de admisibilidad de la petición

i. Agotamiento de los recursos internos



ii.
 Caracterización de los hechos alegados

B.
El contenido de la solución amistosa, p 98
INFORME

OBSERVACIÓN DEL DECANO CLAUDIO GROSSMAN

OBSERVADOR INTERNACIONAL DE LA CIDH EN EL JUICIO DE 

LA ASOCIACIÓN MUTUAL ISRAELITA ARGENTINA (AMIA)

I. INTRODUCCIÓN 

El lunes 18 de Julio de 1994 a las 9:53 a.m. se efectuó un ataque terrorista mediante una bomba que explotó en un edificio en el centro de la ciudad de Buenos Aires, Argentina.  El edificio, ubicado en Pasteur 633, en el barrio de Once, era la sede de la AMIA (Asociación Mutual Israelita Argentina) y la DAIA (Delegación de Asociaciones Israelíes Argentina), dos de las instituciones más importantes de la comunidad judía en la Argentina. Como resultado de la explosión murieron 85 personas y hubo más de 150 heridos. 

El 16 de julio de 1999, Memoria Activa con el copatrocinio del centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), el Centro por el derecho y la justicia Internacional (CEJIL) y el Dr. Alberto Luis Zuppi presentaron una petición a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la que denunciaron que el Estado argentino era responsable por la violación del derecho a la vida y a la integridad física de las víctimas de acuerdo al artículo I de la Declaración Americana y los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. Asimismo, denunciaron al estado argentino por la violación de los derechos de las víctimas y sus familiares a obtener justicia por parte de los tribunales locales, de acuerdo a lo consagrado en el Artículo XVIII (Derecho a la justicia) de la Declaración Americana y los artículos 8 y 25 de la convención Americana, todos ellos en relación con el artículo 1(1) de dicho instrumento internacional.

Los peticionarios, sin desconocer la complejidad de la investigación, basaron su petición en que “a cinco años del inicio de la investigación, los resultados de ésta siguen siendo prácticamente los mismos que los conocidos en la primera semana”. Agregaron que “son los familiares de las víctimas los únicos que impulsan la investigación”. Señalaron además que “mediante esta denuncia se reclama al estado argentino por no poner la debida diligencia en la investigación, de manera de hacer todo lo posible por el esclarecimiento de lo ocurrido y la posibilidad de castigar a los responsables”. Los peticionarios señalaron además el peligro de que la investigación que se llevaba a cabo en Argentina se cerrara, ya que estaba prácticamente lista para ser elevada a juicio oral, juzgando “lo antes posible a las personas imputadas hasta el momento”. En este sentido, los peticionarios denunciaban que “el cierre de esta etapa procesal, en este momento, pone en serio riesgo la posibilidad de una investigación completa y profunda sobre el total de las circunstancias y el total de los responsables materiales e intelectuales del atentado”.

Argumentando ya en el año 1999, los peticionarios señalaron que su denuncia era admisible “pues a pesar de no haberse agotado los recursos internos…ha existido un retardo injustificado de justicia que exceptúa a los peticionarios de hacerlo”.

En su sesión de 3 de agosto de 2001 la CIDH  nombró a su entonces Presidente Claudio Grossman como observador internacional para la causa AMIA, respondiendo a una propuesta del Gobierno de la República de Argentina de nombrar a un observador en el proceso. El objeto de la observación consiste en realizar un examen y acompañamiento del juicio oral de la “causa AMIA” como asimismo, en general, informar sobre distintos aspectos involucrados en dicha causa, a la luz de la petición planteada ante la CIDH en cuanto a la falta de adopción de medidas razonables para prevenir dicho atentado terrorista y/o que no se habrían investigado adecuadamente los hechos ni establecido las responsabilidades respectivas por parte de la Republica Argentina de acuerdo con sus obligaciones internacionales, especialmente con base en la Convención Americana de Derechos Humanos. 


El observador fue asistido en su misión en Argentina por la abogada María Lousteau, quien acompañó las labores de observación y dio un importante aporte con su presencia permanente en el juicio que tuvo lugar en dicho país ante el Tribunal Oral Federal No. 3, como asimismo en sus contribuciones jurídicas y alto sentido de responsabilidad. El observador fue a Argentina en diversas oportunidades y, acompañado de la abogada Lousteau asistió al juicio oral y se reunió en numerosas oportunidades con autoridades, los jueces del tribunal oral, los abogados de las partes querellantes, familiares de las víctimas e instituciones y personalidades representativas en dicho país. La abogada estuvo presente prácticamente en todas las audiencias que se desarrollaron durante tres años e informó constantemente al observador de su contenido. El observador desea agradecer a las autoridades argentinas, como asimismo a todas las instituciones y personas con las que tuvo contacto, la amplia cooperación que le fue brindada.

II.
ANTECEDENTES


En Argentina, la causa AMIA fue básicamente dividida en dos líneas de investigación: una que cubrió la llamada “conexión local” y la otra que investigó la “conexión internacional”. Se sometió a juicio oral solo una parte de la conexión local. El resto de la investigación –conocida como “Amia residual” estuvo a cargo del Dr. Galeano hasta fines del 2003, fecha en que fue apartado de la causa por la Cámara de Apelaciones. La causa quedó radicada en el juzgado a cargo del Dr. Canicoba Corral, quien recientemente delegó la instrucción en la fiscaliza a cargo del Dr. Nisman. 

El juicio oral de la llamada “conexión local” –partícipes necesarios y delitos conexos— concluyó el 2 de septiembre de 2004 con la declaración de nulidad de todo lo obrado a partir del inicio de la causa Brigadas. Posteriormente en este informe se analizará dicho juicio, como igualmente se informará sobre la gran cantidad de causas conexas que investigan actos ilícitos cometidos durante la instrucción de la causa, atribuibles entre otros, a funcionarios judiciales y del Ministerio Público.

El juicio oral ante el Tribunal Oral Federal No. 3 se concentró sólo en la “conexión local”. En lo referente a la causa “AMIA residual”, no se ha llevado a juicio a persona alguna; más aún, no existe una sola persona detenida o acusada de participar del atentado, aunque existen algunos imputados y sospechosos contra quienes se dictaron órdenes de captura. Los investigadores creían que el comando suicida era un integrante de la Jihad Islámica, uno de los brazos armados del partido Libanés pro Iraní, Hezbollah. El Hezbollah habría actuado por orden del gobierno de Irán. Este vínculo está basado principalmente en informes del FBI y de espías iraníes. Suponen también que la AMIA fue elegida como blanco porque era el escenario de manifestaciones en favor del Estado de Israel. Dos años antes del ataque terrorista en contra de la AMIA, la Embajada de dicho país en Buenos Aires fue igualmente objeto de un ataque terrorista en que resultaron muertas 22 personas y alrededor de 200 heridas.

Uno de los sospechosos de ser el cerebro del ataque terrorista en contra de la AMIA es el ex agregado cultural de la Embajada de Irán, Moshen Rabbani. La Corte Suprema Argentina, no permitió que se lo indagara en 1994 y el Gobierno optó por “invitarlo” a salir del país. Rabbani volvió a Irán en 1998, después de permanecer en Argentina durante 14 años. Argentina ha solicitado a Irán el interrogatorio de algunos de los ciudadanos de este país, hasta el momento sin efecto alguno. Igualmente, tampoco se dio curso a una solicitud de extradición del ex embajador iraní en Argentina, Hadi Soleimanpour, que había sido detenido en Inglaterra en agosto de 2003. 

Durante los más de seis años que duró la investigación, que precedió al juicio oral que comenzó en septiembre de 2001, sólo se consideró concluida la investigación respecto de los imputados de los que se da cuenta más adelante, que fueron sometidos a juicio oral. Existen otros imputados en “Amia residual”, muchos de ellos con su situación procesal no definida, pero Amia residual no cuenta con avances significativos. 

El Juez Galeano habría concluido que carecía de elementos suficientes para acusar a individuos en relación con la presencia de un volquete dejado en la puerta del edificio antes de la explosión. Aproximadamente 3 minutos antes del atentado un camión dejó un volquete frente a la AMIA, al lado del lugar donde iba a explotar el coche bomba. El juez no creía que allí hubiesen estado los explosivos y reafirmó su posición respecto del coche bomba. A igual conclusión llegó el Tribunal Oral.

Ese volquete, que debía recoger escombros de las reparaciones que se hacían en la AMIA, pertenecía a una empresa llamada Santa Rita, propiedad de Nassib Haddad. Haddad era legítimo usuario de explosivos -inscripto ante Fabricaciones Militares
- que utilizaba en canteras de su propiedad. Los explosivos utilizados y adquiridos por la empresa eran de la misma naturaleza que el utilizado en el atentado -amonal-. Durante la instrucción se habría determinado que de las compras efectuadas por Haddad podría haber una cantidad sobrante de explosivos cuyo destino resultaría incierto. Fabricaciones Militares nunca pudo explicar por qué no tiene registros completos de los explosivos que se usan en el país, aunque habría encontrado que Haddad habría comprado más amonal del que usó en su empresa
. Lo que no pudo determinarse es que pasó con el explosivo faltante. Esa sospecha acompañó a otra. Se pudo determinar que una persona de origen sirio, Jacinto Kanoore Edul, llamó a Telleldín el 10 de julio de 1994
 para pedirle datos sobre la camioneta Traffic que vendía y había anunciado en un diario local y nunca pudo explicar dicho llamado. El juez Galeano sostuvo que esa evidencia no era suficiente para involucrar a dicha persona quien aun se encuentra con una falta de mérito. Cuando los agentes de la SIDE declararon ante el Tribunal manifestaron la pista de Kanoore Edul como la conexión local, descartando la participación de los policías bonaerenses
. 

III. LA CAUSA AMIA

A. Información general

El 18 de julio de 1994 –el mismo día del atentado- se inició la causa penal
 en la que intervino –por encontrase de turno- el Juzgado Criminal y Correccional Federal Nº 9, cuyo titular era el Dr. Juan José Galeano. En representación del Ministerio Público Fiscal intervinieron los doctores Eamon Mullen –titular de la Fiscalía Nº 9- y José Barbaccia, fiscal adjunto. 

A poco de iniciada la investigación surgió con fuerza la hipótesis de que el explosivo había estado contenido en una camioneta Renault Traffic blanca y, una vez hallado el motor entre los escombros del edificio, esa fue la principal pista que se siguió con relación a lo que se llamó la “conexión local”.

Hasta 1995 tramitó sólo esta causa, coloquialmente denominada “AMIA” (nº 1156) donde se investigó tanto la conexión local como la conexión internacional. En el marco de esta causa hubo básicamente una persona detenida, Carlos Alberto Telleldín, identificada como la última persona que había tenido en su poder la camioneta Traffic que contuvo el explosivo. Si bien en la indagatoria se le imputó haber participado en el atentado, recién el 2 de noviembre de 1998 el juez adoptó una decisión al respecto, ordenando su procesamiento. Desde el 30 de julio de 1994 hasta esa fecha el juez no había resuelto la situación procesal de Telleldín con relación al atentado, a pesar de que el código procesal penal otorga un plazo de diez días para hacerlo, a contar desde la declaración indagatoria.
 

En octubre de 1995 el juez ordenó formar una nueva causa para investigar a la policía, causa que se conoce como “Brigadas” (Nº 1598) y que fue declarada nula posteriormente por el Tribunal Oral Federal No. 3.
 Bajo la investigación de delitos comunes, en dicha causa se fue juntando prueba para imputar a algunos policías bonaerenses haber participado en el atentado. Ambas causas –AMIA y Brigadas- tramitaron en forma paralela hasta que en diciembre de 1998 la Cámara de Apelaciones ordenó al magistrado instructor acumularlas, expresando que “a la insita complejidad de los delitos pesquisados se ha agregado una mayor dificultad para el avance de la instrucción al confundirse el objeto procesal de estas actuaciones [1598] con aquél que se investiga en los autos Nº 1156”. 

El Tribunal Oral, como se verá luego, entendió que la división de las causas fue una argucia del magistrado para lograr diferentes objetivos, no siempre lícitos, que serán analizados a lo largo de este informe. 

A efectos de que sea comprensible el análisis efectuado en la sentencia, es conveniente delinear a grandes rasgos el desarrollo de la línea de investigación. A partir del hallazgo del motor de la camioneta Traffic –que fue severamente cuestionado por las defensas- se llegó a Carlos Alberto Telleldín. Para el momento en que las fuerzas de seguridad arribaron a la casa de Telleldín éste se había ido a la Provincia de Misiones. Luego de una negociación telefónica con agentes de la Secretaría de Inteligencia que se encontraban en la casa de Telleldín –ingreso que provocó la nulidad del posterior allanamiento de la vivienda- Telleldín regresó a Buenos Aires para entregarse. Los casetes en los cuales estaban grabadas esas conversaciones telefónicas no fueron preservados ni en el Departamento de Protección del Orden Constitucional de la Policía Federal Argentina ni en la Secretaría de Inteligencia. 

En sus primeras declaraciones Telleldín manifestó haber vendido la camioneta a una persona de nombre Ramón Martínez, relato que coincidió con el de su esposa Ana Maria Boragni. También relató, en estos primeros momentos, que había tenido una serie de inconvenientes con la Brigada de Investigaciones de Vicente López. 

Sin embargo, dos años más tarde cambió el contenido de su declaración, presuntamente luego de haber recibido presiones y haber negociado con agentes inorgánicos de la SIDE, con una Camarista y con el juez. Todo lo anterior habría ocurrido con conocimiento de los fiscales y de alguna de las querellas. 

En la nueva versión de los hechos, que años después se supo que había sido efectuada a cambio de 400.000 dólares, involucró a algunos policías de la Provincia de Buenos Aires –Ribelli e Ibarra de la Brigada de Lanús y Leal y Bareiro de Vicente López- con la camioneta Traffic que había estado en su poder y cuyo motor había sido hallado entre los escombros. 

Telleldín se dedicaba a una actividad ilícita consistente en “doblar automóviles”. Es decir, compraba automóviles siniestrados pero con los papeles en orden y luego colocaba su motor en una carrocería diferente –generalmente proveniente de ilícitos- cuyos números identificatorios eran regrabados, para que se ajustaran al de los papeles del vehículo adquirido previamente.


La policía estaba al tanto de estas maniobras, y en más de una oportunidad habían extorsionado a Telleldín, exigiéndole bienes –generalmente vehículos- y dinero, a cambio de permitirle continuar con su actividad ilícita. En este marco es que se afirmó que los cuatro policías indicados se habían llevado la famosa camioneta Traffic de la casa de Telleldín, como pago.

La declaración de Telleldín se llevó a cabo el 5 de julio de 1996. A partir de ese momento se ordenó la detención de los policías, se los procesó y fueron acusados por la fiscalía y una de las querellas en el juicio oral por haber participado en el atentado.

Hacia comienzos de 1997 el principal policía detenido, Juan José Ribelli, amplió su declaración indagatoria y solicitó una audiencia con el Dr. Galeano. Durante el transcurso de esa audiencia le entregó una video cinta al magistrado y se produjo un intercambio de palabras que varía según lo relate el magistrado o Ribelli. Unos días después fragmentos de esa cinta fueron transmitidos por un programa periodístico de televisión. Allí podía verse un extenso dialogo informal entre el juez y Telleldín, durante el cual hablaban de aspectos de la causa que no constaban en el expediente, y de una considerable suma de dinero a pagar en concepto de compra de derechos de autor. A partir de ese momento las irregularidades de la instrucción –minuciosamente descriptas en la sentencia del Tribunal Oral- comenzaron a ver la luz.

Luego de la entrega que le hiciera Ribelli, el juez constató se trataba de una video cinta que debía estar en la caja fuerte del juzgado y, en consecuencia, realizó una denuncia por faltante de efectos. Esta denuncia, investigada por el Juez Oyarbide –denunciado por los jueces del Tribunal Oral- rápidamente se convirtió en una causa por coacción en la que terminaron siendo imputados Ribelli y sus abogados. Estos últimos fueron detenidos en un operativo ampliamente publicitado. 

Por otro lado, a raíz de una denuncia efectuada por el abogado de Ribelli, Mariano Cúneo Libarona, el juez federal Gabriel Cavallo debió investigar la conducta del magistrado instructor de AMIA y su secretario el Dr. De Gamas, a raíz del contenido de la cinta en cuestión. Ambos fueron sobreseídos por Cavallo, quien a su vez resultó denunciado por los miembros del Tribunal Oral por irregularidades en la excusación que el juez Cavallo planteó en la causa. Cavallo fue el primero en ser sobreseído por los hechos que el Tribunal Oral denunció a lo largo de la sentencia
.

Recién ocurrido todo el episodio del video, ambos jueces -Oyarbide y Galeano- concurrieron a la Comisión Bicameral a solicitar apoyo. El Tribunal Oral cuestionó duramente esa actitud, y ordenó que se investigara la responsabilidad penal de los legisladores, ya que éstos pudieron observar el contenido del video cuando aun no había sido difundido en la televisión y, por ende, tomaron conocimiento allí de las irregularidades cometidas por el juez.  Sin embargo, lejos de cuestionarlo, le dieron su más firme apoyo. 

Otra serie de irregularidades cometidas durante la instrucción fueron denunciadas por el ex prosecretario del juzgado de Galeano, el Dr. Claudio Adrián Lifschitz, quien concurrió a la comisión Bicameral a declarar al respecto. Y gran cantidad de irregularidades e ilícitos surgieron a lo largo del  debate oral, que se extendió durante casi tres años. 

La instrucción se consideró parcialmente completa y se elevó a juicio el 26 de febrero del 2000. La elevación comprendió una parte de la causa vinculada a la conexión local que incluía la causa Brigadas, ya que ambas (Amia y Brigadas) se habían acumulado materialmente, por orden de la Cámara de Apelaciones.  

En el auto de elevación a juicio se imputó a Telleldín, Ribelli, Ibarra, Bareiro y Leal como partícipes del atentado. También se incluyó en la elevación la conducta de otras diecisiete personas a quienes se les imputaron diversos delitos no relacionados directamente con el atentado, pero –a criterio del juez instructor- conexos. 

Eran principalmente policías –de las Brigadas de Lanús y Vicente López- a quienes se les imputaban extorsiones y privaciones ilegales de la libertad (y delitos relacionados) en contra de Carlos Alberto Telleldín y gente de su entorno. Otro grupo de imputados estuvo conformado por gente del entorno de Telleldín que de alguna manera había participado del “doblado” de automóviles. 

A pesar de la elevación a juicio y del juicio oral, continuaron bajo investigación diversas pistas vinculadas al atentando, en lo que se ha denominado coloquialmente “Amia residual”. Esta investigación estuvo a cargo del Dr. Galeano hasta que en diciembre del 2003 fue separado de la causa por la Cámara de Apelaciones que entendió que el magistrado había perdido imparcialidad en la investigación. Desde ese momento la causa se encuentra a cargo del juez federal Canicoba Corral que recientemente
 la ha delegado en la Unidad Especial de investigaciones del atentado a la Amia, a cargo del Dr. Alberto Nisman, quien se desempeñó como fiscal durante el juicio oral. 

Los jueces del Tribunal Oral decidieron que la imputación del atentado efectuada a los policías fue el resultado de una hipótesis armada por el juez Galeano a quien diversos funcionarios le habrían dado apoyo y colaboración. El punto culminante de dicho armado habría sido la declaración indagatoria de Telleldín obtenida a cambio de un pago de 400.000 dólares, dinero proporcionado por la Secretaría de Inteligencia de Estado a pedido del juez.  A lo largo de todo el proceso, se denunció una serie de hechos encaminados a encubrir el verdadero origen de la imputación de los policías y –pese a ello- a corroborar la pista policial en el expediente. 

La conclusión fue una nulidad que abarcó todo lo actuado a partir de l inicio de la causa Brigadas y, como consecuencia, la absolución de los imputados. 

B. 
Situación actual

El día 29 de octubre de 2004 los integrantes del Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 3 –Guillermo Andrés Gordo
, Gerardo Felipe Larrambebere y Miguel Ángel Pons- dieron a conocer los fundamentos de la decisión absolutoria emitida en el veredicto de fecha 3 de septiembre del mismo año. 

Durante el juicio oral intervinieron dos querellas, una querella unificada, integrada por Amia, Daia y Familiares y la querella de Memoria Activa. En representación del Ministerio Público Fiscal intervinieron el Dr. Alberto Nisman y el Dr. Romero. Los fiscales que habían actuado durante la instrucción fueron convocados para participar durante el juicio oral, tal como lo prevé el Código Procesal.

En las defensas, de los veintidós imputados, siete contaron con abogados particulares. El resto fueron asistidos por la defensa oficial. 

Mientras de desarrollaba el juicio oral, tanto el juez como los fiscales fueron separados de la causa AMIA. El juez fue apartado por la Cámara de Apelaciones en diciembre del 2003, ante el temor de que hubiera perdido la imparcialidad en el caso. En cambio, el 13 de abril del 2004 los fiscales Mullen y Barbaccia fueron separados del juicio oral por los miembros del Tribunal Oral ante un planteo de recusación formulado por las abogadas defensoras de Carlos Alberto Telleldín. El tribunal entendió habían perdido el objetivo de control de legalidad del proceso y la objetividad necesaria, al haber participado de determinados actos irregulares como fue la declaración de Carlos Alberto Telleldín motivada en el pago de 400.000 dólares.

La decisión final adoptada por los jueces fue la declaración de nulidad de una gran parte de la investigación –la causa “Brigadas”- y, como consecuencia de ella, la absolución de los acusados. Si bien la mayoría de ellos fue absuelta como consecuencia de la nulidad, unos pocos lo fueron por falta de acusación fiscal. Sin embargo, del total de imputados, sólo a cinco se les había reprochado algún tipo de participación en el atentado al edificio de la AMIA, mientras que el resto sólo estaban acusados por delitos comunes, no vinculados directamente con el atentado. 

En la sentencia se determinó el momento a partir del cual, a juicio del Tribunal, el Dr. Galeano se había apartado de la búsqueda de la verdad real, incurriendo en comportamientos contrarios al ordenamiento legal. Entendieron los jueces que en este alejamiento de la verdad colaboraron también distintos organismos de los tres poderes del estado, brindando un sostén político o directamente encubriendo la actuación irregular o ilegal del magistrado y que el momento de culminación de tal actividad irregular fue el pago de cuatrocientos mil dólares a Carlos Alberto Telleldín para que involucrara a un grupo de policías pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, identificándolos como quienes se habían llevado la camioneta. 

Tanto el Ministerio Público como la querella unificada “AMIA, DAIA y Grupo de Familiares” habían acusado de ser partícipes del atentado a Carlos Alberto Telleldín y a cuatro policías
 pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos Aires. La querella de Memoria Activa, en cambio, sólo había formulado acusación contra Carlos Alberto Telleldín manifestando que la causa Brigadas –en la que se investigó la participación de los policías- había sido armada y no reflejaba la verdad de lo ocurrido. 

Ante la decisión del Tribunal las partes que se consideraron perjudicadas por la decisión interpusieron un recurso de casación. Previo a la interposición del recurso la querella “AMIA, DAIA y Grupo de Familiares” había solicitado al Tribunal –anticipadamente- una prórroga del plazo para recurrir, fundado en la reforma introducida por la ley 25.770 para el plazo de redacción de la sentencia,
 dada la complejidad del caso. 

El Tribunal, mediante un voto dividido, rechazó tal pedido,
 argumentando que el plazo previsto resultaba improrrogable, tal como lo expresaba el código vigente, y que no podía compararse esta situación con la de la ley 25.770 que afectaba a todas las partes por igual. El Dr. Larrambebere en su voto en disidencia opinó que había “motivos suficientes para acoger favorablemente la prórroga extraordinaria pretendida para, eventualmente, impugnar el fallo final del Tribunal, extraordinario también por su magnitud y consecuencia de un debate que, valga la redundancia, también se ha extendido de manera extraordinaria”. Consideró que se daba una situación de carácter excepcional en la que razones de justicia y equidad hacían que debiera darse prioridad al derecho de defensa por sobre un rigorismo formal.  

Como consecuencia de la decisión de la mayoría, diez días después de dada a conocer la sentencia –que contiene 4815 páginas-, se presentaron los recursos de casación.

Mientras la querella unificada de “AMIA, DAIA y Grupo de Familiares” recurrió las cinco absoluciones de aquellos acusados de haber participado en el atentado,
 el Ministerio Público Fiscal interpuso recurso únicamente contra la decisión de absolver a todos aquéllos que había acusado por la comisión de delitos conexos, no impugnando la decisión respecto de las absoluciones vinculadas con el atentado. La querella de Memoria Activa, en cambio, no interpuso ningún recurso a pesar de la absolución de Carlos Alberto Telleldín, a quien había pedido la pena de reclusión perpetua.

El defensor de Juan José Ribelli había planteado también un recurso de casación con la pretensión de que las costas del proceso le fueran impuestas a la querella que, de manera unificada, representaba a AMIA, DAIA y al Grupo de Familiares de las víctimas. Había planteado tal solicitud en el momento de alegar, pero el Tribunal no hizo lugar al pedido (ver páginas 4702/3).

El recurso de casación en la legislación vigente se presenta ante el Tribunal que dictó la sentencia, quien debe analizar los requisitos establecidos para su admisibilidad. En caso de declararlo admisible, se remite a la Cámara de Casación Penal para su intervención. Si el Tribunal lo declara inadmisible los recurrentes tienen la posibilidad de presentar ante la propia Cámara de Casación un recurso de queja por la denegatoria del recurso. 

 Todos los recursos fueron rechazados por el Tribunal por cuestiones formales, por lo que los recurrentes presentaron un recurso de queja ante la Cámara de Casación cuya admisibilidad aun no fue resuelta (al 14 de febrero de 2005).

El Tribunal sostuvo que los recursos interpuestos por el Ministerio Público Fiscal y por la querella AMIA, DAIA y Grupo de Familiares, carecían de fundamentación autónoma, requisito esencial para su admisibilidad formal.
. 

El recurso interpuesto por el Dr. Ubeira fue rechazado debido a que las resoluciones relativas a las costas del proceso resultaban ajenas a la competencia de la Cámara Nacional de Casación, salvo que el recurso hubiera cuestionado la resolución por arbitraria, circunstancia que no se daba, a criterio del Tribunal. 

C.
Causas conexas e investigaciones varias

Existe una gran cantidad de causas conexas en las que se investigan ilícitos cometidos durante la instrucción, tanto por parte de los funcionarios judiciales y del Ministerio Público Fiscal como por parte de integrantes de las fuerzas de seguridad y la SIDE.  

 Un claro ejemplo de ello es la elevación a la instancia de juicio oral de la causa en la que se investiga la responsabilidad de funcionarios de la Policía Federal Argentina por no haber preservado los casetes en los cuales se encontraban registradas las primeras horas de intervención de la línea telefónica del domicilio de Carlos Alberto Telleldín, domicilio desde el cual varios miembros de las diferentes fuerzas de seguridad y de inteligencia entablaron conversaciones telefónicas con el imputado previo a que este decidiera ponerse a disposición de la justicia
.  

Las irregularidades cometidas durante la instrucción están siendo investigadas desde el año 2000, por el Juzgado Federal N° 6 a cargo del Dr. Bonadío
. En el marco de esa causa se encuentra bajo análisis la conducta del  Dr. Galeano, sus secretarios, el Dr. Santamarina, agentes de la SIDE, policía de la provincia de Buenos Aires. Sin embargo, el Dr. Bonadío fue recientemente recusado en dicha causa ya que el Tribunal Oral había denunciado también al ex Ministro del Interior, Carlos Corach, quien debería ser investigado en el marco de esa misma causa, pero con quien el titular del juzgado tendría una estrecha relación. La decisión de separar al juez se encuentra aun pendiente de resolución.

Sin embargo, en la causa el juez aun no ha ordenado que se reciban declaraciones indagatorias, circunstancia –entre otras- que motivó que el Dr. Alejandro Rua, titular de la Unidad Especial de Investigación del atentado a la Amia (Ministerio de Justicia) solicitara el juicio político de dicho funcionario en diciembre del 2004.

Asimismo, ha solicitado ante el Juzgado del Dr. Bonadío que se investigara la conducta de Galeano y de Anzorregui en orden al delito de malversación de caudales públicos.

Por último, el Dr. Rua ha solicitado que el ex presidente de la Nación, Carlos Menem, sea investigado en orden al delito de encubrimiento, en relación a la causa Amia. 

En el marco de la Procuración General se ha creado una Unidad Fiscal de Investigaciones de Amia, a cargo del Dr. Nisman, para que intervenga en la causa en la que se investiga el atentado, las causas conexas y todas aquellas relacionadas con el encubrimiento y la obstaculización de la acción de la justicia. En este marco, se ha solicitado –como consecuencia del veredicto del Tribunal Oral- la declaración indagatoria del Dr. Galeano quien recién fue suspendido de su cargo por el término de 180 días en febrero del 2005, en el marco del proceso de juicio político iniciado por el Consejo de la Magistratura. 

Inicialmente el juez Galeano presentó su renuncia, pero el Presidente de la Nación no se expidió acerca de ella, y la misma fue luego retirada por el juez. 

El Dr. Nisman también solicitó –como consecuencia de la sentencia del Tribunal-  que se recibiera declaración indagatoria al entonces titular de la DAIA, el Dr. Beraja, a Héctor Pedro Vergez y a Orestes Verón, y de otros denunciados por el Tribunal Oral por el delito de falso testimonio. Dicha causa tramita ante el juzgado del Dr. Oyarbide. 

Los fiscales Eamon Mullen y José Barbaccia –duramente criticados por el Tribunal Oral, y denunciados por diversos ilícitos- han presentado su renuncia a los cargos que desempeñaban y ambas fueron aceptadas por el procurador general de la nación.

Se analiza más adelante el estado de las denuncias efectuadas por el Tribunal Oral. 

D. 
Antecedentes del juicio

A la decisión absolutoria se llegó luego de tres años de juicio oral y más de diez años después de ocurrido el hecho. La instrucción comenzó el 18 de julio de 1994, día en que ocurrió el atentado. El requerimiento de elevación a juicio del Ministerio Público Fiscal fue suscripto por los fiscales Eamon Mullen, José Barbaccia y Alberto Nisman a fines del año 1999 y el 26 de febrero del año 2000 el Dr. Galeano, titular del juzgado a cargo de la instrucción, dispuso la elevación a juicio pero sólo de una parte de la causa, vinculada con lo que se llamó pública y coloquialmente “la conexión local”. 

El resto de la causa –sin avances significativos- continúa en la etapa de instrucción, donde no sólo se investiga la participación internacional sino la conducta de decenas de imputados vinculados con personas que fueron recientemente desvinculadas del hecho por el Tribunal Oral. Si bien en un principio había quedado a cargo del juez Galeano, luego de que la Cámara de Apelaciones lo separara de su tramitación, quedó a cargo de la investigación el juez federal Canicoba Corral quien la delegó en la Unidad Especial a cargo del fiscal Alberto Nisman.

La parte de la causa que se elevó a juicio involucraba a veintidós imputados, de los que sólo a cinco se les imputó algún tipo de participación en el atentado. A los demás imputados se les atribuyó la comisión de delitos comunes cuya investigación fue considerada -en su momento- conexa a la investigación del atentado y, por ello, todo fue sometido a consideración del mismo Tribunal Oral.

La radicación de la causa en un Tribunal Oral se demoró por diversas circunstancias relativas al Tribunal que debía intervenir –hubo varios planteos de incompetencia- quedando finalmente radicada en el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 3, el 4 de abril del 2000. Según la reglamentación vigente, la asignación de causas debía realizarse mediante un sorteo informático. Sin embargo en este caso las partes solicitaron que el sorteo se efectuara de manera manual, es decir, con un bolillero, y así se hizo.

Al momento de ser elevada a juicio la causa tenía más de trescientos setenta cuerpos (de 200 hojas cada uno), y otros cantidad similar de cuerpos conformados por diferentes incidentes y legajos.

Desde la fecha en la cual la causa quedó radicada en el Tribunal Oral Federal N° 3 hasta la fecha en la cual comenzó el juicio oral (24 de septiembre del 2001) se realizaron –conforme lo prevé el Código Procesal Penal- los ofrecimientos de prueba de las partes y la producción de medidas de prueba de la instrucción suplementaria, que agregó casi un total de cincuenta cuerpos al expediente. Asimismo, el Tribunal resolvió pedidos de cese de prisión preventiva de los imputados, y se dispusieron diversas medidas tendientes a la organización del juicio oral cuya complejidad se derivaba no sólo del volumen de la investigación sino de la cantidad de partes intervinientes: el Ministerio Público Fiscal, aproximadamente diez querellas (AMIA, DAIA, Grupo de Familiares, Memoria Activa, y varias personas físicas no agrupadas en dichas organizaciones) que luego unificaron personería en dos (las tres primeras actuaron conjuntamente y Memoria Activa lo hizo de manera independiente),
 y once defensas que en total representaron a veintidós imputados.

Con respecto a la admisibilidad de prueba, del total de testigos propuestos por las partes, inicialmente el Tribunal Oral Federal No. 3 aceptó la comparecencia de más de mil seiscientos testigos, rechazó por superabundantes la comparecencia de más de quinientos testigos y de aproximadamente cien por resultar ajenos al hecho investigado. Alrededor de treinta testigos propuestos no fueron aceptados porque aun revestían calidad de imputados en la instrucción, circunstancia que impedía una declaración juramentada. Por último, el Tribunal convocó de oficio a aproximadamente ciento cincuenta testigos. También se dispuso diversa prueba de instrucción suplementaria, tanto de oficio como a petición de parte, desde remisión de aproximadamente cincuenta causas conexas solicitadas ad effectum videndi hasta la realización de nuevos peritajes y de centenares de informes, medidas y entrecruzamientos telefónicos, etc.

Conjuntamente con la causa AMIA se realizó ante el mismo Tribunal Oral Federal No. 3 el juicio por el delito de coacción que se le imputó a Ribelli en contra del juez Juan José Galeano, a raíz de la entrega que hizo a éste del video secreto filmado en la sede del juzgado en el cual se veía al juez hablando de dinero y del contenido de un libro con el imputado Carlos Alberto Telleldín. En el marco de esta causa se aceptó la comparecencia de casi cincuenta nuevos testigos, incluyendo el Dr. Galeano –que en función de su cargo contestó por escrito- y se rechazó la comparecencia de otros tantos por superabundantes o inconducentes.

Finalmente, el 24 de septiembre del 2001 comenzó el juicio oral que se extendió hasta el 2 de septiembre del 2004. Hubo audiencias de debate durante casi tres años, prácticamente todas las semanas ya que la normativa procesal vigente impide que un debate oral sea interrumpido durante más de diez días. A lo largo de los tres años de duración y de las más de trescientos cincuenta audiencias declararon más de mil doscientos testigos y se incorporó innumerable cantidad de prueba documental.

Muchos funcionarios de alto rango han declarado durante el debate oral: el Ministro del Interior, el Director General de Migraciones, el Secretario de Seguridad, el Secretario de Inteligencia y los agentes de la Secretaría de Inteligencia, los diputados y senadores que integraban la Comisión Bicameral de Seguimiento de la Investigación, altos jefes de la Policía Federal y de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y funcionarios del área de Seguridad de la Provincia. Varios funcionarios declararon por escrito, dado el cargo que ostentaban. También declaró un testigo iraní que se encuentra protegido en la República de Alemania, declaración que se llevó a cabo únicamente con la presencia del secretario del Tribunal Oral en la Ciudad de Berlín, y se transmitió en video conferencia. 

La observación del juicio por parte del observador y de su asistente cubrió la totalidad de las audiencias llevadas a cabo durante los tres años de duración, sin embargo no se tomó contacto formal con el expediente hasta casi terminado el debate, oportunidad en la cual el Tribunal Oral ofreció la posibilidad de tomar vista del expediente que constaba ya de aproximadamente 600 cuerpos de doscientas hojas cada uno, más los incidentes y legajos y causas conexas que acumula una cantidad equivalente de cuerpos.  El juicio revelo un amplio espectro de conductas ilegitimas, que van desde posibles irregularidades producto de simple incompetencia a incluso posibles actos criminales de encubrimiento o de otro tipo, con participación de actores políticos, jurídicos, policiales y de inteligencia. A más de diez años de ocurrido este criminal ataque terrorista continua impune. La sentencia del Tribunal Oral contribuye a interpretaciones de que en vez de perseguirse a los actores verdaderos de este atentado, sobre todo sus responsables directos externos, se ha dirigido la investigación a establecer responsabilidades secundarias, que por lo además aparecen viciadas de nulidad.
E. 
La decisión del Tribunal Oral Federal No. 3

a) 
Breve introducción: el veredicto 

Con fecha 2 de septiembre del 2004 el Tribunal Oral adoptó la decisión de declarar la nulidad de lo que se denominó la causa “Brigadas”. A raíz de dicha nulidad todos aquéllos a quienes se les había imputado algún tipo de participación criminal en el atentado resultaron absueltos. Los restantes imputados fueron absueltos, bien por esa misma causa o, algunos pocos, por falta de acusación fiscal, ya que la jurisprudencia vigente de la Corte Suprema indica que no resulta posible el dictado de una sentencia condenatoria por parte de un Tribunal Oral cuando el Ministerio Público Fiscal, en lugar de formalizar una acusación, ha solicitado de manera fundada la absolución del imputado. 

Además de las absoluciones, los jueces ordenaron investigar la conducta de diferentes funcionarios de los tres poderes del estado: I. El Juez Galeano y a los fiscales Eamon Mullen y José Barbaccia; II. Los jueces federales Gabriel Cavallo y Norberto Oyarbide; III. Miembros del Poder Ejecutivo: quienes al momento del hecho se desempeñaban como Ministro del interior –Carlos Corach- y Secretario de Inteligencia –Hugo Anzorregui-: IV. A los funcionarios de la SIDE; V. A los miembros de la Comisión Bicameral de seguimiento de los atentados, integrada por Senadores y Diputados.
 

También ordenó que se investigara a varias personas en orden al delito de falso testimonio, que se pusiera en conocimiento del Consejo de la Magistratura las irregularidades cometidas por los jueces y del Colegio Público de Abogados las cometidas por algunos de los profesionales que intervinieron a lo largo del proceso.

b). 
El juez y los fiscales

El juez y los fiscales fueron denunciados por los siguientes hechos:

i. 
Falsedad ideológica del acta de declaración indagatoria de Carlos Alberto Telleldín
Se trata de la declaración que se obtuvo mediante un pago, y que el imputado recién suscribió una vez que tuvo por acreditado el depósito del dinero (400.000 dólares
), mediante el llamado que recibió por parte de su esposa a un teléfono celular que se encontraba en la sede del juzgado y que había sido proporcionado por un agente de la SIDE a tales efectos. En el acta en cuestión no se dejó constancia de ninguna de estas circunstancias.

En esa declaración Telleldín involucró a cinco policías como aquéllos que habrían retirado la “Traffic” de su domicilio el día 10 de julio de 1994. Como consecuencia de la misma, se ordenó la detención de todos los policías mencionados, antes del segundo aniversario del atentado.  

El Tribunal entendió que se encontraba acreditado no sólo el pago que se efectuó a Telleldín sino también el objetivo del pago: que Telleldín involucrara a la Policía Bonaerense. Para lograr este objetivo se llevaron a cabo muchos actos tendientes a obtener la declaración de Telleldín. En ellos intervinieron principalmente agentes –inorgánicos- de la SIDE y una camarista. Paralelamente, otros funcionarios –jueces y legisladores- le proporcionaron a Galeano el apoyo necesario.

En la sentencia –cuyos puntos principales serán analizados a continuación- además de la participación de esos funcionarios se describieron decenas de irregularidades cometidas por el juez a lo largo de la instrucción con el fin de lograr lo que el Tribunal denominó “un armado arquitectónico” de la causa: irregularidades tendientes a obtener prueba de manera ilegal para poder probar y acompañar los extremos manifestados por Telleldín en su declaración. 

ii. 
Destrucción de videocintas con declaraciones y entrevistas llevadas en el juzgado instructor y en dependencias del Ministerio Público Fiscal
A poco de comenzada la instrucción, el Dr. Galeano solicitó la instalación de cámaras de filmación que fueron colocadas de manera oculta en su despacho y en el despacho de los secretarios del Juzgado. Con ellas filmó -sin conocimiento de las personas filmadas ni de sus abogados- una serie de entrevistas y declaraciones tanto de imputados como de testigos, sin dejar ningún tipo de constancia en la causa, por lo que el conocimiento acerca de la existencia ocurrió casi de manara casual. 
Según los empleados del juzgado que declararon ante el Tribunal Oral existía, aproximadamente, una decena de entrevistas filmadas –de las cuales se guardaba en el juzgado original y copia-, pero ninguno “pudo recordar” a quién se había filmado, con la excepción de las dos video cintas que reflejaban entrevistas del juez con Telleldín, que para esa altura ya eran públicas. 

No obstante, pudo saberse que se filmó a Miriam Salinas, una persona que concurrió inicialmente como imputada y luego se convirtió en una testigo de identidad reservada. En rigor, Miriam Salinas declaró en la sede de una fiscalía, donde se efectivizó la filmación, despacho que Galeano solicitó en préstamo para filmar.

También fue filmado un testigo de identidad reservada de nombre Gustavo Semorile, cuyas particularidades serán analizadas más adelante por la gravedad que revisten.  

De la totalidad de filmaciones sólo se pudieron conocer dos. Una de ellas tomó estado público y fue difundida en un programa de televisión luego de que fuera aparentemente sustraída de la sede del juzgado y entregada al juez por uno de los imputados –Juan José Ribelli- en una conducta que el juez que la investigó, el Dr. Norberto Oyarbide, consideró constitutiva del delito de coacción, mientras el Tribunal Oral consideró que no constituía delito alguno. 

La entrega de ese video casete por parte de Ribelli al Dr. Galeano motivó el inicio de dos causas penales, cuyos jueces instructores –el Dr. Cavallo y el Dr. Oyarbide- resultaron también denunciados por el Tribunal Oral. 

En la filmación se vio una conversación entre Galeano y Telleldín que se habría llevado a cabo el 1 de julio de 1996, caracterizada por la confianza y la informalidad, en la que se habló de la suma de cuatrocientos mil pesos que se pagarían como derechos de un libro, y del contenido de lo que posteriormente fue la declaración indagatoria de Telleldín del 5 de julio de 1996. 

La otra filmación se conoció recién en agosto del 2001, cuando el propio Dr. Galeano -en respuesta a un requerimiento del Tribunal Oral- confirmó que, efectivamente, se habían efectuado filmaciones ocultas en la sede del juzgado, entre ellas dos reuniones con Telleldín, el 10 de abril y el 1 de julio de 1996, cuyos antecedentes explicó. 
También expuso Galeano, como justificación de la destrucción de las video cintas restantes que, a raíz de la sustracción de ese video, advirtió el riesgo que para la investigación y para él mismo significaba mantenerlos, y decidió encargarle a uno de los Secretarios del Juzgado que procediera a destrucción de todos, con excepción del video de la entrevista con Telleldín del mes de abril de 1996. 
Los empleados del juzgado que declararon ante el Tribunal Oral relataron que los videos fueron incinerados en la casa de un familiar de uno de los Secretarios. 
iii. 
Privación ilegal de la libertad y torturas que habría sufrido César Antonio Fernández
César Fernández era objeto de investigación por proveer a Carlos Telleldín autos robados, entre ellos posiblemente la camioneta robada en la que se sospechaba que Telleldín había hecho colocar el motor que fue hallado entre los escombros de la AMIA. Galeano ordenó diversas medidas a su respecto, tanto a la Policía Federal como a la SIDE y finalmente libró una orden de detención. 
Existe en la causa una constancia firmada por el juez Galeano en la que expresa haber recibido un mensaje anónimo en su teléfono celular en el que le informaban que César Fernández –que aun no había podido ser detenido- se encontraba en la localidad de Bella Vista, Provincia de Buenos Aires. A raíz de ese llamado –y todo según la constancia-, el juez se comunicó con la Brigada correspondiente a la jurisdicción, a cargo del Comisario Salguero, para que se procediera a su detención, lo que finalmente ocurrió el 22 de octubre en horas de la mañana.

Sin embargo, en oportunidad de prestar declaración indagatoria ante el juzgado de Galeano, Fernández manifestó que en realidad había sido “detenido” en la Ciudad de Gualeguaychú, Provincia de Entre Ríos, el 21 de octubre a las 16:30 horas, por unas personas que, con armas de fuego, lo interceptaron en la calle, lo esposaron y lo obligaron a tirarse adentro de una camioneta en la que permaneció durante aproximadamente seis horas, circulando por diversas autopistas. Media hora antes de llegar a destino le vendaron los ojos con unas cuarenta vueltas de cinta adhesiva, lo hicieron descender en un lugar descampado y lo introdujeron en un inmueble donde lo torturaron hasta las cinco de la mañana, colocándole bolsas en la cabeza que le impedían respirar, pegándole y pasándole corriente eléctrica por el cuerpo, previamente mojado, todo ello con intervalos durante los cuales lo interrogaban con relación a la camioneta Traffic usada en el atentado a la AMIA. Luego de seis horas de castigos, lo trasladaron a un lugar donde finalmente lo detuvo una brigada de la policía Bonaerense. 
Paralelamente, la persona con la cual se encontraba Fernández en la Provincia de Entre Ríos en el momento en que fue “detenido” realizó una denuncia por secuestro ante la policía local. Al tomar conocimiento de que César Fernández se encontraba detenido a disposición del Dr. Galeano, el juez de Entre Ríos se declaró incompetente y le remitió las actuaciones a Galeano. Éste dio intervención a los fiscales Mullen y Barbaccia, quienes -como única medida- solicitaron que se certificara los antecedentes vinculados con Fernández que obraran en la causa AMIA. Finalmente Galeano decidió archivar las actuaciones por entender que no existían elementos como para continuar la investigación. 

Durante el juicio oral declaró el Comisario Salguero y manifestó que el magistrado lo había llamado por teléfono alrededor de las 4 de la mañana y le había indicado que debía comunicarse con la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE) para la entrega de un detenido, para lo cual le aportó un número de celular y el nombre de la persona con quien debía hablar (Jaime). 

Claudio Lifschitz también declaró con relación a este episodio y manifestó que al tomar declaración a la persona que hizo la denuncia en Entre Ríos éste manifestó haber sido preparado por la SIDE para no involucrar en el tema del secuestro de César Fernández a dicha dependencia. A raíz de ello se imprimieron dos declaraciones testimoniales –una en la cual mencionaba a la SIDE y otra en la cual no lo hacía-. Sin embargo, el Dr. Galeano decidió luego no incorporar ninguna de las dos declaraciones y dejar simplemente una constancia de que esta persona había concurrido al juzgado.

iv. 
Actuaciones en el legajo nº 148, caratulado: “Ofrecimientos para Obtener Información” y otros hechos 

En este punto el Tribunal ordenó investigar uno de los tantos mecanismos que se usaron a lo largo de la instrucción para obtener determinadas declaraciones de forma irregular, en la mayoría de los casos en contra del imputado Ribelli. 

Alberto Enrique Barreda, policía retirado y padre del imputado Diego Barreda, que se encontraba detenido, relató ante el Tribunal Oral que  fue convocado por un Comisario de la Provincia, y se reunió con él y con un abogado de nombre Spicacci. Ambos lo llevaron a ver al Comisario Inspector de la Policía, Luis Vicat, quien mantenía vínculos con la SIDE. Según le manifestaron intentaban ayudarlo a mejorar la situación de su hijo en la causa. En esa reunión, Vicat –invocando apoyo del juez, del gobernador de la Provincia y de gente de DAIA- le ofreció cinco mil dólares mensuales para su hijo y trasladarlo a Miami, además de la desvinculación de la causa AMIA, si aceptaba declarar en contra de Ribelli. 
Concurrieron luego al centro de detención a hacerle el ofrecimiento a Diego Barreda informándole que en caso de no aceptar la propuesta iba a ser trasladado a una unidad dependiente del servicio penitenciario federal, con el riesgo que ello implicaba para un policía. 

Esa versión fue, en términos generales, ratificada por el imputado Barreda, su mujer y su abogado.
v. 
Hechos denunciados en el debate por Gisela Jaquelina Araya y Alexandra Gabriela De Leone, respecto al acta de fs. 41.28.
Estas mujeres, hermana y esposa de uno de los policías imputados y detenidos, Walter Araya, concurrieron al Juzgado –por recomendación de la Dra. Parascandalo, defensora del imputado Alejandro Burguete- para solicitar que Araya fuera trasladado a otra Unidad Penitenciaria ya que se encontraba con muchos problemas de salud y tenía inconvenientes con la atención médica y el suministro de medicamentos en dicha Unidad en la que estaba alojado.

La Dra. Parascandalo, defensora del único de los policías que había sido excarcelado, les recomendó que fueran al juzgado a solicitar el traslado, oportunidad en la cual debían agregar “algo” sobre Ribelli, como por ejemplo, que Ribelli era quien manejaba todo y que estaba presionando al resto de los policías. Les explicó que su defendido, Burguete, había manifestado eso y así había obtenido la libertad.

Efectivamente, concurrieron al Juzgado y allí se labró un acta en la que manifestaron esos extremos y que Araya no quería recibir más presiones de Ribelli. El Secretario del Juzgado, Dr. De Gamas, les indicó que Araya tenía que concurrir a ampliar su declaración indagatoria en el juzgado y brindar mayor información sobre Ribelli. Si bien Araya se negó a realizar tales declaraciones, con el acta firmada por ellas el traslado se hizo efectivo. 

vi.  
Hechos denunciados por Jorge Horacio Rago
Rago era uno de los policías que resultó detenido, no como partícipe del atentado, sino por la presunta comisión de delitos comunes. Cuando declaró ante el Tribunal Oral manifestó que hacia junio de 1996 el Dr. Semorile le dijo que Galeano se encontraba investigando las Brigadas y que iba a proceder a detenerlo a él y a Ribelli. Asimismo, le ofreció acompañarlo a una entrevista con el juez, ofrecimiento que Rago aceptó. Concurrieron juntos hasta el Tribunal y allí Rago mantuvo una reunión con el Dr. Galeano, respecto a la cual no existe constancia alguna en la causa. 

En dicha oportunidad el magistrado le habría realizado diferentes preguntas sobre el funcionamiento de las brigadas, y sobre Ribelli. Le sugirió que declarara todo lo que supiera porque en caso contrario todas las actuaciones de la Brigada de Vicente López le “iban a caer en contra” e iba a ser expulsado de la policía.   

La gravedad de la situación se acentuó pues a esa altura Rago ya se encontraba siendo investigado por el magistrado.

vii. 
Hechos relacionados con la declaración testimonial de Gustavo Alberto Semorile en el juzgado instructor
Gustavo Semorile fue un testigo de identidad reservada que prestó declaración en perjuicio de Juan José Ribelli. A lo largo del juicio pudo acreditarse que este abogado declaró en tales condiciones debido a la coacción que sobre él ejerció el juez Galeano. 

El juez supo que Telleldín -en ocasión de encontrarse detenido en la Brigada de Lanús con motivo de una extorsión en su contra- hizo entrega, entre otros bienes, de una moto, a los efectos de recuperar su libertad. Esta moto finalmente quedó en poder de Gustavo Semorile que fue quien actuó como abogado defensor de Telleldín en dicha oportunidad. 

A partir de ese dato, y en una entrevista en confianza, el abogado le habría relatado al juez los detalles de esa extorsión en perjuicio de Telleldín y su participación en la misma. El juez filmó secretamente esas manifestaciones del Dr. Semorile, y las utilizó con posterioridad para presionar al abogado a los fines de que declarara como testigo de identidad reservada en contra de Ribelli. 

Durante el juicio oral, Claudio Lifschitz relató que el magistrado le exhibió este video al Dr. Semorile e inmediatamente después le indicó que le recibiera declaración testimonial bajo identidad reservada sin que se hiciera mención al tema de la motocicleta. 

El Tribunal oral también ha ordenado que se investigue la participación que pudo tener Gustavo Semorile en el hecho ocurrido el 4 de abril de 1994 en la Brigada de Lanús, en perjuicio de Carlos Alberto Telleldín: se trata de la extorsión que fue sometida a juicio cuyos presuntos autores resultaron absueltos en virtud de la nulidad decretada en la causa. 
viii.
Hechos que surgen de las condiciones en que comparecieron al juzgado instructor Luis Claudio Álvarez Matus y otros  

Luis Claudio Álvarez Matus, Sandra Karina Cardeal, Walter Alejandro Castro, Manuel Enrique García, Argentino Gabriel Lasala, Marcelo Darío Casas, Eduardo Diego Toledo y José Aurelio Ferrari relataron que fueron detenidos, esposados y trasladados a la Policía, donde les extrajeron huellas dactilares, les leyeron sus derechos y permanecieron varias horas alojados en calabozos. Luego fueron trasladados al Juzgado, a los fines de prestar declaración testimonial. A estas irregularidades, algunos agregaron haber sido presionados por el Dr. Galeano u otros funcionarios a lo largo de las declaraciones, con amenazas de realizarles alguna imputación penal grave y dejarlos presos. 

ix.
Falsedad ideológica de los informes de fs. 8206 y 8619, suscriptos por el Dr. Carlos Alfredo Velasco.

A fs. 8206 del expediente hay una constancia de enero de 1995, firmada por el Dr. Velasco -Secretario del Juzgado-, en la cual se lee que compareció ante el juzgado Héctor Pedro Vergez quien dijo ser pariente de Carlos Alberto Telleldín y pidió autorización para entrevistarse con él, entrevista que fue autorizada por el magistrado instructor y que se llevó a cabo en la sede del juzgado.  

El ex capitán del Ejército, con conocida actuación en la provincia de Córdoba durante la última dictadura militar del país, colaboraba con un agente inorgánico de la SIDE –Daniel Romero- de quien recibía dinero. Daniel Romero manifestó haber hablado con el secretario del Juzgado, Javier De Gamas, solicitando autorización para que Vergez se entrevistara con Telleldín. A pesar de tener conocimiento de ello, en el acta se asentó –falsamente- que era un familiar de Carlos Telleldín. 

De tres entrevistas, una se realizó en la sede del Juzgado y el resto fueron efectuadas en la unidad penitenciaria donde se encontraba alojado Telleldín. Todas ellas fueron grabadas por Daniel Romero sin conocimiento de Telleldín ni de su abogado defensor. 

Aparentemente, el objetivo de Vergez habría sido convencer a Telleldín para que involucrara a unos libaneses detenidos en Paraguay, a cambio de una gran suma de dinero; todo ello con pleno conocimiento del magistrado instructor según lo manifestó el propio Vergez ante el Tribunal Oral. Esta habría sido la primera tentativa de hallar un “responsable” para la causa, lejos de la búsqueda de la verdad real.

En oportunidad de prestar declaración indagatoria Telleldín manifestó que había recibido estas visitas del ex capitán Vergez a quien conocía porque había trabajado con su padre en la Policía de la Provincia de Córdoba. Luego de algunas entrevistas, Telleldín se negó a seguir recibiéndolo, y éste fue a visitar a su esposa, Ana Maria Boragni presionándola en el mismo sentido. A raíz de estos hechos presentaron una denuncia por extorsión. 
Durante el debate oral se reprodujeron conversaciones telefónicas entre Vergez y Ana Maria Boragni, pero aquél dijo no reconocer su voz. Terminó siendo denunciado por el Tribunal por el delito de falso testimonio en el que habría incurrido durante su declaración. 
x.
Hechos que resultan del cotejo de las fechas estampadas en las actuaciones glosadas a fs. 865, 866, 870, 871, 872 y en los respectivos oficios originales de intervención telefónica
En este punto el Tribunal hace referencia a una serie de discordancias que existe entre la fecha de lo pedidos de intervenciones telefónicas, las órdenes de intervención y las intervenciones efectivamente realizadas; ya que si bien todas debieran coincidir, ello no sucede y como resultado del cruce de información se pudo determinar que existen teléfonos que han sido intervenidos sin orden judicial. En algunos casos pareciera que el pedido de intervención telefónica fue realizado a los efectos de “blanquear” escuchas que se venían realizando sin la correspondiente orden judicial.

c)
Otros jueces
El Tribunal ordenó también que se remitieran constancias al Consejo de la Magistratura de la actuación de dos jueces federales que intervinieron en causas conexas a la investigación por la causa AMIA: al juez Gabriel Rubén Cavallo, por su intervención en la causa en la cual se investigó el contenido del video y la eventual responsabilidad del juez y de su secretario; y al juez Norberto Mario Oyarbide que realizó parte de la instrucción de la causa en la que se investigó una coacción en contra del Dr. Galeano. El primero de ellos también fue denunciado por la posible comisión de delitos de acción pública en el trámite de su excusación en la causa en la que intervino.
El Dr. Oyarbide fue quien investigó la conducta de Ribelli y sus abogados con motivo del llamado “episodio del video”. Como fue explicado, el Dr. Galeano había efectuado de manera oculta diversas filmaciones, entre ellas la de la entrevista con Telleldín, durante la cual el propio Galeano le hablaba de un pago de cuatrocientos mil dólares a cambio de “derechos de autor” que finalmente se transformaron en una declaración indagatoria. 

La cinta en cuestión llegó a manos de Ribelli –que se encontraba detenido- quien, luego de una declaración indagatoria solicitó una audiencia personal con el juez y se la entregó. Galeano hizo una denuncia por sustracción de efectos en cuya investigación intervino el Dr. Oyarbide, que no tardó en convertir dicha denuncia en una investigación por coacción agravada en contra de Galeano. Asimismo ordenó la intervención de las líneas telefónicas de los abogados defensores de Ribelli, y seguimientos por parte de personal de la Secretaría de Inteligencia, medidas tendientes a evitar la difusión del contenido de la cinta. 

Por encubrir algunas de estas circunstancias fueron denunciados –como se verá más adelante- los miembros de la Comisión Bicameral. 

El Dr. Cavallo fue quien estuvo a cargo de la investigación tendiente a determinar si del contenido del video surgía alguna conducta ilícita. Efectuó una  “lavada” excusación que fue rechazada por la Cámara de Apelaciones, a pesar de haberse excusado de manera más convincente en otra causa. Luego de que la Cámara confirmara que era él quien debía intervenir, sobreseyó al magistrado y a su secretario con una investigación excesivamente breve y que incluyó apenas algunas declaraciones testimoniales, básicamente de Telleldín y su abogado, que manifestaron no haber percibido dinero por parte del Juzgado, con lo que concluyó que el pago no se había efectuado.

d) 
Miembros del Poder Ejecutivo

Con respecto a los miembros del Poder Ejecutivo, el Tribunal Oral ordenó que se investigara la responsabilidad que pudo caberle a Carlos Vladimiro Corach, Ministro del Interior en el momento del atentado y a Hugo Alfredo Anzorregui, Secretario de Inteligencia de Estado (SIDE) en la época del atentado. 

A ambos se les reprocha no sólo haber aceptado realizar el pago, sino haber sido parte de los ideólogos del pago y del armado de la pista policial y haber dado el sostén político necesario para que el plan se llevara a cabo. 

e)
Agentes de la SIDE 
Se ordenó la investigación de los agentes de la SIDE que intervinieron a lo largo de la instrucción por hechos relacionados con intervenciones telefónicas sin orden judicial y por el destino de las respectivas cintas de sonido.

En cuanto al primer hecho, se realizaron intervenciones telefónicas, sin orden judicial, sobre las líneas de las embajadas de la República Islámica de Irán y la República de Cuba, conforme solicitudes de conexión nº 1.473 y 1.914. Del cruce de información sobre las intervenciones telefónicas surgió que –entre otras- la SIDE había estado realizando escuchas de los teléfonos de ambas embajadas sin ningún respaldo judicial.

Asimismo, se ordenó la investigación de los hechos que resultan del destino de las cintas de audio obtenidas durante el período en que se intervinieron, sin orden judicial, las líneas telefónicas consignadas en la foja 114.  En el mismo sentido, de la foja 114 de la causa surge una serie de números telefónicos cuya intervención se solicitó al juzgado. Sobre el tema se hicieron múltiples planteos ya que aun antes del hallazgo del motor que guió la investigación hacia Telleldín se estaba solicitando la intervención de su número telefónico, de gente de su entorno e incluso de Kanoore Edul, cuyo vínculo surge porque realizó un llamado a Telleldín el día en que este entregó / vendió la camioneta. Pudo establecerse, además, que muchos de esos teléfonos fueron efectivamente intervenidos por la SIDE; no obstante, se desconoce el destino que tuvieron las correspondientes cintas de audio.

f) 
Poder Legislativo

Con respecto al Poder Legislativo, los miembros del Tribunal Oral ordenaron investigar la posible comisión del delito de encubrimiento por parte de algunos de los integrantes de la Comisión Bicameral Especial de Seguimiento de la investigación de los Atentados a la Embajada de Israel y al Edificio de la AMIA.

En el mes de septiembre de 1996 quedó conformada una Comisión Bicameral Especial de Seguimiento de la investigación de los atentados a la Embajada de Israel y al edificio de la AMIA. 

Cuando ocurrió el “episodio del video” ya relatado, se convocó una reunión urgente y extraordinaria en la sede de la Comisión Bicameral a la que concurrió el Dr. Galeano. En esa oportunidad los legisladores vieron el video y, lejos de realizar algún tipo de denuncia por lo que surgía del mismo, decidieron brindar apoyo al juez Galeano. Declararon ante el Tribunal que más que el contenido los alarmó la circunstancia de que el video hubiera sido sustraído de la sede del juzgado. 

Incluso este apoyo dado al magistrado, llevó a una de las integrantes de la Bicameral a manifestar años después que “resulta oportuno recordar que el rol de esta comisión es el seguimiento para su evaluación –no su convalidación- de la investigación y actuación judicial en los atentados”. 

El Tribunal ordenó que se investigara únicamente la conducta de los legisladores que presenciaron dicha reunión de carácter secreta ya que con posterioridad, fragmentos del video pudieron verse en un programa de televisión y la responsabilidad ya no pesaba exclusivamente sobre ellos.

g) 
La sentencia

En una extensa sentencia que supera las cuatro mil ochocientas páginas el Tribunal explicó los hechos y las razones que lo llevaron a entender que el juez instructor había actuado de manera parcial durante gran parte de la investigación, circunstancia que –a su entender- acarreaba la necesaria nulidad de todo lo actuado. 

Sin embargo, y más allá de que la consecuencia de la nulidad fuera la absolución de los imputados, el Tribunal –en función del derecho a la verdad- analizó las evidencias e indicios que había en contra de los imputados de haber participado en el atentado terrorista.

i. 
Estructura de la sentencia
Estructuralmente, la sentencia está compuesta por dos títulos. En el primero de ellos –de diecisiete capítulos- se analiza todo lo vinculado a la causa “AMIA”, que incluye no sólo la investigación del atentado sino también los hechos investigados en la denominada “causa Brigadas” ya que ambas investigaciones se acumularon. Se trata de la causa instruida por el Dr. Galeano respecto de la cual el Tribunal Oral dictó la nulidad que concluyó en la absolución de los imputados. 

En el título segundo se analiza la denominada “causa video” cuyo objeto de investigación fue el delito de coacción en contra del Dr. Galeano, imputado a Juan José Ribelli. Esta causa fue instruida por el Dr. Oyarbide, hasta que la Cámara lo separó de la investigación. El Tribunal Oral Federal No. 3 concluyó que el hecho no constituía un delito, y absolvió al único imputado, Juan José Ribelli.

El capítulo uno del Título I (causa AMIA / brigadas)
 es un resumen de los requerimientos de elevación a juicio tanto del Ministerio Público Fiscal como de las querellas, y tanto de la causa AMIA como de algunos delitos conexos cuyo juicio fue efectuado por el mismo Tribunal Oral dado que se los consideró conexos a la investigación del atentado.

El capítulo dos trata sobre los alegatos efectuados ante el Tribunal Oral.
  Según la normativa vigente en primer lugar alegan las querellas
 y luego el Ministerio Público Fiscal.
 Por último alegan las defensas.
  

En el capítulo tres se detallan las réplicas de los acusadores
 y las dúplicas de las defensas.

En el capítulo cuatro se reflejan las indagatorias de los imputados, tanto las prestadas durante el debate oral como –en los casos que correspondía- las prestadas durante la instrucción.

En el capítulo cinco se analiza la materialidad del hecho ocurrido el 18 de julio de 1994, y se tratan temas que abarcan la forma en que se llevó a cabo la explosión (el edificio, la vigilancia, las personas fallecidas, las personas lesionadas, los daños ocasionados, el explosivo, la camioneta Traffic, la identificación de las piezas de la camioneta Traffic halladas, etc.) y resuelve las nulidades planteadas en torno a estos temas: el acta de hallazgo del motor, la incorporación del motor, las actas sin testigos, los diferentes secuestros practicados. 

En el capítulo seis se analiza cuál fue la camioneta Traffic que explotó en la sede de la AMIA, a partir del motor hallado, y qué carrocería contenía dicho motor.

En el capítulo siete se analiza el tipo de camionetas que fueron vistas en dos estacionamientos cercanos a la zona del hecho el fin de semana previo al atentado. 

En el capítulo ocho se realiza todo el análisis vinculado con la ausencia de imparcialidad por parte del juez instructor. Es principalmente en este capítulo en dónde se describe toda la maniobra que el Tribunal considera armada con complicidades de los tres poderes de estado para llevar adelante la hipótesis que finalmente fue elevada a consideración del Tribunal Oral.

En el capítulo nueve se concluye en la nulidad del allanamiento de la casa de Carlos Alberto Telleldín.

El capítulo diez analiza la responsabilidad de aquéllos a quienes se les imputó participación en el atentado, a pesar de la nulidad declarada. Para analizar conductas, a pesar de la nulidad, el Tribunal invocó el derecho a la verdad. 

En los capítulos once
 y trece
 se analiza la responsabilidad de Telleldín en orden a los delitos de adulteración de documento y de encubrimiento, respectivamente. En el capítulo doce
 se resuelve la absolución de aquellos respecto de quienes el Ministerio Público Fiscal no efectuó acusación.

El capítulo catorce
 hace unas breves consideraciones acerca de la extraña intervención de Wilson dos Santos.

En el capítulo quince
 se realizan todas las consideraciones respecto de las responsabilidades del Poder Ejecutivo.

En el capítulo dieciséis
 se individualizan las denuncias que realiza el Tribunal a partir de las irregularidades cometidas durante la instrucción y advertidas durante el debate oral, o de delitos cometidos en el propio debate.

El capítulo diecisiete
 resuelve el pedido de la defensa de Ribelli de imponer las costas a la querella de AMIA, DAIA y Familiares.

Por último, en el Titulo II
 se analiza la denominada causa “video” concluyendo el Tribunal que el hecho imputado a Ribelli no constituye delito. 

Las últimas veinte páginas plasman la decisión final del Tribunal: allí constan todas las absoluciones y las denuncias efectuadas. 

En relación a la causa AMIA puede decirse que la sentencia tiene tres grandes ejes: uno en el cual se describe la mecánica de la explosión, es decir, cómo se cometió el atentado, la utilización del coche bomba, quienes tuvieron el coche bomba y cómo se armó la camioneta
,  quien la armó,  qué explosivo se utilizó, qué daños produjo la explosión, etc.

En un segundo eje se analiza la pérdida de imparcialidad por parte del juez, y la consecuente nulidad. De este tramo de la sentencia surge la mayor parte de las denuncias efectuadas por el Tribunal.

El tercer eje es el análisis que efectúa el Tribunal de los indicios invocados por las partes acusadoras al momento de alegar. Al declarar la nulidad y descartar la existencia de una vía investigativa independiente se tornaba innecesario el análisis de los indicios invocados por las partes. Sin embargo, el Tribunal consideró que frente al hecho terrorista correspondía dar acabada respuesta a las legítimas expectativas de conocer la verdad de lo acontecido, puestas sobre el debate por las víctimas del hecho y la sociedad.

No hacerlo, para el Tribunal importaba consagrar una verdad formal que frustraría las expectativas de quienes durante años clamaron por conocer la verdad sin restricciones.

Por ello, con invocación en el derecho a la verdad desarrollado en el campo del derecho internacional de los derechos humanos los miembros del tribunal analizaron los elementos invocados por las partes acusadoras en su pretensión condenatoria, y concluyeron en que no había elementos para condenar a los imputados. 

ii. 
Contenido de la sentencia
1.
El atentado 

Hasta el momento de los alegatos algunas defensas siguieron cuestionando la existencia de la camioneta Traffic y afirmaron que el explosivo pudo no haber estado en un coche bomba sino, haber sido colocado en el volquete que se encontraba en la puerta del edificio o bien haber sido introducido al edificio a través de las bolsas de material de construcción, que ingresaban ya que el edificio se hallaba en remodelación al momento del atentado.

Por ello, una parte importante de la sentencia estuvo destinada a explicar cuál había sido la mecánica de la explosión. En esa parte el Tribunal aseveró que la explosión se había llevado a cabo mediante la utilización de un coche bomba -una Camioneta Renault Traffic-, cuyo último poseedor conocido había sido Carlos Alberto Telleldín
. A pesar de tener por acreditada la existencia del coche bomba, el Tribunal entendió que no se había podido acreditar en qué carrocería había sido colocado el motor hallado. 

En concreto, sostuvo el Tribunal que se había acreditado que el 18 de julio de 1994, aproximadamente a las 9:53 de la mañana, un vehículo Renault Camioneta Traffic, conducido por una o más personas cuyas identidades se desconocen, se aproximó hasta la puerta del edificio de la calle Pasteur 633 y tras subir a la acera detonó la carga explosiva que llevaba en su interior estimada en su equivalente a TNT entre 300 y 400 kgs. provocando un estallido que produjo el colapso de la parte delantera del edificio, daños de diversa índole en un radio aproximado de 200 metros y, como consecuencia, el fallecimiento de 85 personas, y lesiones al menos a 151 individuos
.

Únicamente dos testigos manifestaron haber visto la camioneta Traffic. Por ello, los principales elementos para concluir que el contenedor del explosivo fue un coche bomba no fueron declaraciones testimoniales sino el hallazgo de diferentes piezas mecánicas pertenecientes a una camioneta Traffic con restos de explosivo en su superficie. Entre dichos restos se destacó un bloque de motor con su correspondiente numeración, perteneciente a una camioneta de esas características. No obstante –y se verá a continuación- los abogados defensores han solicitado la nulidad de muchos de esos secuestros, por no haber sido efectuados como indica la legislación vigente, incluso ha sido solicitado por todas las partes –acusadores y defensores- la nulidad del acta de hallazgo del bloque de motor. 

Al acreditar la existencia de un coche bomba, el Tribunal descartó las otras hipótesis
.  

Sin embargo, a pesar de haber afirmado que el hecho se había cometido mediante la utilización de un coche bomba –camioneta Renault Traffic blanca-, el Tribunal llegó a la conclusión de que a lo largo del debate no había sido posible identificar en qué carrocería se encontraba dicho motor, ya que las características de las piezas halladas descartaban tanto que hubiera sido la carrocería que originalmente contenía al motor
 como la indicada por Carlos Alberto Telleldín como aquélla en la que había hecho colocar el motor
.

Ante tal circunstancia, el Tribunal también concluyó que no se podía afirmar que la camioneta que explotó en la puerta del edificio de la AMIA fuera la misma que fue estacionada el viernes previo al atentado en el estacionamiento de Jet Parking ubicado en las cercanías del edificio de la AMIA. 

Como ya se ha adelantado, en los capítulos destinados a describir la forma en que ocurrió el atentado, el Tribunal debió resolver una serie de nulidades planteadas por las partes. La principal de ellas fue la nulidad del acta de hallazgo del motor, aunque también fueron planteadas nulidades relativas a muchos secuestros de piezas de automotor. 

2. 
La nulidad del acta de hallazgo del motor (2648/80)

Tanto la fiscalía como algunas defensas plantearon la nulidad del acta que daba cuenta del hallazgo de restos de un bloque de motor, ya que en ella no se había reflejado lo verdaderamente ocurrido.

Horacio Ángel Lopardo –oficial de la División Investigaciones del Departamento Explosivos y Riegos Especiales de la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal Argentina- había suscripto el acta y había declarado durante la instrucción haber visto el momento en que el motor fue hallado. Sin embargo, durante el debate oral manifestó que las cosas no habían sucedido como dejó asentado en el acta. 

En el acta
 había dejado constancia que en presencia de los testigos se procedió al secuestro de restos de motor que “fueron avistados al ser volcados en un camión, por la pala de una máquina retroexcavadora que conjuntamente con escombros los levantara de aproximadamente a (10) diez metros de la línea municipal de edificación, lateral derecho del predio de la AMIA”. Sin embargo, durante el debate, Lopardo aclaró que el momento del hallazgo no fue presenciado por él y juzgó improbable que hubiera sido presenciado por los testigos que suscribieron el acta. 

Los supuestos testigos del hallazgo que firmaron el acta fueron Gustavo Hernán Moragues y Pablo Marcelo Garris. Lopardo mismo ya había revelado que les pidió que firmaran el acta a pesar de saber que no había presenciado el hallazgo.

El primero de los testigos manifestó ante el juez instructor las circunstancias en las cuales fue hallado el motor. No obstante al momento de prestar declaración ante el Tribunal Oral reconoció que no recordaba haber visto el lugar en el que se halló el motor, ni haberse acercado al edificio de la mutual cuando fue hallado, ni haber advertido la presencia de una excavadora, todos extremos que figuraban en sus anteriores manifestaciones. Tampoco recordó si el motor había sido levantado con una máquina, ni las circunstancias que rodearon la suscripción del acta.

Pablo Marcelo Garris, al momento de declarar ante el Tribunal Oral, dijo –contrariamente a lo sostenido en su declaración durante la instrucción- que vio desde unos 35 metros que una pala contenía entre escombros una cosa negra. Manifestó haberle dicho al empleado del juzgado que no había visto el momento en que se extrajo el motor, recibiendo como respuesta que no se preocupara ya que su declaración era tan sólo un trámite. 

Los miembros del Tribunal concluyeron que las manifestaciones de los testigos del acta “por su palmaria divergencia con la versión que aportaron en la etapa anterior, revisten escaso valor convictivo”
 y advirtieron que las circunstancias consignadas en el acta “no reflejan, en modo alguno, lo realmente acontecido; extremo que el propio Lopardo admitió al señalar que asentó en el documento circunstancias que, en realidad, le fueron contadas por quienes participaron del hallazgo a los que –para mayor sorpresa- no pudo identificar”.
 

En conclusión, declararon la nulidad del acta y ordenaron que se investigara la presunta comisión del delito de falsedad ideológica de documento público, en el que habrían incurrido Garris, Moragues y Lopardo.

Descartada la versión del acta –y en vista de la declaración de algunos otros testigos
- no se había podido determinar quien (y en presencia de qué testigos) había efectivamente hallado el motor entre los escombros. 

Finalmente concurrieron a prestar declaración testimonial los miembros del Ejército Israelí
 quienes explicaron las circunstancias en las que fue hallado el motor de la camioneta. A pesar de la nulidad del acta, en función de estas declaraciones y de diversas pruebas y pericias, el Tribunal tuvo por acreditado el hallazgo del motor
. 

Con respecto al desenvolvimiento del personal policial el Tribunal creyó necesario resaltar “la inadmisible omisión en que incurrieron los funcionarios policiales que se encontraban en el lugar al momento del hallazgo, toda vez que nada hicieron para establecer cómo y dónde se produjo ni para individualizar a las personas que intervinieron en él”. 

Resulta incomprensible –sentenció el Tribunal- que “no hubieran mostrado una mínima inquietud en ese sentido, sea para recibirle declaración testimonial a quienes presenciaron el efectivo hallazgo del motor o para realizar una reconstrucción u observación del lugar dónde éste fue encontrado. Tan incomprensible como no haber procurado vistas fotográficas del motor, instantes después del hallazgo, las que recién fueron aportadas por el personal israelí al concurrir al juzgado instructor el 20 de enero de 1997”
.

3. 
Otros secuestros (2680/2704)

Los restantes planteos efectuados estuvieron dirigidos a cuestionar la validez de los secuestros de diferentes piezas mecánicas,  motivados en la ausencia de testigos para tales actos, requisito exigido por el Código Procesal.

Los integrantes de las fuerzas de seguridad declararon que no se habían convocado testigos debido al peligro que podía significar para su integridad física el estado en el que se encontraba toda la zona del atentado. 

El Tribunal entendió que había elementos (tales como filmaciones, fotos, informes y declaraciones) que daban cuenta del peligro existente en el lugar del hecho y que la mayor cantidad de piezas fue secuestrada durante la primera semana después de ocurrido el atentado, días en los que el peligro era mayor. 

Aseveraron los jueces que “en tanto no se demostrara la falsedad o inexistencia de las razones que determinaron al personal policial a desatender la exigencia que impone el Art. 138 del Código Procesal Penal de la Nación, la circunstancia de no convocar testigos, motivada en el grave peligro invocado, no lleva a sostener la nulidad automática de las diligencias realizadas en esas condiciones”
.

4. 
La camioneta utilizada (2704/2876)

Una vez admitidos los elementos que permitían concluir la existencia de una Renault Traffic, e identificado el motor del vehículo, la investigación llegó hasta Carlos Alberto Telleldín, último poseedor conocido de dicho vehículo. 

Con el número de motor se llegó al vehículo que originalmente lo contenía y con esos datos a su titular –la firma Messin SRL-. Sus integrantes informaron que la camioneta había sufrido un incendio y que la compañía de Seguros “Solvencia” perteneciente al Grupo Juncal se había hecho cargo del siniestro. Messin había recibido la suma total de 16.000 dólares: 13.000 abonados por Solvencia y los 3000 restantes pagados por la agencia “Automotores Alejandro SRL”, cuyo titular, Alejandro Monjo, se quedó con los restos de la camioneta Traffic siniestrada. Esa camioneta Traffic –siniestrada pero con papeles en orden- fue finalmente adquirida, junto a un lote integrado por otros vehículos, por Carlos Alberto Telleldín, con un documento de identidad a nombre de Carlos Alberto Teccedín pero cuya numeración pertenecía a su auténtico documento.

Telleldín adquirió la camioneta siniestrada con el objeto de obtener la documentación en regla, ya que su actividad consistía en colocar el motor de vehículos siniestrados en carrocerías diferentes –generalmente de origen ilícito-, y adaptar el número de la carrocería al de los papeles del vehículo adquirido. En el caso de la camioneta Traffic, la maniobra pudo llevarse a cabo –explicó el Tribunal- “gracias a que la compañía de seguros Solvencia, en lugar de liquidar el siniestro como destrucción total y abonar la totalidad de la indemnización dando de baja el vehículo en el registro pertinente, lo calificó, aviesamente, como destrucción parcial, permitiendo mantener el acta registral y, consecuentemente, la posibilidad de utilizar válidamente su documentación”
. 

Una vez adquirida la camioneta Telleldín hizo extraer el motor y colocarlo en una carrocería que el Tribunal consideró que no había podido ser individualizada. La sentencia afirmó que dicha camioneta fue entregada a una persona que no pudo identificarse, a título oneroso, constituyéndose Telleldín en el último poseedor identificado. De allí la importancia –como se verá a lo largo de informe- de lograr una declaración de Telleldín que permitiera continuar el camino recorrido por la camioneta Traffic hasta su explosión en la sede de la AMIA. 

5. 
La presencia de un helicóptero

Otro aspecto curioso que examinó el Tribunal fue la presencia de un helicóptero que sobrevoló el edificio de la AMIA ente las últimas horas del 17 de julio y la madrugada del día siguiente, en que ocurrió el atentado. Muchos testigos dieron cuenta de tal circunstancia
, no obstante lo cual no fue posible establecer ni la procedencia ni los motivos de su presencia allí. Entendió el Tribunal que ello no se pudo determinar, entre otros factores, debido a que por el transcurso del tiempo mucha información había sido destruida, de conformidad con las disposiciones vigentes.

Aseveró el Tribunal que el “déficit probatorio, que frustró la posibilidad de ahondar las circunstancias que explicarían tan singular acontecimiento –un vuelo estacionario sobre la mutual, durante algunos minutos, en la noche anterior al atentado- y acerca del cual se tejieron numerosas hipótesis, constituyó una inadmisible desaprensión del magistrado instructor, dado que omitió requerir, en el tiempo oportuno y en la forma adecuada, aquellos datos que hubieran echado luz a la cuestión; máxime cuando la sospechosa presencia fue anunciada al juzgado interviniente el mismo día del atentado, corroborada luego por los primeros testimonios arribados al proceso”
.

6. 
La nulidad del allanamiento de la casa de Telleldín (3674/3748)

Las defensoras de Telleldín solicitaron –en oportunidad de alegar- que se dictara la nulidad del allanamiento de Telleldín por carecer de fundamentos el auto que lo disponía y porque el ingreso del personal de las fuerzas de seguridad se había producido antes de la correspondiente orden. 

El Tribunal hizo lugar al pedido y afirmó que previo al allanamiento se realizaron diversas medidas en la casa de Telleldín que se mantuvieron ocultas, sin dejar ninguna constancia en la causa. 

Horacio Stiusso –de Contrainteligencia de la SIDE- relató que una vez que se determinó el domicilio de Telleldín se envió una comisión de la SIDE y otra de la Policía Federal a los efectos de que realizaran una vigilancia sobre la vivienda. Mientras se hacía dicha vigilancia, interceptaron a dos policías de la provincia que ingresaron a la vivienda, y los agentes de las fuerzas terminaron ingresando con ellos al domicilio de Telleldín. 

A la noche algunos de ellos trasladaron a la mujer de Telleldín para que declarara en el Departamento de Protección del Orden Constitucional (POC) mientras que los restantes permanecieron toda la noche en la vivienda. Desde allí entablaron diversas comunicaciones telefónicas con Telleldín, que se encontraba en Posadas, y al día siguiente lo fueron a buscar al aeropuerto, tal como habían arreglado su entrega.

Los agentes de la SIDE y del POC que permanecieron en la casa de Telleldín manifestaron no haber revisado la vivienda ya que no contaban con la orden de allanamiento. Incluso afirmaron que ni siquiera corroboraron que Telleldín no estuviera escondido en el interior de la casa. Esa noche comieron allí unas pizzas y empanadas. Incluso varios de ellos indicaron que debieron permanecer en la casa cuidando a los hijos del matrimonio mientras Boragni declaraba, tarea que ni siquiera abandonaron cuando el hermano de Telleldín, Eduardo, pasó por la casa. 

Luego de diversas declaraciones prestadas durante el debate oral, el Tribunal tuvo por acreditado que hubo diligencias ignoradas en el expediente, encaminadas a individualizar a Telleldín y obtener información de modo subrepticio, todo en el marco de una anómala negociación entre los órganos investigadores con los allegados de quien aparecía como el principal sospechoso. 

Para el Tribunal la presencia durante dos días consecutivos de personal de la policía y de la SIDE en la vivienda despojaba de certeza cualquier posible indicio emanado de los elementos posteriormente secuestrados, quitándole validez al allanamiento posterior ya que se había vulnerado la incolumidad que debían poseer los elementos de prueba allí existentes. 

“No resulta creíble que experimentados funcionarios de investigaciones, en vez de solicitar una orden de allanamiento a fin de incautar los elementos que podían echar luz sobre la pesquisa o las medidas de coerción personal, permanecieran inactivos, compartiendo pizzas y cervezas con sujetos que luego fueron imputados por el atentado terrorista, en un rol de niñeros de los hijos del principal sospechoso”
.

A criterio de los jueces, igualmente inadmisible resultaba que, tanto el director del proceso como los fiscales, se mantuvieran ajenos de lo que allí ocurría. También fue inaceptable su pasividad al no dirigir los procedimientos de rigor, tales como ordenar el registro domiciliario, la detención de aquellos que aparecían como sospechosos, su incomunicación e interrogatorio; proceder claramente irregular e inexplicable. 

Hubo otras irregularidades vinculadas al allanamiento que perdieron relevancia a la luz de la nulidad. En el allanamiento se secuestraron numerosos elementos. Sin embargo, algunos de ellos desaparecieron y nunca fueron remitidos al Juzgado del Dr. Galeano (disquetes, rollos fotográficos, y unos video casetes).

Cuando el juez los reclamó, el POC respondió que ya habían sido remitidos al juzgado. Lo cierto es que había un recibo firmado por el juzgado, pero al hacerse la certificación de los elementos efectivamente remitidos por el POC se había constatado el faltante de dichos elementos.  Por este hecho tiene un proceso penal en su contra Carlos Castañeda, quien era jefe del POC en ese momento. 

7. 
La falta de imparcialidad del juez instructor y la nulidad 

Hasta aquí las apreciaciones vinculadas con la materialidad del hecho. A la hora de evaluar la responsabilidad de los imputados el Tribunal consideró que la prueba producida durante el juicio oral había permitido comprobar una sustancial violación a las reglas del debido proceso y la defensa en juicio, al quedar demostrada la falta de imparcialidad del juez instructor. Como consecuencia de ello declaró nula gran parte de la causa y absolvió a todos los imputados. 

Para fundamentar dicha conclusión el Tribunal analizó todos aquellos hechos que, a su entender, permitían evidenciar la parcialidad del magistrado instructor. Este análisis se encuentra plasmado en el extenso capítulo VIII de la sentencia
, a lo largo del cual los miembros del Tribunal analizaron la actividad desarrollada durante la instrucción y concluyeron que, contrariamente a lo previsto tanto en los instrumentos internacionales, como en la legislación, la doctrina y la jurisprudencia interna, la actividad del juez lejos de haber estado encaminada al descubrimiento de la verdad real se dirigió a negociar con el imputado Telleldín para persuadirlo de que brindara una hipótesis diferente a la inicialmente dada, involucrando a la policía bonaerense, diseño en el cual intervinieron también otros funcionarios públicos.

Opinó el Tribunal que la finalidad del juez era llegar a un resultado, cualquiera fuera el camino para ello, entendiendo por resultado no la verdad sino la satisfacción de la sociedad toda y en particular de la comunidad judía, como también de los gobernantes de turno urgidos de respuestas frente a los reclamos
. 

Concluyeron los jueces que las actuaciones labradas por el Dr. Galeano “no pueden ser convalidadas pues en ellas no se revela, en modo alguno, la verdad de lo acontecido; por el contrario, la seudo investigación encarada por el juez de grado, acompañado por funcionarios nacionales y de la provincia de Buenos Aires, sólo buscó darle ropaje de verosimilitud y legalidad a una hipótesis arquitectónicamente armada, que se desvaneció a lo largo del extenso debate” y que “toda la base fáctica del reproche de los homicidios [el atentado] imputados a los funcionarios policiales fue armada de manera aviesa, violándose de tal modo no sólo la garantía de imparcialidad del juzgador, sino (...) todo el catálogo de principios procesales de inmanente jerarquía constitucional”
.

El Tribunal, además de dictar las absoluciones, realizó una serie de denuncias contra el magistrado y otros funcionarios. En el comunicado de prensa que el Tribunal emitió con fecha 3 de septiembre del 2004
 enumeraron algunas de las conductas irregulares que a criterio del Tribunal habían sido cometidas o -cuanto menos- toleradas por el juez: haber obtenido, al margen de las leyes vigentes, información de los imputados detenidos; haber interceptado conversaciones telefónicas de abogados defensores; haber realizado un pago a uno de los imputados para obtener una declaración y diferentes promesas a otros imputados; haber ejercido presión sobre otros detenidos; haber filmado subrepticiamente a imputados y testigos, filmaciones que luego destruyó substrayendo tales evidencias del conocimiento de las partes y del Tribunal Oral; haber implementado un mecanismo de formación de legajos que fueron mantenidos ajenos al conocimiento de la mayoría de las partes, haber facilitado encuentros entre representantes de algunas de las querellas con un detenido en el ámbito del juzgado; haber obtenido furtivamente una grabación de una entrevista con letrados de una de las querellas, haber autorizado que un oficial superior de la policía entrevistara a uno de los imputados detenidos y haber violado sistemáticamente el secreto que ampara el ejercicio de la abogacía, entre otras. Estos temas son los desarrollados en el capitulo VIII y que dan revelan –para el Tribunal- la parcialidad del juez.

En la sentencia los jueces ratificaron las valoraciones del comunicado de prensa y sostuvieron que “la actividad del magistrado instructor careció de los límites, propios de un Estado de Derecho que pretenda resguardar las formas del proceso y, por ende, las garantías constitucionales de los ciudadanos, sin que interese a ese fin la importancia, trascendencia pública y gravedad de los hechos investigados”
, y detallaron las irregularidades manifestando que la violación de principios y garantías que “se materializó en la invasión a ámbitos de intimidad legalmente protegidos..., al tratar de sonsacar información a los imputados detenidos, [mediante la] grabación de conversaciones de abogados defensores y diputados nacionales, pago a un imputado, promesas a otros, amenazas a detenidos, filmaciones espurias de imputados y testigos, intervenciones telefónicas sin fundamento, legajos cuya existencia era ignorada por la mayoría de las partes, -léase secretos- constancias actuariales falsas, amenazas a testigos, tergiversación de declaraciones, facilitación de encuentros entre querellantes y un detenido –en la sede del juzgado- sin la presencia del juez,  reunión entre un comisario y un preso, etc. constituyen una verdadera remembranza de la santa inquisición”. 

Una vez acreditada la parcialidad del magistrado -a partir de los hechos que se han individualizados precedentemente y que se explicarán a continuación- el Tribunal entendió que la situación no sólo imponía la necesidad de que se investigara al juez instructor
 sino que era necesario la sanción de nulidad de tales actos, ya que los actos procesales producidos afectaban la garantía de imparcialidad y de defensa en juicio y por ello no resultaba posible asignarles valor. Los actos y la voluntad del juez, advertida su parcialidad, resultaban un todo inescindible
. 

Por otro lado, afirmaron que la reproducción de una gran cantidad de medidas probatorias durante el debate oral no alcanzaba para sanear los actos cuestionados: “No es lo mismo la nulidad de un acto concreto que establecer esa sanción procesal a partir de la parcialidad del juez, dado que la demostración de ese vicio de la voluntad, no surge de una actuación particular, sino, por el contrario, de un cúmulo de medidas o de omisiones, que permiten verificarla”.
 

Finalmente, los miembros del Tribunal entendieron que “los actos que constituyen la génesis de la pesquisa encaminada a incriminar a los integrantes de la Policía Bonaerense se encuentran viciados en su totalidad, pues resulta de ellos la parcialidad del juez”
 y situaron la nulidad en el auto mediante el cual el juez ordenó instruir sumario y formar la causa Brigadas, acumulando el legajo donde constaban las manifestaciones de la Dra. Riva Aramayo. 

Según el Tribunal allí se inicio la pérdida de neutralidad del juez, pues conocía la manera irregular en que se habían colectado los elementos mencionados por los fiscales en el requerimiento de instrucción. Si bien el icono de las irregularidades ha sido la declaración que Telleldín efectuó luego del pago, para el Tribunal todo comenzó mucho antes y esa declaración fue “la culminación de una cuidadosa trama pergeñada para dar una respuesta al incansable y justificado reclamo de la sociedad”
.  

8. 
Análisis sobre la declaración de Telleldín

Para comprender la significación de la declaración de Telleldín como el acto final de la irregular actuación del juez de instrucción es necesario remontarse a los hechos que constituyeron, para los jueces, el inicio de la desviación de la actividad de la instrucción. 

El 5 de julio de 1996 Telleldín prestó declaración indagatoria en la sede del juzgado de instrucción a cargo del Dr. Galeano. Dicha declaración se concretó luego de meses de negociación con el imputado en la que no sólo intervino el juez, sino varios funcionarios más, y cuyo objetivo fue que involucrara a la policía bonaerense en el atentado.

Para los jueces esta declaración, que distó mucho de ser libre y espontánea, fue el producto de espurias negociaciones, efectuadas al margen de la ley y ocultadas a las partes que resultaron perjudicadas. Y para lograrla fue necesario una tarea de “ablandamiento”
 en la que participaron principalmente el juez y la Dra. Riva Aramayo.

Por ello, el contenido de la declaración no podía hacerse valer ni al imputado –que a criterio del Tribunal fue coaccionado a declarar así- ni, menos aun, a aquéllos que resultaron perjudicados por el contenido de ella. 

Previo a la audiencia en la que Telleldín declaró el magistrado había negociado con él el contenido de la declaración y el pago de la misma –dan cuenta de ello los únicos videos no destruidos por orden del magistrado
-. Según el Tribunal estuvieron al tanto de la maniobra -y en algunos casos también colaborando- diferentes agentes de la SIDE, el representante de una de las querellas y los representantes del Ministerio Público Fiscal, otros magistrados y algunos miembros del Poder Ejecutivo.

El tema del pago se encuentra atravesado por las diferentes irregularidades cometidas por los poderes del estado: se entrecruza con él tanto la conducta de los miembros de la Comisión Bicameral del Congreso, como la colaboración del poder político y miembros del Poder Ejecutivo a la hora del diseño de la “pista policial”, y del propio Poder Judicial mediante el apoyo brindado a Galeano de diferentes maneras por parte de otros jueces federales. 

El Tribunal entendió que los gérmenes de la imparcialidad que llevaron a la nulidad de la causa se hicieron públicos –si bien ocurrieron antes- con la difusión del video del 1 de julio de 1996 ocurrida en abril del ano 1997 en un programa televisivo, a pesar de lo cual (y conforme se analizará más adelante) la Cámara de Apelaciones recién resolvió separar de la investigación al juez en diciembre del 2003, por –entre algunas otras pocas razones- la sospecha de pérdida de imparcialidad. 

Cuatro días después de la reunión reflejada en dicho video, el 5 de julio, Carlos Alberto Telleldín prestó declaración indagatoria y señaló que un grupo de policías bonaerenses participaron del momento en el cual la camioneta Traffic fue retirada de su casa. Según el Tribunal el procesamiento de los policías, dictado luego de esa declaración “fue urdido sobre la base de espurios convenios con otros procesados, ilegales reuniones de allegados a la Secretaría de Inteligencia de Estado con un detenido, irregulares entrevistas de una juez de cámara con un imputado, maniobras engañosas y amenazas”
. 

La hipótesis reflejada en esa resolución se mantuvo al momento de requerir y disponer la elevación a juicio de la causa e, incluso, hasta el momento de los alegatos.

Según el análisis efectuado en la sentencia, hasta el momento de la declaración de Carlos Telleldín, no había ningún dato en la causa que vinculara a los policías con el atentado. 

La versión inicial de Telleldín –y sostenida hasta la declaración paga del 5 de julio de 1996-, fue que la camioneta había sido vendida a una persona que se identificó como “Ramón Martínez” y que había exhibido un documento de identidad cuyo número se comprobó inexistente. Por ello, el cambio de declaración de Telleldín resultó, a la luz de las constancias de la causa
, fundamental para poder procesar a los policías y de esa manera avanzar un escalón más en el recorrido de la camioneta Traffic.

El Tribunal consideró acreditado que el día 5 de julio de 1996, después de haber recibido un llamado telefónico que le confirmó la entrega del dinero, Telleldín suscribió la declaración en la que -de conformidad a lo previamente arreglado con el juez y otros funcionarios- involucró en el atentado a la policía bonaerense. 

En oportunidad de alegar en el juicio oral, el Ministerio Público Fiscal, y gran parte de los abogados defensores solicitaron al Tribunal que declarara la nulidad de esa declaración indagatoria. Sin embargo, el Tribunal fue más lejos y sostuvo que “si bien el pago a Telleldín tuvo como hecho central la declaración indagatoria del 5 de julio de 1996, no puede omitirse que ese acto procesal proyectó sus consecuencias a toda la actividad probatoria originada o que reconoce fundamento en esa declaración y que, por otra parte, comprende y compromete una determinada intervención del juez anterior en el tiempo; en especial, aquélla que reconoce como precedente la particular incorporación a la causa de las supuestas manifestaciones extra procesales de Telleldín a la Dra. Riva Aramayo, en las condiciones en que fueron obtenidas”
.

En la concepción del Tribunal, desde tiempo antes a las reuniones entre Riva Aramayo y Telleldín ya habían intervenido –con autorización del juez- funcionarios nacionales que trataron de comprar la voluntad de Telleldín.  

Por eso, si bien el primer elemento que hacía pública la actividad del magistrado había sido la difusión del video en abril de 1997, “la primer alarma de la suma de “irregularidades” que se irán describiendo, la dio Telleldín al exponer las “visitas” del capitán Vergez, las que en modo alguno constaban en el proceso”.

9. 
Las visitas del Capitán Héctor Pedro Vergez (2993/3020)
Las visitas de Vergez fueron denunciadas hacia mediados de 1995 por Telleldín ante el juez de instrucción y ante la Cámara en lo Criminal y Correccional Federal. Ante estos últimos manifestó que Vergez le había hecho un ofrecimiento de dinero a cambio de sindicar a un sujeto de nacionalidad libanesa detenido en el Paraguay como quien se llevó la camioneta Traffic.

Cronológicamente, es el primer hecho que analiza el Tribunal como indicativo del alejamiento de la búsqueda de la verdad. Según el Tribunal estas visitas fueron urdidas desde el Juzgado Instructor. Consideró como prueba de la participación del juzgado un informe del 24 de enero de 1995 firmado por uno de los secretarios del juzgado, en el que se dejó constancia que se había presentado en el juzgado una persona que “dijo ser Héctor Pedro Vergez, acreditando su identidad con el DNI número. 7.631.705 manifestando ser pariente de Carlos Alberto Telleldín y solicitando autorización para mantener una conversación con el nombrado en la Unidad 28 del Servicio Penitenciario Federal”. 

Como el director de la unidad penitenciaria informó que no se permitían entrevistas entre detenidos y familiares en dicha unidad de detención, días más tarde se autorizó la visita en la sede del juzgado. Obra en tal sentido otra constancia del 30 de enero de 1995 dando cuenta de que se había presentado nuevamente Vergez, manifestando “ser allegado de Carlos Alberto Telleldín y solicitando mantener una entrevista”, entrevista que se llevó a cabo en la secretaría del juzgado. 

 Para el Tribunal “quedó patentizado, de modo manifiesto, el irregular proceder de los funcionarios del juzgado, dado que asentaron falsamente, primero, que Vergez invocó ser “pariente” de Telleldín y luego “allegado”; todo ello para facilitar el trabajo del capitán Héctor Pedro Vergez, quien junto con Daniel Romero, ambos enviados por la Secretaría de Inteligencia de Estado, grabaron las conversaciones que mantuvieron con Telleldín, aportando los casetes obtenidos”.

Agregó el Tribunal que “resulta increíble que en un proceso en el que se investiga un cruento hecho de terrorismo, la sola invocación de la calidad de pariente o allegado haya bastado para autorizar a un sujeto desconocido a entrevistar, sin más, al único detenido en el proceso, franqueándole el acceso al juzgado y facilitándole a tal fin sus dependencias”
.

En la causa en la cual se investigaban las “visitas” de Vergez, Telleldín declaró que se entrevistó con Vergez en tres oportunidades, una en la sede del Juzgado y las siguientes en su lugar de detención. En la misma causa Vergez reconoció que efectivamente se había entrevistado con Telleldín, “por haber tenido una importante amistad con el padre” y que “valiéndose de tal argumento pretendió, sin éxito, lograr datos para el esclarecimiento del hecho de la AMIA”
. Incluso, reconoció haber dado a la esposa de Telleldín una suma de dinero para que afrontara el pago de una fianza. 

Vergez declaró también ante el Tribunal Oral. Su declaración provocó que el propio Tribunal lo denunciara en orden al delito de falso testimonio cometido durante la audiencia toda vez que se advirtió “una ostensible falta de predisposición en colaborar con el interrogatorio al que fue sometido que, en amplia medida, supera a una razonable falta de recuerdo de ciertos datos por el mero transcurso del tiempo”
. 

Narró en dicha oportunidad que conoció a Daniel Romero, perteneciente a la SIDE, quien, al enterarse que conocía a Telleldín, le preguntó si no se animaba a colaborar para que éste hablara, ya que era una fuente muy importante. Vergez expresó que aceptaba siempre que se hiciera con conocimiento del juez Galeano, y que fue éste quien solicitó que las entrevistas se grabaran.

La habilidad de Vergez provenía –según él mismo lo expresó- de su intervención en organismos militares de inteligencia, por lo que estaba en condiciones de obtener información por parte de Telleldín. 

Romero ratificó la versión de Vergez en su declaración ante el Tribunal Oral Federal No. 3. Dijo que mientras Vergez realizaba las entrevistas él se encargaba de grabar las conversaciones desde otro lugar, remitiendo copia de ellas a la SIDE y al juzgado. Parte de la trascripción de esas conversaciones puede leerse en la sentencia, en las páginas 3009/18.

Desde la óptica del Tribunal estas reuniones “constituyeron la primer maniobra tendiente a obtener información de boca del detenido Telleldín al margen de la normativa procesal, en franca violación a las garantías constitucionales plasmadas en el Art. 18 de la Carta Magna”
. 

Dijeron los miembros del Tribunal que “si de por sí resulta grave y preocupante, amén de ilegal, que agentes de inteligencia o personajes vinculados a ella interroguen a procesados tratando de obtener información, adquiere ribetes de escándalo cuando dicha actividad es llevada a cabo con la anuencia de un juez”
.

Durante esas reuniones, Telleldín le relató a Vergez su relación con algunos miembros de la policía bonaerense y le dio detalles de gente de su entorno.

La información obtenida por Vergez, lejos de resultar inofensiva, fue de suma trascendencia, ya que a partir de allí se enfocó la investigación hacia la Brigada de Lanús, dependencia que no había sido mencionada en el expediente. “La prueba colectada en el debate demostró que sólo se podía llegar a la mentada dependencia policial recurriendo a la información que, de modo ilegal, había obtenido, con conocimiento del juez, el capitán Vergez; extremo que contamina ese camino, convirtiéndolo en espurio”
.

El Tribunal expresó que “la actividad informal y subrepticia del Estado a fin de obtener la declaración de Carlos Alberto Telleldín, iniciada con las reuniones de Vergez y Romero, prosiguió con las peculiares entrevistas que el imputado mantuvo con la entonces presidente de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, Dra. Riva Aramayo”
. 

10. 
La participación de la Jueza Riva Aramayo (3033/3057)

Como se había expresado, a juicio del Tribunal, la Dra. Riva Aramayo participó de tareas de “ablandamiento”, destinadas a lograr la declaración de Telleldín, que resultó finalmente invalidada. Su accionar vulneró elementales principios procesales, dado que mantuvo reuniones con el imputado a espaldas del resto de las partes del proceso.
  Por ello, debió apartarse de su intervención en la causa cuando fue recusada.

Mientras el incidente de recusación planteado por Telleldín en contra del juez Galeano se encontraba en trámite ante la Cámara de Apelaciones, el abogado defensor de Telleldín presentó un escrito desistiendo de la recusación y solicitando una entrevista entre Telleldín y la Dra. Riva Aramayo. A partir de una serie de reuniones realizadas entre el imputado y la jueza –de las que se dejo constancia solo en el primer caso- se comenzó a incorporar al expediente bajo la forma de constancias efectuadas por el Dr. Galeano –en lugar de declaraciones testimoniales de la jueza- datos supuestamente suministrados por Telleldín a la Dra. Riva Aramayo. 

En un primer momento –15 de agosto de 1995- se dejó constancia de que Telleldín le había manifestado a la jueza que Ramón Martínez no existía y que el boleto de compraventa de la camioneta Traffic era falso. La jueza habría manifestado que en una hoja de su agenda personal Telleldín había efectuado un plano a mano alzada expresando que cuando Galeano y su gente lo vieran se darían cuenta de todo. 

La hoja de la agenda de la Dra. Riva Aramayo efectivamente fue adjuntada al expediente. Sin embargo pericias posteriores efectuadas durante el debate oral indicaron que las grafías de dicho plano no pertenecían a Carlos Alberto Telleldín.

Unos días después, el 24 de agosto, se dejó constancia de nuevas manifestaciones de Telleldín a la jueza Riva Aramayo, en las que se expresaba que el día de la entrega de la camioneta había en el domicilio de Telleldín diferentes vehículos afectados al uso de la policía Bonaerense y que quienes recibieron la camioneta fueron policías de la provincia de Buenos Aires, cuyos nombres Telleldín se reservaba. Únicamente suministró el apellido o apodo de uno de ellos: “Pino”. Por último, la magistrada hacía saber que Telleldín condicionaba su cooperación al cumplimiento de determinadas exigencias. 

El 1 de septiembre de 1995 se dejó asentado que en una última reunión mantenida con el imputado, éste le había suministrado a la jueza datos relativos a las identidades de los receptores de la camioneta. Cuatro días después la jueza hacía saber que Telleldín había entregado la camioneta para evitar ser molestado por la policía que sabía que él se dedicaba a doblar autos, y a quien adeudaba 30.000 pesos por una extorsión previa. Por ello, la camioneta Traffic fue entregada como parte de pago. En dicha oportunidad se individualizaron todos los automóviles que estuvieron presentes el 10 de julio. 

Esta versión final indicaba que el 10 de julio Telleldín había pagado –mediante la entrega de la camioneta Traffic- parte de una deuda que tenía con la policía a raíz de la suma de dinero que le habían reclamado en una extorsión anterior. En esta versión la entrega de la camioneta Traffic se encontraba vinculada con dos extorsiones más: la del 14 de julio en la Brigada de Vicente López y la que había ocurrido en el mes de abril en la Brigada de Lanús. 

El Tribunal sostuvo que con las constancias sobre las conversaciones entre Riva Aramayo y Telleldín “de un modo tan intrincante como desconcertante, el curso del proceso iniciado con motivo del atentado a la sede de la AMIA se modificó sustancialmente, formándose la causa “Brigadas”. A partir de allí, comenzó a desarrollarse una actividad procesal y extra procesal, ésta última generalmente no documentada en el expediente (...) que respondía a la apremiante necesidad del juez de obtener y contar, de la única forma legalmente admisible, con los dichos de Telleldín en la causa, esto es su declaración indagatoria”.

Entre la información suministrada por Vergez, y las constancias acerca de las conversaciones de la Jueza Riva Aramayo con Telleldín se fue armando el contenido de la declaración de Telleldín del 5 de julio de 1996, que suscribió Telleldín luego de haber tenido por acreditado el pago proveniente de los fondos de la SIDE, ordenado por el juez y efectivizado mediante un operativo secreto de la Secretaría de Inteligencia de Estado.

La prueba para involucrar en los hechos a la Brigada de Lanús no fue producida en el proceso sino que se realizó fuera del proceso a espaldas de casi todas las partes. El Tribunal sostuvo que “luego esa prueba, que en los casos en que así se procedió siempre era cargosa, se incorporaba por cualquier vía al proceso, algunas veces también ignorada por los interesados”
. Y como ejemplo de ello, los jueces señalan los videos del 10 de abril y del 1 de julio de 1996, las entrevistas de Telleldín con Riva Aramayo, el pago a Telleldín, las amenazas a Semorile y el sobreseimiento de Miriam Salinas.

A juicio del Tribunal, “tras la actividad desplegada, de modo secreto e insondable, por sombríos personajes que actuaron entre los pliegues y meandros de la malentendida inteligencia estatal, tales como Vergez, Acosta y Romero, se determinó que Telleldín había sido víctima de delitos por parte de funcionarios de la Policía Bonaerense, a quienes debió entregar dinero y bienes, además, los nombres de las personas que podrían declarar como testigos de esos hechos y, por sobre todo, qué personas lo habrían traicionado”. 

Telleldín declaró ante el Tribunal Oral confirmando lo actuado por la camarista Riva Aramayo. Incluso expresó que Riva Aramayo le había asegurado que tenía el aval del Ministro del Interior ya que no querían más ladrones de automóviles, y el Gobierno Nacional estaba muy enojado por la falta de avances en la causa. 

Claudio Lizschitz declaró que a la gente del juzgado no le cerraba la versión que estaba acercando la Dra. Riva Aramayo, pero que en el verano de 1996, luego de una reunión con el Ministro del Interior el juez decidió ir para adelante con la pista policial. 

Con los datos aportados por la Camarista, se empezó a construir la hipótesis de la causa, y para ello no alcanzaba con la declaración que Telleldín iba a prestar. Esos datos debían ser acompañados por prueba “independiente”. Gustavo Semorile fue una de las tantas personas que sirvieron para este fin. 

11. 
Gustavo Semorile (3058/3078)

Gustavo Semorile era un abogado que había defendido a Carlos Telleldín en más de una oportunidad. En la causa fue testigo de identidad reservada declarando en contra de la policía bonaerense a cambio de no ser involucrado en una causa de extorsión cuya participación le constaba al juez Galeano.

El Tribunal analizó las presiones que el juez ejerció sobre el abogado Gustavo Semorile, adjudicando esta actividad a la información brindada por Vergez, ya que de allí surgieron las personas del entorno de Telleldín y su relación con la policía. De hecho, en el análisis de los diálogos entre Vergez y Telleldín, aquél le preguntó si Semorile era un tipo "apretable" con el que se podía negociar y Telleldín le respondió que era “un cagón”. Ello, en busca de testigos que corroboraran de alguna manera la hipótesis que se pretendía introducir a la causa a través de la declaración de Telleldín. 

Cuando Telleldín fue víctima de una extorsión por parte de la Brigada de Lanús en abril de 1994, llamó a Gustavo Semorile para que concurriera a solucionar el conflicto y negociar con la Brigada. Sin embargo, el Tribunal Oral terminó denunciando a Semorile por su participación en la extorsión, ya que había graves sospechas de que Semorile había suministrado a la Brigada de Lanús datos sobre Telleldín para que la extorsión pudiera llevarse a cabo. Incluso, se quedó con uno de los vehículos que Telleldín debió entregar como parte de pago a la Brigada. 

La declaración bajo identidad reservada fue una de las formas, sin apoyo legal, utilizadas por el magistrado para incorporar prueba de forma tal que no pudiera ser controlada por el resto de las partes
. Cuando declaró, Semorile vinculó a Ribelli con las extorsiones y seguimientos de los cuales era víctima Telleldín. Asimismo, de su declaración se desprende la existencia de un vínculo entre las Brigadas de Lanús y de Vicente López, vínculo que el Tribunal descartó categóricamente
.

En una segunda declaración, bajo la misma modalidad, Semorile indicó que le habían comentado que podía ser que Telleldín, en el marco de una extorsión de la que era víctima, hubiera entregado la camioneta Traffic a la brigada de Vicente López, además de otros vehículos. En esta segunda declaración Semorile suministró al juez datos que fueron utilizados en las diferentes imputaciones que se le hicieron a los policías.

Las circunstancias que verdaderamente rodearon la declaración de Semorile en el juzgado difieren sustancialmente de lo que surge del expediente. El ex Prosecretario del Juzgado, Claudio Lifschitz
, relató ante el Tribunal Oral que el juez filmó clandestinamente a Semorile durante una charla en confianza que tuvieron, mientras éste le relataba cómo la esposa de Telleldín –de quien en aquel momento se encontraba separado- y él (Semorile) habían arreglado la entrega de Telleldín a la Brigada de Lanús con el objeto de sacarle dinero, proporcionándole todos los datos necesarios a Ribelli. Y, como consecuencia, él se había quedado con uno de los vehículos –una moto- que Telleldín creía haber entregado como pago a la Brigada. 

Incluso, en el video del 10 de abril, Telleldín le manifestó al juez que Semorile había sido parte de dicha extorsión. 

Tiempo más tarde Semorile fue convocado al juzgado y el juez le exhibió el video en el cual confesaba su participación en los ilícitos de la Brigada de Lanús. Inmediatamente el juez ordenó al prosecretario Lifschitz que le tomara declaración testimonial bajo identidad reservada. Recordó Lifschitz que Semorile le manifestó que no le quedaba otra opción que declarar ya que sino iba a quedar detenido
. 

El contenido de la declaración de Semorile fue absolutamente funcional a la versión que Telleldín aportaría en la declaración por la que le pagaron, ya que sugería la participación de la policía. 

12. 
La declaración y el pago (3079/3168)

Si bien hoy el pago a Telleldín es un hecho irrefutable, durante mucho tiempo fue negado categóricamente por varios de los partícipes. Incluso, a raíz del denominado “episodio del video”
 se inició una causa para investigar el tema de pago, donde resultaron imputados el juez Galeano y el secretario De Gamas (que también aparecía en el video) y ambos resultaron sobreseídos por el juez federal Gabriel Cavallo, quien entendió que no se había probado la existencia de pago alguno
.

El Tribunal consideró que, luego del debate, había quedado acreditado no sólo el pago sino que el objetivo del mismo había sido involucrar a los policías en el atentado. Hasta la fecha de la famosa indagatoria –5 de julio de 1996- se habían empezado a colectar elementos que involucraban a la policía con delitos comunes pero no había indicio alguno que los involucrara con el atentado. 

La nueva versión aportada por Telleldín fue sólo corroborada por testigos en alguna medida presionados por el juez o por testigos del entorno de Telleldín, que debieron modificar la versión de sus primeras declaraciones efectuadas con anterioridad al arreglo entre Telleldín y el juez
.

Como prueba de que el pago fue para que se involucrara a la policía Bonaerense, el Tribunal analizó el contenido de los videos de abril y julio de 1996, la declaración de Horacio Stiusso y Jorge Lucas, ambos funcionarios de la SIDE, entre otros elementos.  

El video filmado el 10 de abril de 1996
 muestra a Telleldín dialogando con el Juez Galeano “en un marco de informalidad y confianza” y abarcando en la conversación diferentes aspectos de la causa, sobre los cuales Telleldín aun no se había expedido. Incluso durante esa filmación se advierte cómo le exhiben a Telleldín diferentes fotos de los policías supuestamente involucrados, identificándoselos, suceso que contraviene todas las normas procesales que regulan el reconocimiento de personas. De esta exhibición no quedó constancia alguna en la causa, pero sí del reconocimiento que hizo durante su declaración indagatoria del 5 de julio, reconocimiento que debió ser anulado por la Cámara de Apelaciones. 

De la entrevista de la que da cuenta el video del 1 de julio de 1996, cuyo contenido se conoció en abril de 1997, se han trascripto en la sentencia diferentes partes (páginas 3095/3101) de donde surge la negociación tanto del contenido de la futura declaración como del monto a pagar y la forma de pago, todo bajo un lenguaje encubierto.

En cuanto a este punto interesa, del diálogo surge que Telleldín aportaría testigos y que éstos iban a reconocer en fotografía a un policía previamente individualizado y por expresas instrucciones suyas.

Al finalizar la reunión subrepticiamente filmada el 1 de julio, se efectuó un acta para justificar la presencia de Telleldín en el Juzgado, pero nada se expresó acerca de la verdadera razón de la presencia de Telleldín en el juzgado, ni de los temas que efectivamente abarcó la conversación mantenida entre el juez y el imputado. Así era –a criterio del Tribunal- como sucedían las cosas: se confeccionaban actas en el expediente que no reflejaban lo sucedido, para darle forma válida a hechos que ilegales. 

Telleldín confirmó durante el juicio oral haber cobrado para involucrar a la policía. El Tribunal sostuvo que, en general, era escasa la credibilidad que podía otorgarse a los dichos de Telleldín. Sin embargo, en el caso concreto del pago, sus manifestaciones se habían visto plenamente corroboradas con las constancias de las reuniones con la Dra. Riva Aramayo, con la prueba documental que acreditaba la apertura de cuentas y cajas de seguridad
, con las escuchas telefónicas que advertían de las negociaciones y arreglos para realizar el pago y, finalmente, con los testimonios de los funcionarios de la SIDE que se encargaron de coordinar y materializar la entrega del dinero. 

Si bien durante la audiencia oral todos los empleados y funcionarios del juzgado a cargo del Dr. Galeano negaron categóricamente tener conocimiento de que se había efectuado un pago, resultó alarmante el caso de uno de ellos que tenía su línea telefónica intervenida a raíz de otra investigación. José Mariano Pereyra mantuvo una conversación con un amigo, a quien le manifestó, entre otras tantas cosas, que el pago se había efectuado porque sino Telleldín no hablaba y que la querella apoyaba al juez. Hablan largamente del tema de la desaparición del video y de las relaciones del juez. Sin embargo, durante su declaración ante el Tribunal Oral Federal No. 3 –que se llevó a cabo antes de que esta conversación se conociera- negó categóricamente haber tomado conocimiento de que se hubiera efectuado un pago. 

Otra persona que negó tener conocimiento sobre el pago fue Rubén Ezra Beraja, presidente de la DAIA, quien si bien manifestó haber ofrecido gestionar ante el Gobierno Nacional para que se cumplieran los requisitos que exigía Telleldín sostuvo que se enteró del pago recién cuando el hecho fue informado en los medios de comunicación. Sin embargo, manifestó que conocía los videos que se habían filmado y supo que eran preparativos de la declaración indagatoria. Galeano siempre le negó que el pago se hubiera efectuado. 

El tribunal sostuvo que no resultaba creíble el desconocimiento alegado sobre el pago y lo denunció por el delito de falso testimonio (ver Págs. 4612/26)

La construcción de la pista policial por parte del juzgado y de algunos funcionarios más surge también de una peculiar circunstancia declarada por el funcionario de la SIDE Horacio “Jaime” Stiusso. Relató ante el Tribunal que fue apartado de la investigación debido a su desacuerdo con las detenciones de los policías ya que la declaración de Telleldín, a su criterio, “no cerraba”. Contó que ya en el verano del año 1996 –seis meses antes de la declaración de Telleldín- Jorge Lucas le había exhibido un papel proveniente del Juzgado, con la hipótesis de que la camioneta Traffic había sido retirada de lo de Telleldín por personal policial.

Estos extremos fueron confirmados por Jorge Lucas, Director de Contrainteligencia de la SIDE, por lo que la hipótesis de la pista policial armada desde el juzgado seguía cobrando entidad. 

Si bien cuando los agentes de la SIDE concurrieron a declarar había fuertes indicios que sugerían que el pago se había efectuado, sus declaraciones resultaron de suma trascendencia y despejaron toda duda, aun la de algunas pocas partes que seguían sosteniendo que el pago no había ocurrido. 

La presencia de los funcionarios de la SIDE se logró a pesar de la reticencia que tuvieron los sucesivos Gobiernos
 para relevar de la obligación de guardar secreto a los agentes y funcionarios de inteligencia, oposición a la que también se sumaron el Ministerio Público Fiscal y la querella de la DAIA, en oportunidad de contestar un planteo de inconstitucionalidad de uno de los tantos decretos que pretendió regular el tema. 

Las manifestaciones acerca del pago de los funcionarios de la SIDE fueron coincidentes: el dinero –400.000 dólares- fue proporcionado por la Secretaría –concretamente por su titular, Hugo Anzorregui- a pedido del juez Galeano. El pago se efectivizó mediante dos operativos secretos llevados a cabo por diferentes agentes de la Secretaría, operativos que se encuentran descriptos en la sentencia a partir de la página 3109.

Párrafo aparte merece la declaración del entonces Secretario de Inteligencia Hugo Anzorregui, quien refirió que Galeano le había comentado que la causa se encontraba estancada y que necesitaba una suma de dinero para destrabarla, que sería destinado a darle seguridad a la familia de Telleldín. El Secretario proporcionó el dinero, pese a lo cual manifestó tener entendido que no se había tomado ninguna medida relacionada con al seguridad de la familia de Telleldín. Dijo también que en la causa se había gastado mucho dinero, que no se había ahorrado nada, pero que los asientos contables de los fondos reservados de la Secretaría eran secretos y los pagos se volcaban en un acta global, sin discriminar la operación.

El Tribunal dispuso que debía investigarse la responsabilidad que podía caber al ex titular de la Secretaría de Inteligencia de Estado en los pormenores que rodearon la declaración indagatoria de Telleldín del 5 de julio.

Luego de las declaraciones de los agentes de inteligencia quedó acreditado también que se había tratado de una operación secreta y tal carácter fue el que hizo que todos los agentes negaran la existencia del pago –aun durante un sumario administrativo instruido en la propia Secretaría- hasta tanto no fueron relevados de la obligación de guardar secreto que pesaba sobre ellos. 

Durante el debate el Tribunal halló muchas maniobras y artilugios destinados a ocultar las irregularidades cometidas en el proceso, particularmente el pago. Una de ellas ocurrió el 6 de abril de 1997 cuando el video del 1 de julio se hizo público. Recordemos que el video daba cuenta de una reunión entre Galeano y Telleldín llevada a cabo el 1 de julio de 1996
 y filmada encubiertamente por el juez y ello estaba siendo reproducido en un programa de televisión.

13. 
El pedido de recompensa como camuflaje del pago

Luego de que el video del 1 de julio fuera reproducido en un programa de televisión, se armó un legajo con un pedido de recompensa solicitado por Telleldín, en función del ofrecimiento de dinero que había realizado el Gobierno para aquéllos que brindaran información acerca del atentado
.

Durante el debate Telleldín manifestó que cuando el video se hizo público tanto el Dr. Beraja como el Dr. Galeano entraron en un estado de desesperación y preocupación que fue lo que llevó a formar el legajo de recompensa. 

La idea era darle alguna forma legal a la conversación que se había hecho pública por el video. En el trámite de dicho pedido se corrió traslado a la fiscalía, expidiéndose el fiscal José Barbaccia, quien sostuvo que el pago de la recompensa a Telleldín devenía prematuro ya que todavía no podía valorarse la información aportada por el imputado. 

El Tribunal sostuvo en la sentencia que ese mismo fiscal estaba al tanto del pago que ya se había efectuado, pues había presenciado la indagatoria de Telleldín desde su inicio hasta la finalización, indagatoria que Telleldín sólo suscribió una vez recibido el llamado telefónico de su esposa, al celular que le aporto a tales efectos un agente de la SIDE.

Los jueces concluyeron que de la lectura de dicho legajo la versión brindada por Telleldín se veía plenamente corroborada
. 

14. 
Denegatoria de la excarcelación pedida por Telleldín

Otro episodio que el Tribunal valoró como demostrativo de los acuerdos que hubo entre Telleldín y el juez fue el incidente de excarcelación de Telleldín. 

Cuando, en octubre de 1997, Telleldín fue notificado que se le denegaba la excarcelación generó un escándalo que obligó a los funcionarios del juzgado a labrar un acta reflejándolo. 

Cabe recordar que para esa época Telleldín no se encontraba procesado por el atentado a la sede de la AMIA sino que se encontraba detenido por la existencia de otras causas en las que se investigaban delitos comunes, principalmente vinculados a automotores.

El acta que labró el secretario del Tribunal decía: “se deja constancia de las manifestaciones de Carlos Alberto Telleldín realizadas con posterioridad de notificársele la denegatoria de su excarcelación... Visiblemente ofuscado Telleldín dijo, en referencia a su excarcelación, que `estaban cumplidos los términos y que si no se le concedía la libertad declararía que había mentido, que se le había pagado para que declarara contra los policías, que había mentido en el juzgado del Dr. Cavallo porque estaba presionado por el suscripto [Galeano], y de esa manera perjudicaría todos los avances de la investigación. Dijo que se consideraba `un preso políticos, ante lo cual se le mencionó que a pesar de todo lo que estaba manifestando, como se había expresado en la resolución denegatoria, las condenas dictadas a su respecto en otros Tribunales y los delitos por los cuales se encontraba procesado en la causa 1156, no permitían interpretar que el cómputo que hacía admitiera, por el momento, la excarcelación... Con posterioridad a ello y luego de retirarse Telleldín, su defensor manifestó al suscripto, en presencia del Dr. De Gamas, que solicitaba disculpas por las manifestaciones de su cliente y que no participaba de las expresiones de Telleldín, las que atribuía al estado de nerviosismo ocasionado por no recuperar su libertad. Entendiendo el suscripto que resultan relevantes las manifestaciones expuestas, se asientan en esta constancia labrada el 31 de octubre de 1997”. 

En una de sus declaraciones durante el juicio oral Telleldín manifestó que cuando negociaba con Galeano, en noviembre de 1995, el juez le había ofrecido el pago y su libertad para el mes de octubre que era cuando se vencían todas sus condenas. 

El Tribunal entendió que los hechos reflejados en el acta eran sumamente graves, por lo que debieron haber sido investigados y no meramente consignados en un acta. La omisión de denunciarlos constituía una violación de la obligación prevista en el Art. 177 del Código Procesal Penal de la Nación. Para el Tribunal la única explicación de semejante omisión fue que aquéllos obligados a denunciar conocían la veracidad de las imputaciones que estaba efectuando Telleldín y por ello no hicieron nada
. 

Por otro lado, el Tribunal condenó la “aviesa intervención en los hechos del defensor de Telleldín, el Dr. Víctor Stinfale, dado que, como se demostró, participó en las negociaciones del pago y cuando su asistido denunció las irregularidades, se limitó a solicitar disculpas por las manifestaciones de aquél”. De hecho el Tribunal ordenó poner en conocimiento del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal la conducta del Dr. Stinfale.

15.
Las filmaciones y la destrucción de los videos

Cómo ya se había adelantado, al inicio de la instrucción el juez Galeano había solicitado la colocación de cámaras de filmación tanto en su despacho como en el de los Secretarios del juzgado. A lo largo de la instrucción se filmaron declaraciones, entrevistas y reuniones. Sin embargo, dichas filmaciones nunca estuvieron al alcance de las partes –al menos de la mayoría de ellas
- ni del Tribunal ya que fueron destruidos por orden del Dr. Galeano, conducta que el Tribunal ordenó investigar. 

La destrucción abarcó a todos, con excepción de las dos cintas que fueron públicas: la del 1 de julio fue difundida en un programa televisivo y la del 10 de abril de 1996 fue remitida al Tribunal Oral en agosto del 2001. 

En el expediente no se había dejado constancia de la existencia de ninguna de las dos –ni de aquéllas cuya destrucción se ordenó-. Fueron ocultadas hasta que, por circunstancias ajenas a la voluntad del magistrado instructor, se conoció la primera, y por razones no del todo claras decidió conservar la segunda, de cuya existencia recién se supo en la fecha indicada. 

Durante el debate oral declararon empleados y funcionarios del Juzgado a cargo del Dr. Galeano. Si bien todos recordaron que se filmaba secretamente en el ámbito del juzgado, ninguno quiso recordar qué reuniones o declaraciones se habían filmado, con excepción de las dos que se hicieron públicas. Pudo saberse únicamente que existían alrededor de 20 videocasetes y que de cada filmación se guardaban dos copias.  

El Tribunal entendió que los funcionarios y empleados del juzgado que declararon durante el debate asumieron “una actitud hostil y desafiante, para con el Tribunal, las defensas y la querella autodenominada “Memoria Activa”, tal vez en el infantil entendimiento de una errónea lealtad hacia el magistrado instructor”
. También destacó que “al ser preguntados respecto de esas charlas o reuniones informales [que se filmaron] se mostraron molestos y agresivos, no supieron distinguir entre solemnidades procesales y garantías constitucionales”
.

Algunos empleados y funcionarios confirmaron que los videos habían sido destruidos por orden del juez instructor. Concretamente, revelaron que habían sido incinerados en la casa de un familiar de uno de los secretarios del juzgado, tal como lo había manifestado ya Claudio Lifschitz. Por supuesto, semejante accionar se llevó a cabo sin confeccionar ningún tipo de acta ni dejar constancias de la filmación, de su contenido ni de su destrucción. 

El juez Galeano admitió esos extremos. En el año 2001, el Tribunal oral le solicitó al juez que informara si la indagatoria de Telleldín del 5 de julio había sido filmada y si existían más declaraciones –ya fueran testimoniales o indagatorias- que se hubieran filmado. En caso afirmativo, requería la remisión de los casetes. 

Galeano respondió que se habían filmado algunas entrevistas o declaraciones con el propósito de contar con un reflejo más fiel o real de lo narrado en ellas y que esas filmaciones eran exhibidas al personal policial o de inteligencia que colaboraba en la investigación. 

Identificó únicamente las dos filmaciones ya conocidas que se efectuaron a Carlos Alberto Telleldín y detalló las circunstancias de cada una de ellas; pero, luego de la desaparición del video del 1 de julio, entendió que no convenía preservar el resto de los videos, a los que consideró elementos de trabajo cuyo contenido era idéntico al de las actas, y que eran equivalente a los apuntes personales o papeles de trabajo, por lo que podría destruirlos. Ante el riesgo que significaba mantenerlos, encargó a uno de los Secretarios del Juzgado que procediera a su destrucción, manteniendo, fuera de ámbito del juzgado, el video del 10 de abril de 1996, que definió como de distinto carácter y complementario del video del 1 de julio. 

A través de ese informe confeccionado por el Dr. Galeano tanto los jueces del Tribunal Oral como las partes del proceso tomaron conocimiento certero –en el año 2001-  de la existencia de un video filmado el 10 de abril de 1996.

El Tribunal entendió que “el magistrado admite que se establecieron cursos de acción sobre la base de elementos o constancias desconocidas para las partes y, por ende, de imposible control, dado que trascendieron al conocimiento público por circunstancias totalmente ajenas a su voluntad”. Y concluyó “hace a la legalidad del proceso la posibilidad de conocer y controlar los justiciables el origen y la forma en que se colectaron las pruebas e informaciones empleadas en su perjuicio; esto es, de contar con la posibilidad, cierta y amplia, de contradecirlas”.

Los argumentos intentados por Galeano para justificar esas filmaciones fueron analizados por los jueces del Tribunal oral en el capítulo VIII (ver Págs. 3404 a 3421).

Fue imposible determinar qué otras reuniones, entrevistas o declaraciones habían sido filmadas a partir de la información brindada por quienes las filmaron. Sin embargo, pudo establecerse que una fue la de Gustavo Semorile (ya analizada) y otra la de Miriam Salinas –otra testigo de identidad reservada. 

16. 
Miriam Salinas y Pablo Ibáñez (3168/3212)

Ya se ha explicado quién fue y en qué circunstancias prestó declaración testimonial bajo identidad reservada Gustavo Semorile. Ahora pasaremos a analizar la situación de Miriam Salinas que, según el Tribunal, es “un caso emblemático de las graves violaciones a las formas legales... Su situación demuestra, en forma acabada, que el juez Juan José Galeano utilizó, como inescrupulosa forma de presión, el manejo de graves imputaciones, incluso la participación por el atentado, para obtener declaraciones testimoniales incriminantes hacia otros encausados”.

Sostuvieron los jueces que, mientras en algunos casos el Dr. Galeano ocultaba pruebas que involucraban en hechos ajenos a Amia a los eventuales testigos, como prenda de negociación, –Gustavo Semorile y Pablo Ibáñez son casos-, en otros ofrecía, a cambio de la declaración, la desvinculación del proceso de Amia, al que se había vinculado injustamente a la persona.

Con el análisis de la situación de Miriam Salinas y su esposo Pablo Ibáñez se vio con claridad el uso que hizo el magistrado de la modalidad de declaración bajo identidad reservada que, a criterio del Tribunal, fue empleada para ocultar reiteradas maniobras ilegales. 

Miriam Salinas era una persona del entorno de Carlos Telleldín a quien el magistrado en un primer momento le imputó haber participado en el atentado para luego desvincularla del proceso a cambio de una declaración como testigo de identidad reservada, que incriminara a Carlos Alberto Telleldín. 

La historia de Salinas es difícil de exponer. Por un lado están las inexplicables constancias del expediente y por el otro su relato ante el Tribunal Oral, además de algunos testimonios más como el de Claudio Lifschitz.

Del expediente se desprende que Miriam Salinas y Pablo Ibáñez –ambos clientes del Dr. Semorile- fueron detenidos en su domicilio. Unos días después de su detención –5 de octubre de 1995- Salinas fue trasladada al Juzgado a cargo del Dr. Galeano. Ese día, según las constancias del expediente, se le recibió declaración indagatoria (fs. 16.861 del cuerpo principal del expediente), en virtud de la siguiente imputación penal: “formar parte de una organización compuesta por diferentes personas con el fin de realizar diferentes hechos delictivos relacionados con la infracción al D.L. 6582/58
; y colaborar con Carlos Alberto Telleldín en la obtención de diferentes partes de camionetas Renault Camioneta Traffic y consecuente preparación de un rodado de las características mencionadas que resultó utilizado en el atentado ocurrido en la Ciudad de Buenos Aires el día 18 de julio de 1994, en horas de la mañana en la Asociación Mutual Israelita Argentina, sita en la calle Pasteur 633 de la Capital Federal, la que provocó mediante la utilización de elementos explosivos numerosas muertes, lesiones, daño a la propiedad tanto en el lugar señalado como en sus alrededores; tener en su poder sustancias estupefacientes con fines de comercialización y la tenencia de un DNI ajeno”.

Según el acta, en esa ocasión declaró las circunstancias en las cuales conoció a Carlos Alberto Telleldín –nada dijo con relación a los otros hechos que se le imputaron- y solicitó la suspensión del acto dado lo avanzado de la hora
, pedido al que el juez hizo lugar. 

Al reanudarse la audiencia, al día siguiente, la imputada “sorpresivamente” (según las palabras del Tribunal), se negó a declarar. Ese mismo día el juez decretó su falta de mérito
 por entender que “las pruebas reunidas devienen insuficientes” y dispuso su inmediata libertad (fs. 17.464)
.

Dijo el Tribunal que la resolución de falta de mérito “se caracteriza por una liviandad y ausencia de fundamentación, en verdad, alarmantes. En efecto, no se individualiza una sola prueba que el juez valore para apoyar su decisión. Sólo contiene una fórmula tautológica ya que, en realidad, sólo describe conceptualmente el tipo de resolución dictada”
. 

Lo que inquietó al Tribunal fue el “superficial manejo de la imputación por el atentado” que a su criterio “importa un arbitrario ejercicio del poder, disociado de la búsqueda de la verdad”. Se verá que lejos de ser el único caso de imputación arbitraria de participación en el atentado, se trató de una maniobra corriente utilizada por el juez.

Como consecuencia del auto de falta de mérito Salinas salió en libertad ese mismo día, 6 de octubre de 1995. No obstante, del expediente se desprende que fue notificada de la resolución recién al día siguiente. Para los jueces esta circunstancia fue otra “muestra de que las formas dadas por el juez instructor a los actos procesales reseñados no se correspondían con la realidad y constituían sólo un ropaje para ocultar su ilegal forma de actuar”
.

El 10 del mismo mes Salinas fue sobreseída en una resolución en la que el juez “ni siquiera enumera, menos aun valora, los elementos probatorios, ahora inexistentes, que motivaron en su íntima convicción la sospecha de la participación de Miriam Salinas en el atentado que justificaran la recepción de la declaración indagatoria citada”
.

Al día siguiente, cuando esta resolución aun podía ser apelada por la fiscalía y revocada por la Cámara, el juez le recibió declaración testimonial bajo identidad reservada. Decidió también que se dispusiera de los medios necesarios para que en el domicilio de la ahora testigo se pudieran realizar grabaciones de audio y video. 

Es decir, en una semana Salinas prestó declaración indagatoria en dos oportunidades, se decretó su falta de mérito, luego su sobreseimiento y finalmente prestó declaración testimonial bajo identidad reservada en dos oportunidades. Y nada de esto llamó la atención a la fiscalía, que aun con una resolución infundada decidió no apelar el primer sobreseimiento en la causa.

La celeridad con que el magistrado instructor resolvió la situación procesal de Salinas –cuando otros a imputados se les ha dictado la falta de mérito hace más de diez años y continúan en esa situación- denotó, para los miembros del Tribunal, un rústico intento por ocultar una negociación espuria. Y en tal vorágine, el juez le recibió declaración testimonial bajo juramento de decir verdad a una persona que aun se encontraba imputada, pues había sido dictado a su respecto un sobreseimiento que no se encontraba firme. 

Sin embargo, ello no agota el caudal de irregularidades realizadas en relación a la situación de Miriam Salinas: el auto de sobreseimiento está ubicado en el expediente entre varias decenas de fotocopias de billetes de dólares recibidos el 6 de octubre, es decir, 4 días antes de que fuera dictado. Incluso, las piezas agregadas luego de las fotocopias de billetes son de fecha anterior a la resolución de sobreseimiento, con lo que mal pudo haber sido un error involuntario. Para el Tribunal el sobreseimiento “fue directamente escondido en una ubicación que permitía que, a simple vista, pasara desapercibido”, porque si alguna parte hubiera querido saber si Salinas había sido sobreseída, hubiera buscado  –como corresponde procesalmente- después de la indagatoria y la falta de mérito
.

Estas irregularidades del expediente fueron denunciadas por el Tribunal para que se investigara la posible comisión de delitos.

Estas mismas irregularidades sólo cobraron lógica cuando se reveló la verdadera historia entre Miriam Salinas y el juez Galeano, revelación en la que colaboró el prosecretario Claudio Lifschitz y el relato de la protagonista de la historia ante el Tribunal. 

Durante su testimonio en el juicio oral, Lifschitz relató que el juez Galeano había negociado con Salinas sobreseerla rápidamente siempre que declarara –como testigo
- en contra de Telleldín y de Alejandro Monjo.

Mediante su testimonio también se supo que la declaración de Salinas fue recibida en la sede de una fiscalía –y no del juzgado- para facilitar la filmación, ya que en ese momento no era posible hacerlo en el juzgado. 

Cuando declaró Salinas, la versión que surgía del expediente fue categóricamente descartada. Dijo, por un lado, que en ningún momento se negó a declarar –obra una constancia en ese sentido- pero que cuando accedió a declarar como testigo le hicieron firmar como que se había negado a declarar, circunstancia que ella comprendió que era para proteger su identidad. 

Sobre el contenido de sus declaraciones, relató que fue respondiendo a todos los que la interrogaban durante un par de días y el último día ellos –sus interrogadores- armaron un compilado con todo. Insólitamente manifestó que mientras se encontraba imputada durmió una noche en una oficina en lugar de hacerlo en una alcaidía como lo venía haciendo las noches anteriores. 

Mientras ella y su abogado Gustavo Semorile negociaban la declaración, su marido Pablo Ibáñez, también se encontraba detenido, y a su respecto recién se dictó una falta de mérito en agosto del año 2000.

A Pablo Ibáñez lo detuvieron junto con su esposa. Prestó declaración indagatoria, acto en el cual le imputaron no sólo el atentado sino tenencia de estupefacientes. Una vez dispuesto el procesamiento por el delito de tenencia de estupefacientes –y a pesar de la imputación del atentado- Ibáñez recuperó su libertad. 

Al día siguiente de recuperada su libertad –y a pesar de seguir imputado por el atentado- Pablo Ibáñez prestó declaración
 bajo identidad reservada, incriminando a Telleldín, declaración que fue agregada al legajo de Miriam Salinas sin conocimiento de ninguna de las partes. 

La versión de Ibáñez no pudo ser conocida por el Tribunal Oral ni por las partes, ya que mientras se llevó a cabo el juicio oral su situación procesal se encontraba irresuelta, y ello impedía que declarara como testigo pues aun revestía carácter de imputado.

El magistrado no imputó a ninguno de los dos la circunstancia de que la moto entregada por Telleldín en la Brigada de Lanús hubiera pasado por sus manos. Galeano conocía esta circunstancia que se desprendía de las manifestaciones de Semorile y omitió imputarla. 

Sin embargo, cómo los dichos de los testigos de identidad reservada eran secretos, y en el expediente sólo se dejaba una constancia en la que se resumía el contenido de la declaración, nadie supo esta circunstancia, ya que la secretaria del juzgado consideró que colocar esos datos hubiera permitido identificar a los testigos. 

A pesar de saber esto, Galeano nada hizo para acreditar el tema de la moto en el expediente, sino que, por el contrario, lo ocultó al resto de las partes. Ibáñez recién fue indagado por este hecho en octubre del 2002, fecha para la cual Semorile ya había admitido en el debate oral el tema de la moto. 

17. 
Otras irregularidades

-
Situación procesal de los policías (3212/29)

Ya hemos reseñado cómo el juez manejó las imputaciones con relación a Gustavo Semorile, Miriam Salinas y Pablo Ibáñez. Sin embargo, esa actividad no se limitó a estas tres personas: también manipuló las imputaciones a la hora de investigar a los policías. 

En palabras del Tribunal “el magistrado dirigió y quitó imputaciones, incluso por el hecho terrorista... con una superficialidad que, en realidad, denota su utilización como forma de presión hacia los encausados”
.  

Inicialmente el juez imputó el atentado a once policías -además de a los cuatro que resultaron efectivamente juzgados (y absueltos) por ese hecho- sin elementos probatorios que lo sostuviera. Recién en 1998 dictó la falta de mérito –no el sobreseimiento- a su respecto. “La falta de fundamentación en las resoluciones de desvinculación de imputados en el proceso, fue una constante en el proceder del juez instructor y demuestra la inexistencia de elementos que justificaran la primigenia citación a prestar declaración indagatoria”
.

El Tribunal sostuvo que estas graves imputaciones fueron utilizadas por el juez con un claro propósito: “obtener bajo presión declaraciones que comprometieran a los acusados; principalmente a Carlos Telleldín y Juan José Ribelli”
.

Luego de las imputaciones, el juez demoró dos años en resolver la situación procesal de los policías, si por resolución puede entenderse el dictado de una falta de mérito
. El Tribunal afirmó que el magistrado “no sólo realizó imputaciones, incluso por el atentado, sin demostrar el grado de sospecha requerido para tal proceder, sino que también demoró injustificadamente resolver su situación procesal, y cuando lo hizo sólo lo concretó en forma provisoria”.
 

- 
Imputados que declararon como testigos (3229/60)

Varios imputados en la causa Amia aportaron su testimonio en contra de los policías. La posibilidad de que imputados en la causa AMIA declararan como testigos en la causa Brigadas sólo pudo suceder con la decisión de instruir ambas causas por separado cuando en realidad el objeto procesal de una se confundía con el de la otra. 

Los jueces sostuvieron que se trató de una separación artificial que formó parte del armado de las actuaciones, y que su tratamiento como si sus objetos procesales no tuvieran relación entre sí, no fue casual ni se debió a una simple desprolijidad
. 

Con esta separación se permitió que aquellas personas que se encontraban imputadas en la causa AMIA declararan como testigos en la causa Brigadas. El Tribunal manifestó que la separación de causas fue una “argucia de la que se valió el juez instructor para justificar la convocatoria a testimonial” en una causa, de sujetos que se encontraban imputados en la otra. 

Primordialmente se vieron en esta situación tres personas del entorno de Telleldín, a quienes se les había imputado el atentado en la denominada causa “AMIA” pero que en la causa “Brigadas” ratificaron, como testigos, la versión dada por Telleldín en la indagatoria efectuada después del pago
, en franca afectación de las garantías constitucionales en contra de la autoincriminación.

El tribunal entendió que se trataba de los testigos que Telleldín se había comprometido con el juez a aportar para que ratificaran la versión de los hechos que él daría en la indagatoria. Como prueba de ello, en la sentencia se transcribieron extractos de la grabación de las reuniones entre Telleldín y Galeano (ver p. 3236/45). 

Los jueces también analizaron cómo cada uno de los tres testigos aportados –Eduardo Telleldín,
 Pérez
 y Cotoras
- ratificaron la versión de Telleldín en la causa Brigadas a pesar de contradecirse con sus declaraciones anteriores que, vale la pena aclararlo, estaban agregadas en la causa Amia. 

El juez Galeano justificó la situación explicando que los hechos por los cuales declararon en la causa “Brigadas” no significaban una posible autoincriminación en la causa “AMIA” por tratarse de eventos ajenos; explicación que al Tribunal le resultó inaceptable y afirmó que “el motivo real que explica de modo acabado que Pérez y Cotoras hayan declarado como testigos fue el apuntalamiento de la versión de los hechos volcada en la indagatoria de Telleldín del 5 de julio de 1996”. Transcribió en apoyo manifestaciones de los testigos que daban cuenta de la estrecha vinculación entre sus declaraciones de ambos procesos (3259).
-
Situación de Anastasio Irineo Leal (3260/74)

Leal fue uno de los policías –integrante de la Brigada de Vicente López- acusado de haber participado en el atentado terrorista. El Tribunal analizó su situación como una irregularidad más que da cuenta del armado de la hipótesis tendiente a involucrar a la policía.

La primera noticia que se tuvo de Leal en el expediente fue a través de las manifestaciones de la Jueza Riva Aramayo sobre sus reuniones con Telleldín. En ellas se apuntó que Telleldín habría dicho que quien se había llevado la camioneta de su casa estaba acompañado por un subcomisario de la provincia de Buenos Aires, a quien conocía como “Pino” (manifestaciones de agosto y septiembre de 1995).

En el mes noviembre del mismo año el periódico Página 12 publicó una nota que narraba que Pino era un subcomisario de apellido Leal. Dos semanas después un policía de una División de Vicente López
 prestó declaración testimonial y, curiosamente, aportó el apellido de Leal vinculado al apodo de Pino. 

En marzo de 1996 el juez instructor recibió el listado y las fotografías de los policías de la Brigada de Vicente López, y en junio ordenó intervenir la línea telefónica de varios de ellos, entre los que se encontraba el de Leal. Sin embargo, unos pocos meses antes, en diciembre de 1995, Leal ya se había presentado en el juzgado, como consecuencia de las notas periodísticas que lo señalaban como quien había recibido la camioneta Traffic. A pesar de ponerse a disposición del juzgado, el juez no lo citó sino hasta después de la declaración de Telleldín, oportunidad en la que directamente ordenó su captura. 

El Tribunal entendió que “la aparente desidia del juez instructor ... sólo se explica en función del arquitectónico armado de la imputación contra los policías bonaerenses que se venía gestando en esa suerte de instrucción paralela”.
 

A esto cabe agregar que la presentación de Leal, mediante la que solicitaba un certificado en el que constara su situación procesal, no sólo fue agregada al expediente AMIA –mientras que la investigación transcurría en la causa Brigadas-, sino que fue contestada meramente con la fórmula “Por improcedente no ha lugar”. Para el Tribunal esta respuesta reflejaba “la oculta voluntad del magistrado de dilatar, hasta tanto se concluyera aquella obra, cualquier medida respecto de quien, en ese momento, manifestaba su expresa voluntad de someterse a la justicia en procura de aclarar su situación con relación al atentado a la mutual”.

Otra irregularidad señalada por el Tribunal fue la recepción en sede policial, y con expresa autorización del juez instructor, de declaraciones testimoniales bajo juramento a policías que se encontraban imputados en sede judicial por violación de los deberes de funcionario público, circunstancia que afectó la garantía que prohíbe la auto incriminación, ya que esas declaraciones fueron incorporadas a la causa. Cabe agregar que en oportunidad de declarar como testigos en sede policial, por ejemplo, Rago y Leal fueron interrogados incluso acerca de la camioneta Traffic y sus manifestaciones juramentadas agregadas a la causa.

-
Manipulación de informes telefónicos (3290/94) 

El juez instructor también manipuló prueba de diferente manera para que la hipótesis que se estaba manejando “cerrara”. Ello continuó demostrando –a criterio del Tribunal- la falta de objetividad que tuvo el juez al instruir. 

Constituyó este tipo de maniobras la manipulación de unos informes de cruces telefónicos relativos a Ribelli. Las empresas de telefonía celular habían remitido al juzgado un informe que daba cuenta de la presencia de celulares de Ribelli en la zona de la casa de Telleldín el supuesto día de entrega de la Camioneta Traffic. 

El juez instructor dijo en el auto de procesamiento que “Ribelli tenía conocimiento de la existencia de la camioneta Traffic, ya que los celulares a su nombre operaron en forma intensa (más de treinta llamados) durante los días previos; circunstancia que cesa el 10 de julio de 1994”. 

Sin embargo, el informe de la compañía telefónica daba cuenta también de llamados efectuados con posterioridad a ese 10 de julio, circunstancia que fue ocultada por el magistrado: se sustrajeron del auto de procesamiento alrededor de cuarenta llamados del mes de julio de 1994, posteriores al día 10.

El ex prosecretario Adrián Lifschitz explicó que, juntamente con otro empleado del juzgado, habían advertido –y lo pusieron en conocimiento del juez- que el informe de la compañía telefónica señalaba que los celulares habían operado no sólo hasta el 10 de julio sino durante todo el mes. Con ese dato dejaba de tener importancia el hecho de que teléfonos que debían operar en la zona norte estuvieran operando en la zona sur, ya que se extendía mucho más allá de la fecha de la entrega de la camioneta. 

La respuesta dada por el juez Galeano, a través de la secretaria del juzgado, fue que se omitiera en la resolución la información de los llamados posteriores al 10 de julio.

Para rebatir la información del auto de procesamiento, Ribelli acercó al juzgado copia del informe de la empresa, que Galeano se limitó a reservar. Esta actitud, a criterio del Tribunal, “importa un cercenamiento del derecho de defensa y debido proceso, a la vez que demuestra que en este tema la prueba se amaño en una dirección preestablecida para imputar, en este caso, a Juan José Ribelli. 

- 
Oficial Calabró (3294/3317)

Otro de los casos de prueba obtenida de manera irregular analizado por el Tribunal fue el que llevó adelante –supervisado por el juez- el Director General de Investigaciones de la Policía Bonaerense, Comisario General Calabró.

Calabró fue convocado por el juez para que en el término de 72 horas.-ya que pretendía incluir la información en el auto de procesamiento-, investigara el contenido de una conversación telefónica entre dos personas del entorno de Ribelli, una de ellas integrante de la policía
. 

El Tribunal entendió que los procedimientos empleados a tales fines por Calabró “más allá de los resultados obtenidos, resultaron reñidos con las normas legales vigentes que regulan las garantías del debido proceso”
.

Calabró declaró en el debate oral que cuando el magistrado le dio ese plazo tan breve especuló que lo único que podía hacer era determinar la identidad de las personas y efectuar sobre ellos un interrogatorio sorpresivo, aun sabiendo que no contaba con ningún soporte legal para ello. 

Entonces ordenó conducir a la jefatura a los policías Juan Carlos Ribelli y Juan Carlos Nicolau –hasta ese momento señalados como los protagonistas del diálogo- mediante engaños, y allí alojarlas en oficinas separadas para poder interrogarlos, sin dejar constancia alguna, pero filmándolos subrepticiamente. 

Finalmente se determinó que el diálogo había ocurrido entre el policía Juan Carlos Nicolau y Carmelo Ionno, un civil del entorno de Ribelli, que también fue trasladado para ser interrogado, en los mismos términos. Todos ellos fueron demorados ilegalmente –aun después de ser interrogados- hasta que el juez decidió dejarlos en libertad. 

El material fílmico aportado por Calabró daba cuenta de un método de interrogar dirigido a doblegar la voluntad de los testigos. Dicho material recién fue remitido al Tribunal Oral en el año 2002. En rigor, desde su producción –en el año 1996- estuvo reservado en la Secretaria del Juzgado durante casi un año y recién fue incorporado a la causa luego de que uno de los testigos del caso, Juan Carlos Nicolau, manifestara en una presentación por escrito, entre otras cosas, que había sido interrogado por el Comisario Calabró circunstancia que hasta ese momento no se desprendía de la causa. 

Para el Tribunal este hecho probó la metodología que era utilizada o tolerada por el magistrado para doblegar y manipular tanto a testigos como a imputados. Por otro lado, también acreditó cómo se exploraba a los testigos fuera de la causa para establecer si lo que sabían podía servir a la finalidad perseguida y recién entonces incorporarlos de alguna manera al expediente.

Afirmaron los jueces que “resulta inaceptable que, quien debe velar por el respeto de las garantías constitucionales permitiese tales excesos; lo que es peor aun, consintió que funcionarios policiales empleen el método descrito” 
. 

El Tribunal Oral decidió denunciar el irregular proceder de Calabró y de dos policías que actuaron con él, además de la responsabilidad que en los mismos hechos podría caberle a los fiscales Mullen y Barbaccia y al juez Galeano, ya que nada hicieron luego de enterarse –durante la declaración de Calabró- de los métodos utilizados. 

-
Entrevistas con Rago (3317/3328)

En junio de 1996 se llevó a cabo una reunión informal entre el juez Galeano y uno de los policías que tiempo después resultó detenido, reunión que se concretó a través del abogado Gustavo Semorile. El Tribunal Oral Federal No. 3 entendió que era algo absolutamente irregular.

Semorile citó a Rago –a quien conocía por su actividad profesional- para conversar sobre el atentado informándole que Galeano se encontraba investigando las dos Brigadas y que preveía una orden de detención en su contra y en contra de Ribelli. En ese contexto le comentó la posibilidad de entrevistarse con el juez. 

Rago aceptó y concurrió al Juzgado. Durante la entrevista Galeano le habría dicho que era el momento de declarar todo lo que sabía y en particular lo que supiera acerca de Ribelli, requiriéndole que declara en su contra. Ante su negativa, Galeano le habría dicho que en tal caso las actuaciones de la Brigada de Vicente López caerían todas sobre sus espaldas y sería expulsado de la policía. 

Una vez más, no se dejó en la causa ninguna constancia del encuentro. El ex prosecretario Lifschitz declaró que dicha reunión fue filmada, lo que permitiría sospechar que es una de las tantas filmaciones que el juez ordenó destruir.

El Tribunal entendió que la reunión fue irregular debido a que para esa época ya se estaba investigando a la Brigada de Vicente López a la cual pertenecía Rago, el juez tenía conocimiento sobre los hechos en los cuales Rago había intervenido y había dispuesto diversas medidas a su respecto.  Sostuvo lo siguiente:

En virtud de las claras sospechas que al mes de junio de 1996 pesaban sobre Jorge Horacio Rago, resulta inadmisible y violatoria de la normativa procesal vigente y de inmanentes garantías constitucionales, que el juez instructor haya mantenido una reunión a solas con quien ya revestía en autos una indudable calidad de imputado...máxime cuando de dicho encuentro no se dejó constancia alguna en las actuaciones. Es más, la entrevista así realizada debe enmarcarse, sin margen de dudas, en esa suerte de instrucción paralela que supo enseñorearse en aspectos centrales de este proceso, adquiriendo entonces rasgos de plena credibilidad la explicación ofrecida por Rago en cuanto a que el único cometido del magistrado fue procurar, incluso de forma coactiva, una versión cargosa contra Ribelli.
.

-
Colaboración de los funcionarios de la Provincia de Buenos Aires (Págs. 3329/ 74)

Varios funcionarios de la Provincia de Buenos Aires desplegaron –con conocimiento del juez- una actividad destinada a doblegar la voluntad de algunos imputados. De acuerdo con el Tribunal, esa actividad debe enmarcarse entre los actos realizados que dan cuenta de una total falta de imparcialidad por parte del instructor.

Caso Barreda

Una de estas actividades estuvo desplegada por el Comisario Inspector Luis Ernesto Vicat y el oficial inspector Aldo Spicacci, de la provincia de Buenos Aires. Ambos se reunieron, en primer lugar, con el padre del imputado Barreda para luego directamente visitar al propio Barreda en su lugar de detención. Vicat narró que sólo le transmitió a Barreda los beneficios o ventajas que podía aparejarle ampliar su declaración indagatoria aportando datos de interés para el esclarecimiento. 

De ello da cuenta un oficio de fecha 7 de febrero de 1995 suscripto por el propio Vicat, informando que en una reunión con el padre de Barreda le hizo notar “la conveniencia de una eventual colaboración” por parte de su hijo. 

Un mes más tarde, Vicat puso en conocimiento del juez que había ido al lugar de detención del imputado Diego Barreda haciéndole saber los beneficios o ventajas que podía tener ampliar la declaración aportando datos de interés para la causa. 

Sin embargo, pudo saberse mediante diferente evidencia
 que –una vez más- otra era la historia: Vicat llanamente le había ofrecido a Barreda la libertad y dinero a cambio de que involucrara a Ribelli en el atentado.

El Tribunal tuvo por acreditado que existió una serie de maniobras protagonizadas por funcionarios del Estado, “encaminadas a quebrar la voluntad de Diego Enrique Barreda, quien por entonces se encontraba privado de su libertad, a fin de obtener de éste una nueva declaración que involucrara a alguno de sus consortes de causa; actividad de la que, como en tantos otros casos, sólo se dejó mínima constancia en un legajo que se mantuvo en secreto para la casi totalidad de las partes”
.

Cuando Diego Barreda declaró ante el Tribunal Oral explicó que Vicat le había ofrecido su libertad, una suma de dinero mensual y el cambio de identidad para que involucrara a Ribelli en el atentado. Para convencerlo Vicat hizo mención al caso de Burguete
, con quien -ante el Tribunal- reconoció haberse entrevistado al igual que con Huici. 

El padre de Barreda también afirmó que se sintió presionado por Vicat, quien le dijo que debía incidir en el ánimo de su hijo para que declarase contra Ribelli y que si no lo hacía, la pasaría mal, invocando sus contactos en el Servicio Penitenciario.

El Tribunal sostuvo que Galeano, en un proceder claramente irregular, permitió que funcionarios policiales, mediante procedimientos reñidos con las normas vigentes, entrevistasen al padre de un imputado y al propio detenido para obtener nuevas declaraciones. Consideró que ello constituía una manifiesta coerción en contra del imputado, que vulneró su libertad de declarar, garantizada en el Art. 18 de la CN. Sostuvo: “No queda duda que la actividad del comisario inspector Vicat estuvo enderezada a negociar con Barreda; recurriendo para ello a procedimientos intolerables en un Estado de Derecho (...) Ocioso resulta señalar que ni Vicat ni Spicacci tenían algo que conversar y mucho menos negociar con el procesado Barreda o su padre; más innecesario aun es recordar que el único que podía interrogar al detenido era el juez a cuya disposición se encontraba, en un acto formal de indagatoria”.

Concluyó el Tribunal en que “mayor gravedad reviste la circunstancia de que el juez haya tolerado la concurrencia de funcionarios policiales al lugar donde se encontraba detenido Diego Enrique Barreda, a fin de explicar ventajas o beneficios que podría `aparejarle  el hecho de ampliar su declaración indagatoria aportando datos de interés por cuanto fácilmente se colige que si esos beneficios no le habían sido explicados por el juez a barreda, en oportunidad de prestar declaración indagatoria, ello obedeció, simplemente, a que no se trataba de ninguno de los `favores´ previstos en la legislación vigente”
.

Por este hecho, cuyas constancias fueron agregadas en el legajo 148, el Tribunal ordenó investigar no sólo al juez y a los fiscales, sino también a Vicat y Spicacci.

Caso Burguete

Los policías que fueron detenidos en la causa penal también fueron imputados en un sumario administrativo de la institución policial. El único que resulto sobreseído en él fue el Comisario Burguete, a pesar de que un dictamen de fecha 17 de diciembre de 1996 expresó que la imputación efectuada en la causa penal en su contra (falsedad ideológica y asociación ilícita) había afectado no sólo el prestigio de la institución sino también la dignidad del funcionario, circunstancia que según las normas aplicables daban lugar a la exoneración o separación del funcionario. 

El sobreseimiento de Burguete y el levantamiento de su disponibilidad preventiva fue resuelto por el Jefe de la Policía de la Provincia, el comisario general Vitelli, que durante el debate declaró que se había dispuesto a raíz del pedido del Subsecretario de Seguridad Federico Domínguez
 quien habría manifestado que esa resolución era beneficiosa para la investigación de la causa Amia, decisión que también apoyaba el Secretario de Seguridad provincial, Dr. De Lazzari. El pedido de Domínguez también habría incluido la exoneración del resto de los funcionarios policiales imputados.

Quedó evidenciado que el Dr. Federico Domínguez –que fue por un breve lapso abogado defensor del imputado Huici- participó en la decisiones políticas que se tomaron en el sumario administrativo de los policías sumariados, que favorecieron a uno mientras que al resto se los sancionó severamente. 

También quedó evidenciado que juntamente con Vicat, Domínguez presionó a Huici para que declarase en determinado sentido, citando como ejemplo de beneficios el caso de Burguete. 

En la causa judicial, paralelamente, Burguete fue el primero de los policías en obtener su excarcelación. 

Caso Huici

Federico Domínguez fue defensor de Bautista Huici, uno de los policías imputados. En varias oportunidades Huici declaró cambiando su versión de los hechos. Finalmente, en 1998 explicó durante una declaración que sus anteriores versiones fueron vertidas presionado e inducido por su abogado, el Dr. Federico Domínguez, en connivencia con la Dra. Parascandalo, defensora de Burguete.

Manifestó Huici que tanto la Dra. Parascandalo, como Domínguez y Vicat le indicaron que tenía que declarar en contra de Ribelli. Mientras la primera le dijo que le tirara “mierda a Ribelli” diciendo que lo había visto a él y a Leal con la camioneta Traffic, los otros dos le proporcionaron borradores de declaraciones –conversados con el juzgado- para que declarara en contra de Ribelli.

Concluyó el Tribunal que resultó evidente que “desde la Secretaría de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, el Dr. Domínguez ajustó su intervención en la causa “AMIA” en sintonía con la desviada dirección asumida en el proceso por el juez federal Juan José Galeano
. 

Caso Araya 

En el caso del policía Walter Araya también puede advertirse la voluntad del juzgado en obtener, por cualquier medio, declaraciones en contra del imputado Ribelli.

Araya había sido detenido, junto con el resto de los policías de la provincia, en julio de 1996. Su hermana y su esposa concurrieron a declarar durante el juicio oral, oportunidad en la que manifestaron que en los primeros meses después de la detención de Araya estaban sumamente preocupadas por su salud, ya que en la unidad en la que se encontraba alojado no le proveían los medicamentes necesarios. 

A raíz de ello, un amigo las puso en contacto con la Dra. Parascandalo  a quien le solicitaron ayuda para lograr el traslado a otra unidad de detención. La letrada les manifestó que iba a realizar las gestiones del caso ante el Juzgado pero que a cambio Araya debería colaborar de algún modo, sugiriéndoles que dijera que Ribelli controlaba las cosas, que manejaba a los detenidos a través de los abogados, que ejercía presión sobre ellos y que, en caso de lograr el traslado, Araya no quería recibir visitas de parte de personal policial. Les explicó que Burguete había manifestado eso y que se encontraba en libertad. 

Ambas concurrieron al Juzgado, oportunidad en la cual el secretario les sugirió que Araya declarara sobre Ribelli y diversas circunstancias a él vinculadas. Finalmente se labró un acta en la cual constaba que habían concurrido a solicitar el traslado en virtud de las presiones que Araya sentía por parte de Ribelli en la unidad de detención y que era  Ribelli quien afrontaba los gastos del abogado para poder tener a todos los policías bajo control.

A pesar de que Araya se negó a ampliar su declaración indagatoria, con los dichos manifestados por su esposa y hermana fue trasladado a otra unidad de alojamiento. 

-
Grabaciones a un imputado

El Tribunal sostuvo que “el desbordado espíritu inquisitivo del magistrado instructor llegó al extremo de disponer la grabación, en complicidad con dos de los letrados de la DAIA, de la conversación que el abogado defensor del imputado Bautista Alberto Huici mantuvo con los representantes de la mencionada parte acusadora”.

La información vinculada con este tema integra el legajo 408, cuyo contenido fue –como en tantos otros casos- desconocido para las partes.

A partir de un contacto entre el abogado de Huici y un abogado de la querella se dispuso realizar una reunión entre ambos. La querella decidió que a esa reunión acudirían la Dra. Nercellas y el Dr. Zaidemberg y lo pusieron en conocimiento del juez Galeano, quien ordenó que se los dotara “de los medios técnicos del caso para registrar la reunión a realizarse con el abogado Marcelo García
”. 

En esa primera reunión –que fue grabada- se convino en realizar otra, a la que asistiría Huici. Para esta nueva reunión, el Dr. Galeano dispuso nuevamente que se dotara a los abogados de los medios técnicos necesarios para el registro de la reunión. En este último caso se instaló también una cámara oculta.

Durante el juicio oral el abogado de Huici declaró las circunstancias de esas reuniones, y expuso que había confiado en la palabra de la Dra. Nercellas –abogada de la DAIA- de que lo convenido había sido ni escribir ni grabar el contenido de las mismas. 

El Tribunal entendió que en el caso no sólo se habían vulnerado garantías constitucionales del procesado Huici, sino que se había vulnerado también el ejercicio de la labor del defensor, por parte de otros profesionales del derecho. Recordó el Tribunal que “la actividad pesquisante del Estado debe reconocer límites legales y éticos, no estándole permitido emplear métodos subrepticios o engañosos, más allá de los expresamente permitidos en la legislación vigente”

El Tribunal dio intervención por estos hechos al Colegio Público de Abogados, pues entendió que los “querellantes, violando toda regla ética, con autorización del juez, grabaron subrepticiamente a su colega de la defensa, en clara violación a los principios de lealtad, probidad y buena fe en el desempeño profesional”, previstos en la ley que regula el ejercicio de la profesión. 

- 
Autorización de reuniones y entrevistas con Telleldín

El Tribunal criticó que Galeano permitiera realizar una serie de reuniones entre algunos querellantes, Telleldín y su abogado, en la sede del juzgado, reunión que fue de imposible conocimiento y control para el resto de las partes.

En otro orden de ideas, y no vinculado con el armado de la “pista policial”, el Tribunal también objetó que el Dr. Galeano permitiera –previa conformidad fiscal - al Fiscal General del Estado de Israel, Dorit Beinish, entrevistarse con Telleldín, con su consentimiento. 

El Tribunal objetó esas entrevistas, mantenidas sin notificar a la defensa de Telleldín y sin ninguna constancia que diera cuenta del contenido de las mismas y afirmó que no se ajustaron a las formalidades que preveía el Código para las declaraciones de los imputados, además de no responder a las costumbres internacionales de ayuda mutua. 

- 
El secreto profesional de los abogados

El Tribunal cuestionó particularmente la forma en la cual se manejó el secreto profesional de los abogados a lo largo de la instrucción. La crítica no estuvo sólo dirigida al juez, en menor medida también se dirigió a la forma en que los abogados defendieron el secreto de sus clientes.

Describió en la sentencia, por ejemplo, el caso del Dr. Spagnuolo, socio de Semorile, que actuó como abogado de Telleldín, quien mientras declaraba testimonialmente ante Galeano solicitó, para poder manifestarse con tranquilidad, que se lo releve del secreto profesional, lo que así hizo el juez, cuando es el cliente cuyo secreto se protege el único autorizado para relevar a un profesional del secreto que debe guardar. 

Lo mismo sucedió con el propio Gustavo Semorile, quien declaró como testigo de identidad reservada sobre hechos que le había relatado Telleldín, en su carácter de cliente y nunca fue relevado de la obligación de guardar secreto. 

Juan Alberto Bottegal, un abogado respecto del cual la Fiscalía solicitó la pena de 10 años, intervino como abogado de Telleldín en el marco de una extorsión vinculada a la Brigada de Vicente López. Sin embargo, en un primer momento declaró como testigo, ocasión en la cual, nuevamente, el juez lo relevó del secreto profesional. En dicha declaración realizó manifestaciones que lo involucraban. Con posterioridad el testigo se convirtió en imputado, y solicitó que su testimonial integrara la indagatoria, pedido que el juez acepto.

Los dichos de estos tres abogados fueron utilizados para fundamentar el auto de procesamiento de los policías. Además, el teléfono de dos de ellos fue intervenidos cuando sólo revestían la calidad de testigos, circunstancia no autorizada por el Código Procesal Penal.

También intervino el juez el teléfono de la Dra. Parascandalo, defensora de Burguete. Si bien no puede saberse cuándo comenzó la intervención pues no hay constancia de ello en la causa, existe sí una constancia que da cuenta de que la SIDE informa que la escucha de su línea telefónica carece de interés para la causa.

-
Trato dado a los testigos

Otra irregularidad destacadas por el Tribunal fue el trato que el juez instructor dispensó a aquellos allegados a los imputados que concurrieron a declarar como testigos. En muchas ocasiones, y al margen de la normativa vigente, los hizo trasladar esposados y hasta se procedió a leerles sus derechos como si se tratara de imputados. Así fueron los casos de Sandra Cardeal y Álvarez Matus, allegados a Ribelli.

Sandra Cardeal relató detalladamente el procedimiento por el cual la detuvieron para que declarara. Incluso manifestó que al comenzar el primer interrogatorio –en sede policial- le dijeron: “esto depende de usted, irse o quedarse, según lo que usted diga”.

Para los jueces se trató de una muestra del empleo abusivo por parte del juez federal, de las herramientas que la ley establece para investigar delitos, ya que si bien está previsto el arresto de testigos, sólo es procedente cuando en el primer momento de la investigación de un hecho no sea posible individualizar a los responsables y a los testigos, y no pueda dejarse de proceder sin peligro para la instrucción. Aun en ese caso lo prevé como medida excepcional y ante casos en los que resulte indispensable (Art. 281 CPPN).

En este caso se trató del arresto de dos personas en agosto de 1997 en función de una conversación telefónica que había ocurrido tiempo atrás. De la fecha misma se desprende la ausencia de urgencia y la inaplicabilidad del Art. 281 del Código Procesal.

En la misma situación se encontraron numerosos policías
 de la Provincia de Buenos Aires que declararon como testigos. En estos casos, el juez ordenó el arresto y la incomunicación. 

El Tribunal transcribió parte de la declaración de uno de ellos, el Sargento Manuel Enrique García, quien manifestó que una empleada del juzgado lo interrogó sobre el uso de un teléfono celular y le dijo “García, déjese de pelotudeces porque acá esta su libertad”. Y continuó diciendo el testigo “era la primera vez en mi vida y en mi carrera policial que me comía una calaboceada
 como la que me comí, encima estaba mal, no me había bañado casi por cuarenta y ocho horas, y una chica, que podía ser mi hija, utilizó ese término”. Agregó que a su criterio le querían hacer decir que Ribelli era como un capo mafia.

Otro de los policías perjudicados, Castro, informó también que si bien lo trasladaron para prestar declaración testimonial, lo ficharon, lo tuvieron esposado por la espalda y en un calabozo, además de haberlo amenazado durante la declaración. Manifestó que hacia el final de su declaración Galeano le dijo que estaba protegiendo a una banda de delincuentes y que lo iba a mandar quince años a la cárcel. Dijo que la situación era “vos decí esto o te mando a la cárcel o decí esto y te mando a la cárcel”
. 

-
Caso Solari (3274 a 3290 y 4439 a 4521)

Las partes acusadoras han descrito determinados hechos que calificaron como desvíos de la investigación, en la mayoría de los casos atribuidos a los policías o a una tentativa de desvincular a los policías del atentado. Uno de ellos fue el caso Solari
.

La querella de AMIA, DAIA y Familiares por un lado y el Ministerio Público Fiscal por el otro sostuvieron, en sus acusaciones, que el caso Solari era uno de los elementos que existían como prueba de que los policías habían intervenido en el atentado. Lejos de ello, a criterio del Tribunal el tema Solari fue un punto más de la negociación entre Galeano y Telleldín. 

Ramón Emilio Solari era un detenido –por triple homicidio- a disposición de la Brigada de Tigre que, por cuestiones de seguridad, estaba alojado en la Brigada de Vicente López. Entre enero y marzo de 1995 prestó declaración espontánea
 en varias oportunidades aportando datos sobre el tema de la camioneta Traffic e involucrándose en el retiro de dicho vehículo. Con sus dichos se formó un legajo y en los meses que siguieron a sus declaraciones se dispusieron diferentes medidas de prueba tendientes a corroborar sus dichos. En un breve lapso se demostró que sólo había aportado datos falsos.

Las partes acusadoras sostuvieron que Solari había sido instruido por policías de la Brigada de Vicente López
 y por Ribelli, para distraer la investigación y alejarla de la pista policial, a cambio de un trato preferencial en su lugar de detención, de 100.000 dólares y de la posibilidad de fuga. Fundamentaron tal afirmación en la declaración de Telleldín, en lo manifestado por el propio Solari y las tentativas de asesinar a Solari en las unidades de detención, entre otros elementos. 

Según el Tribunal, este extremo no sólo no fue acreditado, sino que “por el contrario, se probó que el magistrado instructor utilizó arbitrariamente el legajo formado como consecuencia de sus dichos para fundar falsamente un supuesto desvío de la investigación, y de tal modo idear una prueba de cargo contra los policías bonaerenses”
, que fue utilizada en el procesamiento dictado en su contra.

La intervención de Solari en el expediente comenzó con el envío de una carta en la que manifestaba tener datos relacionados con el atentado. En el lapso de dos meses (enero a marzo de 1995) concurrió a declarar al juzgado de Galeano aproximadamente diez veces aportando una versión de los hechos que, finalmente, fue descartada tanto por la SIDE y la Policía como por los funcionarios judiciales a cargo de la investigación y tiempo después por el propio Solari. El Tribunal Oral sostuvo en la sentencia que sus declaraciones fueron un relato incoherente, contradictorio, confuso y plagado de elementos fantasiosos.

Hacia agosto de 1995 ya no quedaban dudas de que Solari había mentido. Hacia mediados de 1996, mientras se llevaba a cabo la negociación entre el juez y Telleldín, este último manifestó en el Juzgado que la esposa del policía Bareiro –no imputado por entonces, pero sobre quien caería la imputación de ser partícipe del atentado- le había manifestado que una persona de apellido Solari reconocería haber retirado la camioneta Traffic. 

A partir de ese dato proporcionado por Telleldín, los dichos de Solari pasaron a constituir una prueba de cargo contra los policías que fundamentó, junto con otros elementos, el auto de procesamiento. 

En junio de 1996 –unos días antes de la declaración de Telleldín y de la consecuente detención de los policías- se agregó al expediente un informe realizado por la Policía, firmado por el principal Galassi, que concluía que Solari había mentido y que el grueso de sus declaraciones tendía a “alejar a toda la vinculación de la policía bonaerense en el hecho”, afirmación que, según el Tribunal, no se fundaba en ningún hecho y que había sido realizada con el objetivo de tener otros elementos para imputar a la policía. 

Vale aclarar que las declaraciones de Solari habían ocurrido cuando aun los policías no se encontraban imputados en la causa: un año y medio antes de sus detenciones.

Por ello, afirmaron los miembros del Tribunal que se encontraba “plenamente acreditado que las declaraciones de Solari fueron utilizadas arbitrariamente por el magistrado instructor para fundar el supuesto desvío y, de tal modo, idear una prueba de cargo contra los policías bonaerenses en relación al atentado”
.

Ante el Tribunal Oral, Solari prestó declaración testimonial y manifestó que había sido preparado por personal de la policía bonaerense para declarar ante el juzgado y desviar la investigación. Dijo que ya había aportado esta versión a algunos miembros de la Comisión Bicameral cuando fueron a visitarlo a su lugar de detención.

Explicó que en la Brigada de Vicente López, donde se encontraba detenido por aquel momento, le habían dado –a cambio de reconocer que él había estado presente al momento de retirar la camioneta Traffic de la casa de Telleldín- un trato preferencial y le habían ofrecido dinero y la posibilidad de fuga. Sin embargo, no aportó muchos más datos argumentando que nadie podía asegurarle su integridad física y que lo habían mandado a matar en la cárcel en cuatro oportunidades. También expresó que no le importaba que le imputaran la comisión del delito de falso testimonio –ya que se oponía a continuar con la declaración- pues se encontraba condenado a reclusión perpetua. 

La hipótesis del Tribunal, que Solari fue parte de la negociación entre Galeano y Telleldín, se sustenta en las reuniones de Telleldín con la Dra. Riva Aramayo, en el informe confeccionado por el oficial Galassi, la declaración de los hermanos Brizuela y, claro esta, en los videos. Además, por supuesto, de la famosa declaración de Telleldín del 5 de julio.

En el video de abril se ve a Telleldín hablando con el juez del tema Solari. Allí, Telleldín le dijo a Galeano que había hecho un capitulo donde ponía a Solari, “ese loco que le apareció a usted” y agregó que Solari en la alcaidía le pedía que lo reconociera como aquella persona a la que había entregado la camioneta. Manifestó también que ponía que la mujer de uno de los policías lo fue a visitar al POC
 y le dijo que el jefe de la Brigada estaba arreglando todo para poder afirmar que Ramón Martínez existía.

Posteriormente, durante el juicio oral, Telleldín expuso ante el Tribunal que uno de los puntos por los que el juez la había pagado era por el aporte del tema Solari, incluidos los testigos a quienes debió convencer para que declarasen. 

Estos testigos fueron los hermanos Cristaldo Brizuela, presentados por Telleldín un mes antes de su indagatoria arreglada. Ellos iban a acreditar que Solari había gozado de privilegios mientras lo preparaban en la Brigada de Vicente López para que declarara ante Galeano su presencia en el momento de la compra de la Camioneta Traffic y poder acreditar así que Ramón Martínez había existido.

Estos hermanos declararon una semana más tarde, no sin antes reunirse con Telleldín en la sede del Tribunal con la autorización del juez que para permitirlo informó que los Brizuela manifestaron: “que desconocen si sus testimonios perjudicarán o no la situación procesal de Telleldín por ignorar el curso actual de la investigación. Agregan que oportunamente le ofrecieron a Telleldín sus testimonios, pero convinieron en hacerlo cuando Telleldín les indicara”. 

Sin embargo, otra versión de lo sucedido dio el ex prosecretario Lifschitz, quien afirmó que, al ser convocados para declarar, los hermanos Brizuela desconocían los extremos sobre los que eran interrogados, razón por la cual se ordenó el traslado de urgencia de Telleldín. Después de esa reunión prestaron declaración testimonial. Por ello, y otras razones que expresa en la sentencia, el Tribunal le asignó escaso valor probatorio a esas declaraciones.

Descartada la preparación de Solari por parte de la policía a los fines de desviar la investigación, quedaba por analizar el por qué de las declaraciones de Solari. Sobre el punto el Tribunal sostuvo que se encontraba “fehacientemente acreditado que el objetivo perseguido por Solari al escribir la carta y presentarse a declarar en el juzgado instructor no fue otro que conseguir su traslado a una unidad penitenciaria federal”
. Además de haber intentado ese objetivo mediante diferentes medios, más de una decena de testigos ratificaron que esa era la voluntad de Solari. Incluso, el propio Solari habría manifestado que tal traslado era como pedir alojamiento en “el hotel Sheraton”
. 

Solari obtuvo el tan ansiado traslado: luego de declarar ante el Juzgado de Galeano, fue trasladado al hospital de una de las unidades del servicio penitenciario federal, donde estuvo desde enero de 1995 hasta abril de 1997, sin razón alguna. El Tribunal sostuvo que de las constancias se podía advertir claramente que a raíz de su intervención en la causa AMIA Solari había logrado su objetivo, y que también surgía que “el Dr. Galeano ordenó –de manera irregular- el traslado de un detenido que no estaba a su disposición, requiriendo, inclusive, su injustificada internación en un centro asistencial”
.  

iii. 
La nulidad

A partir de los puntos descritos precedentemente, el Tribunal dio por acreditado que el juez no actuó con imparcialidad, lo que afectó además el debido proceso, la defensa en juicio y la presunción de inocencia. Marcó el momento de la nulidad en la resolución del juez que, con posterioridad al requerimiento fiscal, ordena instruir la causa que luego se conoció como “Brigadas”.
 Entendió el Tribunal Oral que, a pesar de los actos formales que se incorporaron, el juez conocía la irregularidad con la cual se habían juntado elementos en contra de los policías.

En la providencia mediante la cual ordena correr traslado al Ministerio Público Fiscal el juez valora el legajo en el que obran los informes de la Dra. Riva Aramayo, y en base a ellos afirma que “resulta que la camioneta Traffic utilizada para perpetrar el atentado a la sede de la Amia fue entregada por el procesado Carlos Alberto Telleldín a personal policial  con motivo de los procedimientos cuya investigación corresponde realizar en la presente causa” por razones de conexidad. Y ahí dispone –como ya se dijo- la separación de las causas a pesar de la conexidad y agrega constancias de los legajos que se habían ido formando.

El Tribunal ubicó la génesis de la pista policial en junio de 1995, después de las visitas que Vergez le hizo a Telleldín. En esa fecha el juez Galeano solicitó colaboración a la Policía Bonaerense para que se investigara el entorno de la actividad de Telleldín y sus relaciones con el personal policial de esa jurisdicción. A tales efectos fue designado el Comisario Mayor, Ramón Orestes Verón, quien terminó denunciado por el Tribunal.

Llamó la atención de los integrantes del Tribunal Oral que hasta ese momento, formalmente en la causa había únicamente referencia a la relación de Telleldín con la Brigada de Vicente López, pero la Brigada de Lanús no había sido mencionada. Sin embargo, Verón dispuso investigar en general a las dependencias pero en particular y fundado “en conocimiento de procedimientos llevados a cabo por las Brigadas de Investigaciones de Vicente López y Lanús” dispuso investigar esas dos. 

El Tribunal expresó en la sentencia que al declarar durante el debate Verón no pudo explicar por qué ordenó investigar particularmente a la Brigada de Lanús. Tampoco el juez Galeano lo explicó en el auto de procesamiento de los policías, resolución en la cual según el Tribunal, se limitó a señalar que Verón, “teniendo conocimiento que las Brigadas de investigaciones de Lanús y Vicente López habían llevado a cabo procedimientos contra el nombrado, les requirió informes al respecto”. 

En el requerimiento fiscal de instrucción –acto inicial y necesario para comenzar a instruir la causa Brigadas- el fiscal enumera como prueba: la declaración de Telleldín de agosto de 1994 (donde sólo menciona la Brigada de Vicente López); los informes de Verón y el legajo de manifestaciones de Riva Aramayo. 

El Tribunal entendió que ese requerimiento de instrucción carecía de virtualidad para impulsar el proceso, ya que, por un lado, sólo se podía llegar a la dependencia de Lanús “recurriendo a la información que, de modo ilegal, había obtenido, con conocimiento del juez, el capitán Vergez; extremo que contamina ese camino”; y por el otro, el legajo que se formó a partir de las manifestaciones de la Dra. Riva Aramayo fue el resultado de una actividad ilegítima e ilegal. Y por último era falso que de la declaración de Telleldín de agosto de 1994 se derivara directamente la investigación que el juez había ordenado iniciar a la Policía Bonaerense ya que no fue sino hasta 1996 que Telleldín mencionó a la Brigada de Lanús
. 

Además, expresaron los jueces que los hechos por los cuales el fiscal podía requerir la instrucción resultaban ajenos a la competencia del Dr. Galeano, no sólo por su naturaleza común –no federal- sino porque habían ocurrido en la provincia de Buenos Aires y Galeano tenía jurisdicción exclusivamente en la capital federal.

En definitiva, concluyó el Tribunal que lejos de haber sido guiados por las pruebas que constaban en el expediente, Galeano, los Fiscales y Verón se guiaron por elementos que resultaban de lo que el Tribunal –haciendo suya una expresión de la defensa- denominó la “causa virtual” queriendo definir de esa forma todo lo que se realizaba por fuera del proceso y a espaldas de las partes que carecieron de la posibilidad de controlar la actividad desplegada por Vergez y Romero, al amparo del juez y de la Secretaría de Inteligencia. 

Durante los alegatos, las partes defensoras habían solicitado el dictado de la nulidad en función de la pérdida de imparcialidad del juez, pero difirieron en cuál era el momento a partir del cual el magistrado había perdido la imparcialidad, momento que ubicaron desde el momento en que Galeano se dirigió a una reunión en la Quinta de Olivos –residencia del Presidente de la Nación- hasta el momento de la famosa indagatoria de Telleldín. 

Por último, sostuvo que la nulidad alcanzaba no solo a las actuaciones en las que se había investigado principalmente a los policías Bonaerenses sino también a las relativas a Carlos Alberto Telleldín en orden a la participación en el atentado toda vez que para dicho procesamiento –y su convalidación por parte de la Cámara de Apelaciones- se habían utilizado probanzas obtenidas a partir de la causa “Brigadas”. 

iv. Las recusaciones del juez instructor

Algunas de las irregularidades hasta aquí mencionadas fueron siendo advertidas por las partes que intervenían en el proceso, y provocaron sucesivos planteos de recusación del juez por parte del defensor de Ribelli y del querellante de Memoria Activa, quienes recién lograron que la Cámara apartara al magistrado en diciembre del 2003, situación que mereció serias críticas por parte de los jueces del Tribunal Oral.

El primero de los planteos fue efectuado en febrero del 2001, en razón de la existencia de una causa iniciada por los dichos del ex prosecretario del juzgado –Claudio Lifschitz- ante la Comisión Bicameral. En esa causa se investigaban irregularidades imputadas al Dr. Galeano. A ese argumento se sumó la aparición de escuchas telefónicas en las que Telleldín hablaba acerca de la forma en que se había materializado el pago, que hasta entonces no se encontraba acreditado. 

Galeano realizó un informe al respecto en el que expresó que “la negativa de haber cobrado una compensación pecuniaria o recompensa a la que hicieron referencia en la época en la que se publicitó la desaparición de un video del ámbito de la Secretaría, es concordante con el pedido efectuado el 6 de mayo de 1997 por el Dr. Stinfale, en virtud del cual solicitó se determinara el monto de la recompensa, pedido que fue ratificado por Telleldín (...) Ambos –defensor y procesado- declararon testimonialmente ante el Dr. Gabriel Cavallo (...) con motivo de la investigación sustanciada en el Juzgado Federal N° 4 sobre la actuación del suscripto y del secretario actuante, refiriéndose al interés en vender los derechos de autor del libro y cobrar la recompensa prevista en el decreto” (actuación en la que ambos –juez y secretario- resultaron sobreseídos). También mencionó el incidente protagonizado por Telleldín cuando tomó conocimiento del rechazo de su pedido excarcelatorio. 

Como puede verse, el juez instructor ocultó el pago a Telleldín, encubrió que fue él quien ordenó dicho pago, e impidió que se conozca la vinculación entre el pago y la indagatoria del 5 de julio y las demás medidas procesales. Así lo entendieron los jueces que afirmaron que los informes efectuados por Galeano “importaron un comportamiento contrario al deber de buena fe en el proceso, no sólo con relación a la parte que impulsaba su separación sino también frente a la Cámara que debía controlar su intervención, afectando de ese modo las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso”
.

La Cámara de Apelaciones rechazó el pedido de separación hecho por la defensa de Ribelli argumentando que no se advertía que el temor de parcialidad estuviera razonablemente objetivado.

Más adelante, en julio del 2002, el defensor de Ribelli intentó una nueva recusación, cuando se conoció el video del 10 de abril donde se veía el irregular reconocimiento fotográfico que realizó Telleldín. Agregó en el escrito que durante el debate oral Telleldín había reconocido haber cobrado para reconocer a los policías. También cuestionaba las particularidades que rodearon el sobreseimiento de Miriam Salinas. Más tarde se agregaron otras causales, tales como el no acceso a legajos de intervenciones telefónicas, que recién habían podido ser revisados en la instancia ante el Tribunal Oral, las particularidades del caso de Gustavo Semorile y las presiones a testigos. 

La cámara rechazó también este pedido de recusación, afirmando que no podían valorar prueba que había sido producida durante el debate oral e insistió en que no se evidenciaba el temor de parcialidad alegado.

Luego de la declaración de los agentes de la SIDE que confirmaron que el pago se había efectuado, la defensa de Ribelli probó un nuevo intento de recusación, en noviembre del 2003. En ese caso, introdujo también la escucha telefónica practicada sobre la conversación telefónica de José Mariano Pereyra, empleado del juzgado durante la cual reconoce el pago a Telleldín.

En octubre de ese año, el abogado patrocinante de la querella de Memoria Activa también presentó la recusación del Dr. Galeano en virtud de que se había verificado un pago ilegal, clandestino y secreto, pago que fue sistemáticamente ocultado y negado por el juez y los secretarios. En función de ello, entendió el abogado que estaban comprometidos en el resultado del proceso y por ello mintieron en el juzgado del Dr. Cavallo, que investigaba el pago, ante la comisión Bicameral y ante el Tribunal Oral.

Finalmente, el 3 de diciembre del 2003 la Cámara hizo lugar a la recusación afirmando que si bien Galeano había negado en dos oportunidades que el pago se hubiera efectuado, las declaraciones de los agentes de la SIDE habían proporcionado los pormenores del pago efectuado a Telleldín. Afirmaron los camaristas que “diversas resultan las vertientes que pueden sembrar sospechas sobre la imparcialidad del magistrado. Se ha puesto en tela de juicio, seriamente, la posibilidad de que haya mediado un pago al imputado Telleldín por orden del juez Galeano. También se ha cuestionado, objetivamente, la diferencia de trato e intervención fundada en el conocimiento acerca de la existencia de los legajos y en la autorización limitada sólo a una de las querellas para su compulsa y en la prohibición de exhibirlos a las otras“. Concluyeron que todas esas constancias conformaban un cuadro suficiente como para tener por configurado el temor de parcialidad del juez. 

Si bien el Tribunal afirmó que no podía soslayarse “el profundo descrédito que genera en el sistema de administración de justicia la conducta de un juez que no sólo ocultó, en reiteradas oportunidades, la existencia de un motivo de recusación invocado sino que, además, orientó su intervención a confundir y argumentar oblicuamente, controvirtiendo la actividad legítima de una parte del proceso que ejercía un derecho y colectaba los elementos de prueba que fundamentaban su pretensión”, opinó que la Cámara de Apelaciones “no contribuyó a profundizar la revisión de la actividad irregular del Dr. Juan José Galeano que ... podía inferirse sin dificultad... [y que] se contaba con suficientes elementos de discernimiento para que la reticencia y negativa del magistrado pudiera ser interpretada como una evidencia objetiva de que su rol como director del proceso se había desnaturalizado de modo definitivo” ya que no dudó en argumentar para sembrar duda sobre la existencia del pago
. 

También motivó el apartamiento del juez el manejo de los legajos, que se conocía desde mucho antes de la decisión de la Cámara. Incluso la Cámara ya había ordenado al juez la realización de una certificación que detallara minuciosamente los legajos formados, facilitando la intervención de las partes, ya que la querella de Memoria Activa sostenía que dichos legajos le eran exhibidos a las otras querellas exclusivamente.

La Dra. Riva Aramayo también fue recusada tanto por la defensa de varios imputados, debido a que las reuniones -y negociaciones- que había realizado con Telleldín habían tomado estado público.

La camarista debió reconocer la existencia de esas reuniones, y aceptó la recusación. Expresó en el informe que en el marco de una entrevista personal Telleldín la puso al tanto de aspectos que no había querido declarar autorizándola a disponer de esa información. Luego de meditarlo –explicó- decidió ponerlos en conocimiento del juez que era quien mejor podía evaluar la información. 

A criterio de los miembros del Tribunal oral las excusas brindadas por la camarista no se ajustaban a la realidad ni a las constancias de la causa (ver 3539 a 3553)

v. 
César Fernández
El caso de César Fernández es sumamente particular, y es analizado por separado debido a que no tiene vinculación con la pista policial.

El Tribunal halló que el método de los legajos secretos fue utilizado por el juez para investigar hechos cuya competencia no le correspondía, siempre con la conformidad de los fiscales
. Uno de estos casos fue el de César Fernández, un allegado a Telleldín que fue secuestrado y torturado en el marco de esta causa, ilícitos cuya competencia el juez Galeano se atribuyó, para archivar la causa sin investigación alguna.

En sus primeras declaraciones Carlos Telleldín manifestó que César Fernández, un amigo suyo cuyo teléfono aportó, era quien le proveía vehículos robados. Galeano solicitó a la Secretaría de Inteligencia que investigara la relación que existía entre ambos. Tiempo después ordenó su detención. 

En la causa obra una constancia firmada por el juez Galeano en la que se apunta que 

Siendo aproximadamente las 04:00 horas y mientras regresaba a mi domicilio recibí un llamado por mi teléfono celular el que no pude contestar en virtud de encontrarme conduciendo mi automóvil particular. Es así que al llegar a mi departamento consulté el contestador automático de mi Movicom, oportunidad en la que escuché un llamado de muy corta duración en el que una persona de sexo masculino se limitó a referir “hemos localizado a César Fernández, vengan a buscarlo a Bella Vista
 en Gaspar Campos entre Ricardo Bourel y Senador Morón”. Ante esta circunstancia me comuniqué telefónicamente con el Comisario Inspector Ángel Roberto Salguero..., a quien le hice saber lo acontecido como así también que el mencionado César Fernández registraba un pedido de captura de este Tribunal... por lo que le solicité se constituya en dicho lugar a verificar la realidad del anónimo recibido... y de ser así proceda a su detención.

Finalmente, César Fernández fue detenido en el lugar indicado. La constancia firmada por el Comisario Salguero indicaba que a las 4:15 había recibido el llamado del juez, y había arribado al lugar indicado a las 5:15 donde identificaron a una persona de sexo masculino a la que describió, dejando constancia que se encontraba en estado de somnolencia y que respondía incoherencias. En la descripción del sujeto señalaba que tenía un aspecto de pulcritud que no se condecía con la barba incipiente, los olores corporales y manchas en las vestimentas. Afirmó Salguero que lo traslado a la Brigada de su jurisdicción y lo hizo revisar por un médico en virtud de que presentaba signos visibles de marcas en sus muñecas, que los médicos caracterizaron como típicas del uso de esposas.

Sin embargo, cuando César Fernández prestó declaración ante Galeano –quien le imputó participación en el atentado- manifestó que en realidad su detención no había ocurrido en Bella Vista sino en la ciudad de Gualeguaychú, Provincia de Entre Ríos, mientras iba con un conocido en un vehículo. En esas circunstancias, una camioneta blanca con vidrios polarizados se les cruzó, y descendieron dos personas con armas de fuego que lo obligaron a subir a la camioneta –en cuyo interior había un asiento giratorio-, fue esposado y tirado boca abajo. Allí estuvo alrededor de seis horas, y media hora antes de llegar a destino le vendaron los ojos con 30 o 40 vueltas de cinta adhesiva. Descendió en un parque, lo obligaron a ingresar a un inmueble donde lo torturaron durante unas seis horas, hasta las cinco de la mañana, colocándole bolsas en la cabeza que le impedían respirar, pegándole y pasándole corriente eléctrica por el cuerpo previamente mojado. Siempre estuvo con esposas puestas. En los intervalos lo interrogaban con relación a la camioneta Traffic utilizada en la AMIA.

Luego –continuó relatando- fue introducido nuevamente en una camioneta con los ojos vendados y fue dejado por sus secuestradores en una localidad de la Provincia de Buenos Aires. Aún esposado y vendado, descendió de una camioneta para subir a otra que luego supo que era de la brigada de General Sarmiento. En esta última le quitaron las vendas y fue trasladado a la dependencia por averiguación de antecedentes. 

Cuando el Comisario Salguero declaró ante el Tribunal Oral recordó haber recibido en su domicilio la llamada del juez Galeano, quien lo anotició que había recibido información de que en Bella Vista se encontraba una persona que tenía pedido de captura, y le ordenó su detención. Salguero manifestó que posteriormente tomó conocimiento de que esa persona había sido detenida en Entre Ríos por personal de la Secretaría de Inteligencia que se la entregó a personal policial que fue a buscarla. Agregó que Galeano le dijo textual “que había una persona que a él le interesaba, que personal mío debía contactarse con un tal Jaime
” y le aportó un número de celular, explicándole que no podían blanquear la detención efectuada por la SIDE.  

Horacio Stiusso relató que la SIDE había realizado tareas de inteligencia en Entre Ríos, a través de “una fuente” de nombre Manzanares, para localizar a César Fernández, y que le suministraron los datos a Salguero que fue quien lo detuvo.

El ex prosecretario de Galeano, Claudio Lifschitz, relató en una declaración ante el juez federal Bonadío que investiga las irregularidades de la causa Amia
 (relato que ratificó ante el Tribunal Oral) que cuando le recibió declaración testimonial a Manzanares advirtió que el testigo dudaba y que esperaba ayuda para declarar, y hasta llegó a preguntarle que iba  a tener que decir si después lo citaban en el oral (en referencia a  un eventual juicio oral). Manzanares explicó que le habían dicho que declarara sin involucrar a la SIDE. Lifschitz imprimió dos declaraciones, en una no mencionaba a la SIDE y en la otra relataba la participación de Jaime Stiusso y el secretario del juzgado le hizo firmar ambas a Manzanares. Luego el juez lo convocó para que le explicara lo sucedido a una persona de la SIDE. Finalmente se decidió no incorporar ninguna declaración y en cambio dejar una constancia de su comparecencia. Lifschitz relató que según recordaba Manzanares había sido convocado para “despegar  a la SIDE de los apremios de César Fernández”. 

En el expediente efectivamente obra una constancia que da cuenta que Manzanares se presentó al juzgado de Galeano para interiorizarse sobre la situación de César Fernández. 

A pesar de declarar de manera reticente, Manzanares corroboró a grandes rasgos la versión de Lifschitz, afirmando que cuando mencionó a Stiusso la gente del juzgado se enojó y rompió la hoja de su declaración.


Paralelamente, una persona de nombre Irigoytia, denunció ante la policía de la Provincia de Entre Ríos que Manzanares le había contado que se encontraba con César Fernández en el momento en que fueron interceptados por una camioneta blanca con hombres armados que se lo llevaron. Así se formó el expediente caratulado “Irigoytia s/ denuncia” que tramitó inicialmente ante el juzgado de Entre Ríos.

Sin embargo, dice el Tribunal que “sin ningún otro antecedente en la causa que informara acerca del paradero del damnificado, obraba una nota policial haciendo constar que se había solicitado información respecto de Cesar Fernández a la Brigada de General Sarmiento -que fue la que lo recibió de manos de la SIDE- y que Salguero había informado que el detenido se encontraba a disposición del juez Galeano.

En consecuencia, el juez de Entre Ríos se declaró incompetente y remitió el expediente a Galeano, quien le dio intervención a los fiscales. Mullen y Barbaccia solicitaron únicamente que se certificara los antecedentes que hubiera sobre Fernández en la causa AMIA. Inmediatamente después de hecho el juez archivo la causa. 


El Tribunal ordenó investigar los hechos del caso, y la responsabilidad del juez y los fiscales, aunque también se ordenó investigar las responsabilidades de los miembros de la Secretaría de Inteligencia.

vi. 
La Secretaría de Inteligencia de Estado
1.
El sumario y las declaraciones

Más arriba se explicó la trascendencia que tuvo la declaración de los agentes de la SIDE. Fue sumamente difícil que dichos agentes fueran relevados de la obligación de guardar secreto por parte del Poder Ejecutivo. 

2.
La declaración de los agentes

La circunstancia de que los agentes de la Secretaría debieran prestar declaración testimonial surgió del pedido de colaboración con la investigación que el juez instructor, Dr. Galeano, realizó a la SIDE apenas ocurrido el atentado. Como consecuencia de dicho pedido, la SIDE produjo informes, obtuvo evidencias, entrevistó testigos y analizó diversa documentación.

La necesidad de sus declaraciones derivaba de la cantidad de temas que se veían atravesados por la información que pudieran suministrar. Entre otros, el -hasta entonces supuesto- pago de cuatrocientos mil pesos (o dólares) hecho desde el juzgado a Carlos Alberto Telleldín; la utilización de fondos reservados para dicho pago; las entrevistas que Telleldín denunciaba haber tenido en la Unidad de Detención por parte de agentes de la SIDE que le realizaron diferentes ofrecimientos; lo ocurrido en al casa de Telleldín para negociar su entrega, diálogos que se encontraban grabados en los casetes que se extraviaron; la causa de Khalil Ghatea, el inicio de la pista policial, etc. 

Por ello, en oportunidad de ofrecer prueba para el juicio, muchas partes –tanto defensas como acusadores- ofrecieron como testigos a diferentes agentes de la SIDE y al propio titular de la Secretaría al momento del atentado; y el Tribunal dispuso escuchar a catorce agentes
 y al titular de la Secretaría
. 

En octubre del 2001 el Tribunal requirió al Presidente de la Nación que relevara de la obligación de guardar secreto a los funcionarios y ex funcionarios de la SIDE admitidos como testigos. 

En respuesta a ello, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 490/2002 en el que se relevaba del secreto pero con una limitación: no podrían declarar sobre actos o hechos que involucraran a ciudadanos de terceros Estados o que tuvieren relación con los servicios de inteligencia extranjeros. 

El Tribunal solicitó que se reviera dicha limitación toda vez que afectaba el accionar de la justicia y, como consecuencia, comprometía el debido esclarecimiento de los hechos. 

Como resultado de ese nuevo requerimiento, el Poder Ejecutivo dictó el decreto 41/03 mediante el cual se ampliaba el campo sobre el que podían declarar los agentes, pero el propio Poder Ejecutivo limitaba la lista de los autorizados a declarar a los directores de dependencias y jefes de operaciones, con prescindencia de la convocatoria a declarar efectuada por el Tribunal. 

Esto generó un conflicto concreto, ya que el Tribunal había dispuesto recibir declaración a uno de los agentes de la SIDE que no revestía tal jerarquía y no fue autorizado a declarar. 

Por ello, y luego de un planteo de inconstitucionalidad de los decretos formulados por uno de los defensores, el Tribunal Oral declaró la nulidad de los artículos del último decreto que limitaba la lista de los posibles testigos y volvió a convocar a todos los agentes. 

Durante la presidencia del Dr. Kirchner, se dictó el decreto 291/03 que relevó al ex Secretario de Inteligencia de la obligación de guardar secreto, e instruyó para que se hiciera lo mismo con los agentes y ex agentes convocados por el Tribunal. Ello con la única limitación de que no se pronunciaran acerca de la metodología de la labor operativa del organismo, ni sobre la identidad del personal del organismo.

De todas formas, el primer testigo de la SIDE que declaró lo hizo en otro contexto. La Secretaría de Inteligencia había acercado al Tribunal actuaciones internas que contenían el testimonio de Isaac García, agente de la Secretaría. Este agente no había sido citado como testigo hasta ese momento. 

Inmediatamente el Tribunal convocó al Secretario de Inteligencia para que lo relevara de la obligación de guardar secreto y declaró en la sala de audiencias, confirmando haber participado de un operativo secreto destinado a pagarle a la mujer de Telleldín una gran suma de dinero. 

Finalmente, entre agosto y noviembre del 2003 se pudo recibir declaración testimonial a todos los agentes de la Secretaría que habían sido convocados. 

3.
El sumario administrativo

Luego de las declaraciones de ex prosecretario Claudio Lifschitz, en noviembre del 2000 la Secretaría de Inteligencia se inició un sumario administrativo tendiente a determinar la responsabilidad de los diferentes agentes en su participación en la investigación de AMIA.

Los funcionarios sumariados negaron durante la instrucción del sumario el hecho que debía ser esclarecido –el pago- para luego confesarlo cuando se levantó la obligación de guardar secreto.

El sumario, en consecuencia, concluyó que no había surgido la efectivización de un pago a Telleldín, en función de la declaración de los agentes y del informe brindado por el área de Finanzas de la propia Secretaría. Por ello, se clausuró el sumario sin atribuir responsabilidad alguna a los sumariados, y se recomendó la formulación de una denuncia penal en contra de Claudio Lifschitz. 

El Tribunal criticó duramente que la decisión de instruir el sumario no estuviera acompañada de la adopción de medidas legales y reglamentarias necesarias para poder averiguar los pormenores de la actividad de los agentes y entendió que esa forma de instruir no podía separarse de los cuestionamientos acerca de cierta complicidad estatal con la conducta del magistrado de la causa. 

Sostuvo que “en algún lugar recóndito, donde todo secreto queda envuelto en otro, se advirtió la gravísima situación que originaría el conocimiento de la verdad y se pactó mantener el engaño, subestimando la vinculación que existe entre el derecho y el valor justicia”
.  

En agosto de 2002 el Tribunal solicitó al Secretario de Inteligencia la desclasificación del sumario administrativo para que las partes pudieran tener acceso. Un mes después, el titular de la SIDE informaba que la clasificación del sumario seguía siendo “estrictamente secreto y confidencial”. Sostuvo que la SIDE ya había cumplido con la carga procesal al remitir el sumario aunque hubiera restringido su conocimiento al Tribunal exclusivamente, para agregar que no surgían del sumario cuestiones novedosas para las partes y así se garantizaban las líneas investigativas en trámite.

Finalmente, el Tribunal declaró nulo por inconstitucional el decreto que mantenía la clasificación del sumario, y le hizo saber al Presidente de la Nación, Néstor Kirchner, que debía proceder a la desclasificación de la totalidad de las actuaciones relativas al sumario, testando las circunstancias que reflejaran el modo de operar del organismo y la identidad de los agentes, pedido al que el Presidente de la Nación también hizo lugar. 

A raíz de todo lo relativo a los agentes de la SIDE, tanto a sus declaraciones como al sumario administrativo, el Tribunal destacó el riesgo y la responsabilidad que encierra para el Estado substraer del conocimiento del Poder Judicial información sobre asuntos que puedan afectar derechos individuales, ya que se corre el riesgo de que se invoque la reserva para poner a resguardo un actuación ilegal
. 

Sostuvo que “ninguna otra circunstancia genera tanto descrédito para un organismo del estado, de la naturaleza e importancia de la Secretaría de Inteligencia, en atención a su delicada función institucional, que haber asumido la tarea de investigar una actividad realizada sin control alguno de la sociedad y, a pesar de lo cual, terminó favoreciendo a que se mantuviera la mentira sobre un hecho que, es justo recordar, se encontraba estrechamente vinculado con la situación procesal de personas encarceladas, sometidas a proceso, y que, como pudo observarse, era completamente ajeno a la seguridad de la Nación y de sus habitantes”
. 

4.
Las denuncias contra la SIDE: fs. 114 

Esta denuncia del Tribunal está vinculada con la forma en la cual se procedió a realizar las intervenciones telefónicas en la causa, que en muchos casos fueron sin orden judicial. 

A fs. 114 hay un pedido firmado por el jefe del POC
, Carlos Antonio Castañeda, de intervención de más de treinta líneas telefónicas sin identificar a sus titulares. 

Se acreditó que entre el 18 y el 27 de julio todas esas intervenciones fueron solicitadas por la SIDE a las empresas telefónicas. Sin embargo solo veintidós de ellas tienen respaldo judicial, ya sea del Juez Galeano o de su colega Santa Marina. Las diez restantes fueron intervenidas por la SIDE sin orden judicial a pesar de que la mayoría de ellas estaban vinculadas con la causa AMIA. 

Una vez acreditado que esas intervenciones habían sido efectuadas por la SIDE sin orden judicial, el Tribunal solicitó el producido de las escuchas. En  respuesta la SIDE informó que todas las escuchas habían sido realizadas por orden judicial y que desconocían si en el expediente había constancia de ello. El juez Galeano negó dichas circunstancias que, además, carecen de respaldo en el expediente. 

El Tribunal oportunamente –mientras tramitaba la instrucción suplementaria- denunció las intervenciones telefónicas practicadas sin orden judicial. Sin embargo, acreditadas las escuchas, no se pudo localizar el producido de las mismas. Por ello, entendió el tribunal que correspondía ahora investigar el destino de las cintas de audio obtenidas durante el período en que las líneas fueron intervenidas sin orden judicial. 

5.
Embajadas de Cuba y de Irán 

Otra de las denuncias en contra de la SIDE ha sido la irregular intervención telefónica, sin orden judicial, de los teléfonos de la Embajada de la República de Cuba, de la Embajada de Irán y de su Consejería Cultural. Dichas escuchas se extendieron desde el 8 de junio de 1994 hasta julio de 1995. 

La explicación dada por Horacio “Jaime” Stiusso fue que dichas intervenciones respondieron a tareas de contraespionaje, y tanto él como el entonces Secretario de Inteligencia, Miguel Ángel Toma dijeron que eran ajenas a la causa. 

El Tribunal entendió que correspondía investigar tanto esas escuchas sin orden judicial como el destino de las cintas correspondientes.

6.
Fs. 865 y 870

En la primera de esas fojas obra un pedido de intervención telefónica firmado por el subsecretario de inteligencia con fecha 25 de julio de 1994, en la cual se individualizan nueve números telefónicos, sin dato alguno sobre sus titulares y ningún tipo de fundamentación, y una solicitud para que las compañías de telefonía celular informaran los llamados telefónicos hacia el teléfono 768-0902, en particular el día 10 de julio entre las 9 y las 14 horas. 

Algunos de esos teléfonos correspondían al entorno de Telleldín. El número indicado precedentemente era de la casa de Carlos Alberto Telleldín y la fecha y el horario que luce es el de la entrega de la camioneta Traffic. Sin embargo, todo supuestamente indicaba que hacia el 25 de julio –día en que apareció el motor entre los escombros- no solo Telleldín no había sido individualizado, sino que –menos aun- podía tenerse conocimiento sobre la fecha y el horario de entrega o venta de la camioneta Traffic.

Esto generó un planteo de nulidad efectuado por la defensa de Ribelli, cuyo resultado fue la rectificación de la fecha del oficio del 25 de julio por la de 26 de julio. El juez adjudicó la diferencia a un error material, como informaba la Secretaria de Inteligencia. Sin embargo, el Tribunal juzgó que el juez no había tomado en cuenta que a pesar del cambio de fecha, el horario de recepción del oficio (10:10 AM) indicaba la imposibilidad que, aun el 26 de julio, se contara con esa información, a pesar de las explicaciones que dio el juez, afirmando que la noche del 25 comenzó la vigilancia en la casa de Telleldín y que el 26 ya se contaba con la declaración de su esposa, Ana María Boragni. 

El Tribunal indicó que en rigor los agentes de la SIDE y la policía explicaron que la vigilancia sobre la casa de Telleldín comenzó recién el 26 al mediodía, y que recién la declaración de Boragni –en la noche del 26-  permitió obtener información sobre cuándo se retiró la camioneta Traffic. 

Del análisis que efectuó el Tribunal se desprende que ninguna de las conexiones verdaderamente efectivizadas fue hecha en la fecha del oficio, ni fueron todas realizadas el mismo día sino que se fueron haciendo a medida que se obtuvieron los datos: las líneas de Monjo y Telleldín se intervinieron efectivamente el 26 de julio, mientras que la de Eduardo Telleldín lo fue el 27. 

Stiusso había declarado en el debate que más que los oficios había que observar la fechas en las que se efectivizaron los pedidos de conexión a las empresas telefónicas y el tribunal coincidió en que en la causa algunos aspectos de la investigación no se habían documentado de forma fidedigna. 

Algo similar sucedió con la fs. 870, fechada el 26 de julio cuya recepción el juzgado fue a las 11:00 horas del mismo día. En dicho oficio, la SIDE solicitaba otras tantas intervenciones telefónicas, entre las que se encontraban los teléfonos de Kanoore Edul cuando en el expediente aun no surgía información alguna que lo vinculara pues no se habían recibido los resultados de las llamadas entrantes al teléfono de Telleldín.

El Tribunal entendió que debía investigarse la posible comisión de delitos de acción pública que resultaban del cotejo de las fechas de los oficios de pedido de intervención y los oficios originales de solicitud de intervención. 

7.
La intervención del teléfono de Carlos Alberto Telleldín

El teléfono de Telleldín fue intervenido el 26 de julio y –según personal de la SIDE- desde el 27 se practicó escucha directa. En mayo de 1996 el juez solicitó a la Secretaría que remitiera las grabaciones efectuadas con motivo de la intervención telefónica. 

Como respuesta al pedido, el Director de Observaciones Judiciales de la SIDE informó que los casetes originales (68 casetes) habían sido remitidos al POC y las copias efectuadas en la SIDE (66 casetes) a la Dirección de Contrainteligencia de la Secretaría y remitió los respectivos recibos.

A su vez, el titular del POC informó que esas cintas no se encontraban en el Departamento a su cargo y que los casetes los remitía la SIDE a la Policía Federal Argentina (PFA) y una vez escuchados y desgrabados se devolvían a aquélla dependencia, sin discriminar las cintas y sin constancia alguna.

A raíz de ello el juez formó un legajo para investigar la desaparición de los casetes y ordenó que se investigara a los funcionarios de la Policía Federal. Por el hecho resultaron procesados Castañeda y Nistal en orden al delito de destrucción de prueba (Art. 255 Código Penal).

No obstante, el Tribunal entendió que también el juez debía garantizar la conservación e inalterabilidad para que las grabaciones arribaran al juicio en la forma en la que fueron realizadas. “Cabe poner de resalto la negligente omisión en la que incurrió el juez instructor al no requerir las cintas producidas o, cuanto menos, adoptar alguna medida asegurativa de su integridad durante el periodo, por demás prolongado, de casi un año y diez meses”.

Y concluyó que resultaba inaceptable que “el juez instructor que, en virtud de su negligente actuar no evitó que se perdiera la prueba obtenida de la intervención telefónica por él ordenada sea quien, al mismo tiempo, juzgue a los auxiliares policiales que actuaron bajo su dirección”
 y en definitiva el imputado Castañeda acusó a Galeano –que era quien lo indagaba-  de no haberle encomendado la custodia de las cintas. 

Por último, los jueces entendieron que Galeano había dirigido la imputación solo hacia la Policía y no hacia la SIDE a pesar de que en la Secretaría habían afirmado que las cintas se habían reutilizado. Afirmaron que en el auto de procesamiento de Nistal y Castañeda el juez hizo alusión a la nota de la SIDE por la que afirmaban haber remitido las cintas a la Policía Federal, pero omitió la existencia de copia de las cintas en la SIDE.  

h)
Las responsabilidades del Poder Ejecutivo (4594/ 4604)

Los diversos funcionarios que declararon en el juicio oral coincidieron en cuanto a que, luego del atentado de marzo de 1992 a la Embajada de Israel en Buenos Aires, no se había adoptado ninguna medida orientada a la prevención de futuros atentados, ni se habían creado organismos preparados para actuar. 

El Tribunal afirmó que el objetivo de “determinar las políticas de seguridad” y de “planificar, coordinar, dirigir, controlar y apoyar el esfuerzo nacional de policía dirigido al cumplimiento de esas políticas”
 que se había asignado al sistema de seguridad había quedado en una “mera expresión de deseos”.

Luego del atentado a la AMIA, se creó en el ámbito del Poder Ejecutivo la Secretaría de Seguridad que para el Tribunal “no fue más que una respuesta mediática frente a tan terrible suceso”
 ya que para la fecha de su creación no tenía ni estructura. Si bien en septiembre de 1994 ya tenía una estructura aprobada y un presupuesto inicial de 26.000.000 reducido luego a 11.500.000, el Tribunal entendió que la contribución a la investigación había sido nula.

El Tribunal destacó que su titular no supo explicar cuáles fueron las medidas concretas que se dispusieron con posterioridad al hecho y que se limitó a explicar que en las reuniones de gabinete “se conversaba de la causa Amia en forma general y los funcionarios no expresaban más que su preocupación por el avance de la pesquisa”. 

Otros funcionarios también fueron objeto de críticas. En términos generales el Tribunal denunció que los altos funcionarios del Poder Ejecutivo no colaboraron de modo eficiente con la investigación. Algunos sólo exhibieron desidia y falta de interés en conocer el estado de la causa, mientras que otros –yendo más lejos aun- directamente apoyaron al juez Galeano, como sucedió con Hugo Anzorregui y Carlos Corach.

Dijo el Tribunal que “si bien la totalidad de los funcionarios del Poder Ejecutivo Nacional que declararon en el juicio coincidieron en señalar que el atentado a la sede de la AMIA era un motivo de permanente preocupación del gobierno nacional, lo cierto fue que desde su lugar de actuación no delinearon políticas concretas tendientes a cooperar de un modo eficaz y transparente con la investigación”

Está acreditado que a comienzos de la investigación se efectuó una reunión en la Quinta de Olivos –residencia presidencial- a la que concurrieron el juez, el secretario de inteligencia, el Presidente de la Nación y otros funcionarios. Claudio Lifschitz relató que cuando Galeano regresó de dicha reunión manifestó que el Presidente Menem parecía mas preocupado por quién iba a ser el director técnico de la selección argentina de fútbol que por la investigación del atentado. 

Anzorregui, Secretario de Inteligencia, afirmó también que en las reuniones de gabinete se discutían solo generalidades del tema Amia y que el Presidente Menem ordenó que se destinaran todos los recursos necesarios para que avanzara la investigación. 

La Dirección Nacional de Migraciones tampoco colaboró del modo esperado con la investigación. A la fecha del atentado se encontraba absolutamente desorganizada, el sistema computarizado de control migratorio se encontraba paralizado desde 1989 y se manejaba con un sistema de datos totalmente precario basado en fichas sin posibilidades de llevar un verdadero control sobre el ingreso y egreso de personas al territorio y que esa información solo era producible si el juzgado contaba con la fecha exacta de ingreso o egreso. 

Por otro lado, los informes requeridos por el juez instructor fueron contestados con “inusitadas demoras”. 

Carlos Vladimiro Corach, Ministro del Interior en la época del atentado, también fue denunciado por el Tribunal por su participación en el pago y en el armado de la causa. El Tribunal fundamentó ello en las manifestaciones de la Dra. Riva Aramayo, que le habría dicho a Telleldín que contaba con el aval del Ministro del Interior. Telleldín le manifiesta esto a Galeano en la entrevista que 1 de julio de 1996. 

Claudio Lifschitz confirmó que el juez Galeano decidió avanzar en la pista policial a pesar de las dudas que generaba, cuando regresó de una reunión con el Ministro Corach. 

Por ello, tanto Anzorregui como Corach fueron denunciados a efectos de que se investigara su participación en los pormenores que rodearon la declaración de Carlos Alberto Telleldín. 

viii. 
La causa del video

Se conoce coloquialmente como “la causa del video” la iniciada a raíz de la denuncia de sustracción de efectos formulada por el Dr. Galeano cuando advirtió que de la caja fuerte del juzgado faltaba uno de los videos, que era el que Ribelli le había entregado en una audiencia personal.

Este episodio explicitó muchas circunstancias que rodearon el caso Amia: puso en evidencia que en el juzgado se efectuaban filmaciones de imputados con cámaras ocultas
; que había materiales que el Juez utilizaba pero que no eran incorporados a la causa como prueba
; que existía una particular relación entre el juez y las querellas de AMIA y DAIA, relación que no existía con otras partes (defensas y otras querellas como Memoria Activa), a punto tal que aquéllas eran las únicas que conocían la existencia de la filmación y el contenido de la misma; evidenció la especial relación que existió entre Galeano y Telleldín y la negociación que entre ellos se llevó adelante (y que fue negada sistemáticamente por todos los que intervinieron
, hasta que en el debate oral los agentes de la SIDE admitieron y describieron el pago); y –cómo lo analizó el Tribunal- hasta qué punto el resto de los poderes del estado, el Poder Legislativo a través de la Comisión Bicameral y el propio Poder Judicial a través del Dr. Oyarbide y el Dr. Cavallo, protegieron al Dr. Galeano.

La causa se inició -sin referencia expresa a una extorsión o coacción- mediante una certificación efectuada por el Dr. Galeano en la que dejó constancia que Ribelli le había hecho entrega de un video en un audiencia mantenida después de que el imputado ampliara su declaración indagatoria. Manifestó Galeano que en esa audiencia Ribelli había expresado que hacía mucho tiempo que se encontraba detenido y que demostraría su inocencia a partir de pruebas propuestas en su ampliación indagatoria; luego extrajo de una carpeta un paquete envuelto en papel, lo rompió y le hizo entrega de un videocasete. Una vez que Ribelli se retiró Galeano procedió a la reproducción de la cinta pudiendo determinar que se trataba de la filmación efectuada por el tribunal el 1 de julio de 1996.

Inmediatamente –junto con el personal del Juzgado- verificó que en el Juzgado faltaba el original de dicha filmación
 y, en consecuencia, el juez ordenó la instrucción de un sumario administrativo en el marco del cual se le recibió declaración a todos los integrantes del juzgado.  

Finalmente el juez comprobó que se había acreditado el faltante del video casete y elevó todo lo actuado a la Cámara para que se procediera al sorteo de rigor a efectos de determinar qué juzgado investigaría el presunto delito y para que la Cámara instruyera el sumario administrativo correspondiente.

Mediante sorteo, se determinó la intervención del Dr. Oyarbide, titular del Juzgado en lo Federal No. 12, quien dio inmediata intervención al fiscal. Éste, en un primer momento, acotó el objeto de la investigación a la sustracción del video, y señaló como imputado a Ribelli, aunque expresando que al estar privado de su libertad ambulatoria éste debió haber contado con colaboración externa. Pidió que se citara a prestar declaración indagatoria a Ribelli, que declararan los miembros del Servicio Penitenciario Federal que habían intervenido en el traslado de Ribelli hasta la sede del juzgado; el registro de visitas que hubiera recibido Ribelli en su lugar de detención; la intervención de los teléfonos de los empleados del juzgado y de los abogados que intervinieron. 

Sin embargo, el juez solo hizo lugar a la intervención de los teléfonos de los abogados de Ribelli: Cúneo Libarona y Vigliero. Ese mismo día notificó a la dependencia de la SIDE competente la medida y les indicó que debían “proceder a la íntegra trascripción de las conversaciones pertinentes, debiendo remitir diariamente las mismas, realizando los adelantos telefónicos y por vía de fax de aquellas conversaciones que resulten de sumo interés y relevancia para la investigación. Las mismas deberán ser remitidas al despacho del actuario durante horario oficial y fuera de dicho horario deberán realizarse al domicilio particular del mencionado”. También ordenó el seguimiento de dichos abogados y tareas de inteligencia sobre sus actividades. 

De esas medidas se desprendía que, lejos de querer averiguar las circunstancias que rodearon la entrega del video al juez, se comenzó a investigar el movimiento de los abogados de Ribelli. 

De hecho, en el auto de procesamiento que dictó tiempo después, Oyarbide afirmó que la investigación hubiera corrido un serio riesgo si el video hubiera sido publicado, ya que ello aparejaba “peligro para el éxito de la investigación que el citado magistrado [Galeano] viene efectuando en una causa de tanta trascendencia, y el menoscabo para la propia honorabilidad del juez cuyo proceder –aunque aparentemente lícito- iba a ser puesto en tela de juicio y sometido al escarnio de la muy a menudo injusta duda que sobre la honestidad de las personas los medios de comunicación instalan en la opinión pública”.  

El juez afirmó igualmente: 

La difusión del videocasete, atento a las especiales características de su contenido podría llegar a ocasionar dos tipos de daño: uno contra el éxito de la investigación que Galeano estaba efectuando en la causa, al revelar detalles secretos que podían comprometer su avance, frustrando futuros logros de la pesquisa y preconstituyendo prueba para eventuales planteos nulificantes a favor de Ribelli; y otro contra la propia dignidad y la honestidad del magistrado, las que se iban a ver sometidas a la duda generalizada, con la consecuente escasa posibilidad de recuperar su imagen pública y la confianza de la ciudadanía (...) Es evidente que daños de la naturaleza descripta son motivo más que suficiente como para considerarlos una verdadera amenaza. Ello, sin perjuicio de destacar que, por encima de tales daños, existía el peligro de afectar intereses aun superiores, como la satisfacción de la deuda de justicia para con los deudos de las víctimas del atroz atentado; el orden y la tranquilidad social al quedar irresuelto e impune tan horrendo crimen; las relaciones internacionales de la República, cuya imagen en el concierto mundial habría quedado visiblemente deteriorada de frustrarse tamaña investigación; y si, cupiera la figura, el descanso en paz de las almas de las propias víctimas, quienes jamás habrían hallado consuelo.

Con esa preocupación, probablemente, al día siguiente de la difusión del video en un programa televisivo, el juez Oyarbide concurrió a la Comisión Bicameral, y antes de salir de esa reunión ya había librado órdenes de detención en contra de los abogados de Ribelli.

Todos fueron procesados. Tiempo después, la Cámara de Apelaciones modificó las calificaciones legales, y el Dr. Cuneo Libarona solicitó una suspensión del proceso a prueba, manifestando durante el debate oral que decidió pedirla ya que todo lo que giraba alrededor de la causa Amia le generaba una gran desconfianza. 

El juez elevó la causa a juicio con respecto a Ribelli en orden al delito de coacción agravada. Sin embargo, el tribunal concluyó que la conducta de Ribelli resultaba técnicamente atípica, pues al no haberse acreditado una amenaza injusta, no podía hablarse del tipo penal del Art. 149 bis del Código Penal. La conducta de Ribelli “no constituyó una amenaza... toda vez que no se advierte la injusticia de tal proceder desde que el nombrado le asistía, como a cualquier otra persona, un legítimo derecho a denunciar su contenido o, cuanto menos, hacer saber al magistrado que conocía lo que hacía a espaldas de casi todos los procesados”
.

Para llegar a esa conclusión, el Tribunal tuvo por acreditado que el 25 de julio de 1997 Ribelli mantuvo una entrevista a solas con el juez de instrucción y le hizo entrega de una cinta de video –que había recibido de manos de su defensor Mariano Cuneo Libarona-. La cinta de video era una copia de una filmación efectuada por el juzgado el día 1 de julio de 1996 y reflejaba una entrevista entre Galeano y Telleldín. 

También se acreditó que la video cinta fue despachada por correo postal al domicilio de Ribelli y que a su abogado se la hizo llegar Carmelo Ionno, un allegado de Ribelli, a quien se la dio el encargado del edificio. 

Las partes acusadoras manifestaron que, al entregar el video, Ribelli le manifestó a Galeano que se encontraba desesperado, que quería salir en libertad que viera la cinta a solas, y que sabría que hacer. Entendieron la maniobra como una coacción y que “poco importaba el contenido, lícito o ilícito, del video en cuestión, en razón de que lo relevante radicaba en la potencialidad intimidante de la situación”. 

El fiscal entendió que mediante esa maniobra el imputado Ribelli procuró obtener la libertad en la causa y que al momento de la entrega dejó entrever que si no mejoraba su situación procesal daría a conocer el contenido del video.

La defensa de Ribelli consideró que la circunstancia de que mientras el juez denunciaba solo un faltante el diario Pagina 12 hablara de medidas extorsivas y recusaciones era demostrativo de que la investigación se estaba direccionando hacia su cliente cuando ni siquiera el supuesto damnificado había manifestado ser víctima de una coacción. 

El Tribunal entendió que no pudo acreditarse que las expresiones adjudicadas a Ribelli
 hayan sido verdaderas, ya que solo encontraron respaldo en los informes efectuados por el Dr. Galeano
 y que la circunstancia de que la entrevista se hubiera realizado sin la presencia de terceros era un obstáculo para recrear lo ocurrido. 

El Tribunal señaló su disenso con el criterio del juez instructor, Dr. Oyarbide, quien sostuvo que de la versión de los hechos dada por el juez Galeano “no cabe ni puede dudarse, habida cuenta de la buena fe que debe presumirse inspira a un magistrado al contestar un informe que se le requiere dentro de las formalidades procesales”.  

Agregó el Tribunal que el juez Galeano no prestó una declaración juramentada sobre lo acontecido, sino que se limitó a elaborar algunos informes. “Deviene inadmisible, entonces, sostener que el Dr. Juan José Galeano, por su mera calidad de juez se encontraba eximido de cumplir con esa exigencia procesal o, lo que es más grave, presumir su buena fe por la sola circunstancia de requerírsele tales informe dentro de las formalidades procesales”. 

Por ello el Tribunal entendió que solo podía tener por ciertas las circunstancias declaradas por el Dr. Galeano que se encontraran corroboradas por otras pruebas. Ello sumado a que Galeano jamás realizó una denuncia por el delito de coacción sino siempre por faltante de efectos. 

Para el Tribunal la máxima preocupación del juez Galeano consistió en evitar la difusión pública de la filmación. Consideró prueba de ello las reuniones con los miembros de la Comisión Bicameral.

Más de diez días después del episodio del video, el juez solicitó una reunión con los miembros de la Comisión Bicameral. La misma se llevó a cabo el 5 de abril y fue de carácter secreta, sin la presencia de taquígrafos. Allí fue exhibido el video y después de escuchar las explicaciones del magistrado le brindaron todo el apoyo. 

La mayoría de los miembros de la Bicameral que declararon durante el debate oral manifestaron haberse alarmado por la sustracción, no así por el contenido del video, y expresaron que la preocupación del organismo se centró en evitar la difusión del video ya que con ello se buscaba la separación de juez de la causa. 

Se intentó por todos los medios evitar que la filmación fuera difundida por los medios. El material se llevó a una revista periodística semanal –Revista Noticias- ante la cual varias personas actuaron para impedir que aceptaran publicar el material. 

Rubén Beraja admitió haber efectuado gestiones para evitar la difusión periodística del video en tal medio, al entender que se trataba de una maniobra que para desestabilizar la causa. Al tribunal le llamó la atención que el Dr. Beraja procediera así, y que luego, durante el debate oral, afirmara que el video “era un instrumento para asegurar la transparencia de la labor del magistrado”. 

También hizo su reaparición el ya mencionado comisario Vicat, quien intercedió también para que dicha revista no difundiera el contenido del video. 

1.
Críticas a la intervención del juez federal Norberto Oyarbide

El juez federal Oyarbide fue denunciado por el Tribunal Oral ante el Consejo de la Magistratura, ya que los jueces entendieron que “más que atender los fines que le imponía el Art. 193 del ordenamiento procesal, pareció actuar en consonancia con el magistrado denunciante, esforzado... en impedir que se conozca tan inesperada e intranquilizadora filtración”.

Los jueces del Tribunal criticaron varios aspectos de la instrucción realizada por Oyarbide: la forma en que valoró las manifestaciones del Dr. Galeano; la omisión de recibirle al juez declaración testimonial, metodología que compararon con la omisión de recibirle declaración a la Dra. Riva Aramayo en la causa Amia; la realización de diligencias que se mantuvieron en secreto; testigos con los teléfonos intervenidos. Todas prácticas que fueron utilizadas en la instrucción llevada a cabo por el Dr. Galeano también. 

También fue objeto de crítica la forma en la cual ordenó la detención de los abogados defensores de Ribelli, luego de la reunión en la Comisión Bicameral. Por este hecho, el Colegio Público de Abogados se presentó en el expediente cuestionando que la detención se hubiera realizado en el marco de un espectacular procedimiento periodístico con cobertura de los medios de comunicación social destacados en el lugar con anterioridad a la materialización de la diligencia”. 

Los profesionales no solo fueron detenidos en un espectacular procedimiento, sino que permanecieron cuarenta días detenidos. Los abogados se habían puesto a disposición del juez apenas tomaron conocimiento de la existencia de la causa. Sin embargo, y cuando era evidente que semejante procedimiento no era necesario, al salir de una audiencia en la Comisión Bicameral el juez anunció la inminente detención de los abogados.

Ya la Cámara de apelaciones había efectuado un llamado de atención al juez Oyarbide. Al resolver sobre los recursos de apelación interpuestos por los imputados, expresó que “la preocupación manifestada es compartida por los suscriptos para quienes resulta incomprensible que el a quo librara orden de detención de los nombrados –quienes ya se habían presentado en la causa- autorizando a su requisa pero sin disponer el allanamiento. Pautas de lógica elemental y de sentido común imponían dicho acto para asegurar el objetivo propuesto, que aparece finalmente consumado en la puerta del edificio donde funcionaba el estudio jurídico, ante un operativo de cobertura periodística inusitado, a cuya exposición se sometió innecesariamente a los imputados”. 

De hecho, la Cámara separó al Dr. Oyarbide de la investigación y expresó en cuanto a la independencia de los jueces que “la cuestión cobra entidad a la hora de evaluar el proceder del señor juez de grado, pues es de público y notorio que el día de la detención de Cúneo Libarona y Vigliero compareció ante ella [la Comisión Bicameral] sin guardar la debida circunspección y reserva que un juez de la Nación se debe, soslayando además el criterio rector trazado por la Corte Suprema al dictar la acordada 84/96 del 26/12/96 en punto a la comparecencia de los magistrados a la comisiones parlamentarias. Dice el alto tribunal que “los jueces se encuentran sometidos a un severo régimen de restricciones e incompatibilidades, destinadas a reforzar la independencia del poder que integran y la plenitud del derecho de defensa de los justiciables. El ejercicio especifico de su función jurisdiccional le impone el deber de guardar absoluta reserva con respecto a los asuntos vinculados con las funciones de los respectivos tribunales y no evacuar consultas ni dar asesoramiento en los casos de contienda judicial actual o posible (reglamento de la justicia nacional, Art. 8 incisos B. y C )”.

2.
La intervención del juez federal Gabriel Cavallo

El 4 de abril de 1997 –el video había sido entregado por Ribelli el 25 de marzo, y no había ninguna constancia de dicha entrega en el expediente de Amia- el abogado defensor de Ribelli, el Dr. Cúneo Libarona realizó una denuncia por escrito en la que manifestaba haber recibido amenazas en la vía pública destinadas a que no difundiera el contenido del video. En la denuncia Cúneo Libarona hacía una mínima descripción del contenido del video. El juez interviniente en la causa de las amenazas –Dr. Mariano Berges-, decidió remitir copia de la denuncia a la justicia federal a efectos de que se investigara si del contenido del video surgía algún delito de acción pública. 

Esta investigación estuvo a cargo del Dr. Cavallo –por entonces titular del juzgado Federal No. 4
, a quien los jueces terminaron denunciando por entender que brindó también un marco de protección al juez Galeano.

Apenas recibió la causa, el juez Cavallo se la remitió al Dr. Oyarbide por entender que existía conexidad con aquélla en la cual se investigaba a Ribelli y a sus abogados por el delito de coacción. Sin embargo, el juez Oyarbide no aceptó la conexidad, devolvió la causa a Cavallo quien se la remitió al fiscal a los efectos de que efectuara el requerimiento de instrucción (Art. 180 CPPN).

El fiscal, Dr. Stornelli, sostuvo que en el video se podía apreciar al Dr. Galeano aludiendo al interés de terceras personas -que no especificaba- en la compra de un supuesto libro que estaría preparando Telleldín, en clara referencia a lograr una declaración en términos previamente concertados a cambio de una suma de dinero, desconociéndose si tal declaración se efectivizó y si causó algún efecto. Agregó que también podía verse que al juez extendiéndole un cuestionario al imputado. 

Solicitó, como medidas de prueba, la comparecencia de Telleldín, de los abogados de Ribelli, de los empleados del juzgado, de los fiscales; oficios al Banco que se menciona en el video a los efectos de constatar si existió algún tipo de depósito a favor de Telleldín o su esposa Ana María Boragni; pedido de informes a la Bicameral sobre la comparecencia del juez; entre otras. 

Resultaban imputados en la causa el Dr. Galeano y el secretario del Juzgado, el Dr. De Gamas, quien se encontró presente durante la reunión descripta. 

Inicialmente, el Dr. Cavallo solo hizo lugar al pedido de transcripción del video y días más tarde –había transcurrido más de un mes desde el inicio de la causa- se excusó de intervenir por manifiesta amistad con una de las partes, que no especificaba. Expresó que “luego de un profundo y minucioso análisis, he llegado a la conclusión  que me veo en la obligación de proceder conforme lo establecido por la norma ...  que prevé el supuesto de amistad manifiesta con la parte, ello con el objeto de salvaguardar para las personas que de alguna manera tienen interés en el resultado de la causa la imparcialidad e independencia que debe tener el magistrado”. 

Los jueces del Tribunal entendieron que esa resolución “se inscribe en la lista de actos complacientes, de dudosa validez, que permitieron [al Dr. Galeano] continuar a cargo de la pesquisa, no obstante las gravísimas irregularidades en las que había incurrido”
. 

Los jueces criticaron varios aspectos de la resolución: el retardo en plantearla, ya que la misma debe hacerse en la primera oportunidad y el juez se había demorado más de un mes; la falta de especificación de la causal, ya que invoca genéricamente una amistad con la parte, sin aclarar con cual de los imputados la tiene y, por último, que la causal invocada –amistad manifiesta- no está prevista en esos términos en la ley, que sólo habla de amistad intima. 

Como consecuencia de la excusación, Cavallo envió la causa a la jueza Servini de Cubría, quien no compartió el criterio expresado en la excusación por lo que remitió la causa a la Cámara de Apelaciones a fin de que resolviera quién debe seguir interviniendo. La Cámara entendió que no debía aceptarse la excusación del Dr. Cavallo y le devolvió la causa. 

Cavallo siguió con la investigación, y entre algunas otras medidas, solicitó al Poder Ejecutivo que informara si el decreto de recompensa se encontraba reglamentado y ofició a la Comisión Bicameral a efectos de que informara si Galeano había concurrido a la sede a dar explicaciones sobre el contenido del video. 

También prestaron declaración testimonial Telleldín y su abogado –Dr. Stinfale-. Ambos coincidieron en que no se había recibido ningún pago por parte del juzgado. El Dr. Stinfale explicó que había decidido arreglar la cooperación de Telleldín bajo la forma de derechos de autor y que Telleldín los cedería a una tercera persona, de forma tal que si surgía algún reclamo económico en contra de Telleldín su dinero estuviera asegurado. Afirmó que el libro iba a ser escrito por el periodista Román Lejtman, y que ya había mantenido conversaciones tanto con Lejtman como con Beraja y Galeano. Aclaró que luego de que Telleldín declaró, le solicitaron a Galeano el trámite del decreto de recompensa

Después de estas declaraciones el Juez Cavallo dejó sin efecto las testimoniales de los fiscales, y el 12 de septiembre de 1997 sobreseyó al juez y al secretario De Gamas por inexistencia de delito. Fundamentó la resolución en que las explicaciones brindadas por Telleldín y su abogado resultaban atendibles si se tenía en cuenta la importancia de dilucidar el criminal atentado así como la importancia de las personas que luego se comprobó estuvieron involucradas en él.

El Juez Cavallo concluyó que:

El magistrado se encontraba ante otra de las tantas disyuntivas que habrá tenido a lo largo de tan particular investigación, esto es, ceñirse a la letra del procedimiento legal vigente, o apartarse de él en lo meramente instrumental, en pos de alcanzar la verdad de los hechos, objetivo principal que guía el procedimiento penal, sin que ello acarree la violación de garantías constitucionales de aquellas personas que resulten implicadas en la investigación. violación que de las imágenes del video, no se advierte hubiera sido cometida por el juez, ya que recién a partir de la declaración formal de Telleldín el día 5 de julio de 1996 –ante el fracaso de la estrategia seguida por aquel y su abogado- se profundizo la investigación con la consiguiente detención de varias personas pertenecientes a la institución policial, con lo cual debe descartarse que existiera un aporte de datos en forma secreta y sin que constara en la causa, por parte de Telleldín hacia Galeano, a partir de los cuales se orientara la investigación. Por lo que cabe concluir que la circunstancia de haber omitido plasmar en el acta labrada por el Dr. De Gamas la totalidad de lo conversado en dicha ocasión, se debió a la necesidad de resguardar la vida del informante, y consecuentemente el acceso a la información cuya importancia suponía fundamental para el avance de las actuaciones”. 

El Tribunal consideró inadmisible que “el Dr. Cavallo no haya realizado una pesquisa eficiente acerca de los hechos, pese a su gravedad institucional, ya que no interrogó al juez, a los secretarios, ni a los fiscales, bajo alguna de las formas procesales aplicables a cada caso, a efectos de establecer, al menos, si tenían conocimiento de que el imputado Telleldín hubiera recibido un pago bajo alguna modalidad”.

En palabras del Tribunal, “Cavallo sobreseyó a un amigo, casi podría decirse, autorizado por su Alzada” cuya sala interviniente estaba integrada por la Dra. Riva Aramayo. 

Tiempo después, en otra causa en la cual se investigaba al Dr. Galeano, el Dr. Cavallo realizó un escrito de excusación absolutamente detallada que daba cuenta del nivel de amistad que existía entre ambos desde tiempo antes a la excusación en la causa del video y, por supuesto, al sobreseimiento.

Por este hecho, el Dr. Cavallo fue denunciado por los jueces del Tribunal. No obstante, hacia diciembre del 2004, el Dr. Rafecas, juez federal, ya lo había sobreseído.

ix. 
La Comisión Bicameral 

El 20 de julio de 1995 se creó en la Cámara de Diputados la Comisión Bicameral Especial de Seguimiento de la investigación de los atentados a la Embajada de Israel y al edificio de la AMIA. que quedó definitivamente constituida en septiembre de 1996 cuando también la integró la Cámara de Senadores.

Varios protagonistas del proceso penal –tanto funcionarios judiciales directamente a cargo de la investigación como funcionarios de otras áreas públicas- fueron citados por la Comisión Bicameral para informar sobre diversos aspectos. Entre ellos, concurrieron el juez Galeano, generalmente junto con los fiscales Mullen y Barbaccia
, y Nisman; abogados querellantes y familiares de las víctimas, el presidente de la DAIA, Rubén Beraja; diversos funcionarios públicos como el Secretario de Inteligencia, Hugo Anzorregui, el Ministro de Relaciones de Relaciones Exteriores y Culto, Canciller Di Tella, el Ministro de Justicia Dr. Granillo Ocampo, el Ministro del Interior Carlos V. Corach; el Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, Eduardo Duhalde; el Secretario de Seguridad Interior, Brigadier Antonietti
; el Secretario de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, Carlos Brown; funcionarios policiales como el Jefe de la Policía de Provincia, Pedro Klodczyk; otros jefes policiales de provincia como Antonio Calabró, Oreste Verón, Norberto Padilla, José Miguel Ojeda, Ángel Roberto Salguero; de la PFA se citó a los Comisarios Castañeda, Rodolfo Peralta, Jorge Palacios, Jefe de la DUIA; Santiago Vilas, Jefe del Departamento de Asuntos judiciales de la SIDE. También fueron convocados algunos periodistas como Juan Salinas, Mario Aguilar Rizzi, y miembros del parlamento estadounidense; un perito de la Policía Federal Argentina, Carlos Ernesto López y otro de la querella, Osvaldo Laborda. Por supuesto, también compareció a declarar Claudio Adrián  Lifschitz. 

La Bicameral elaboró tres informes sobre sus actividades que fueron publicados: el primero de ellos abarcó el periodo comprendido desde su constitución hasta el 16 de julio de 1997
; el segundo abarca la actividad de la Bicameral desde el 16 de julio de 1997 hasta el 25 de agosto de 1998
 y el tercero desde ésta fecha hasta el 2001
. 

Hubo dos reuniones vinculadas con el episodio del video que fueron duramente cuestionadas por el Tribunal: una con el Dr. Galeano y otra con el Dr. Oyarbide. Ambas fueron reservadas por lo que no existen versiones taquigráficas de lo manifestado en ellas, y ninguno de los legisladores que declaró ante el Tribunal Oral tuvo voluntad de especificar el contenido de ellas. 

Otra declaración de trascendencia fue la de Claudio Lifschitz. Lifschitz solicitó declarar ante la Bicameral y una vez recibido –29 de agosto del 2000- se expidió sobre numerosos puntos de gran relevancia relacionados con la instrucción de la causa. Ya en los medios se habían publicado muchas de las denuncias que formuló ante la Comisión, entre ellas, había manifestado que existía otro video efectuado en el Juzgado del Dr. Galeano, en el cual podía verse cómo le habían exhibido a Carlos Alberto Telleldín fotografías de los policías que luego reconocería durante la declaración indagatoria. Varias de las irregularidades relatadas por Lifschitz fueron posteriormente corroboradas durante el juicio oral.

Entre otras cosas Lifschitz denunció ante la Bicameral que Muñir Menem, hermano del por entonces Presidente de la Nación, había llamado al juez Galeano para interiorizarse por la situación de Kanoore Edul cuando éste fue detenido; la existencia de causas mellizas en el juzgado federal a cargo del Dr. Santa Marina, en el cual se investigaba  a iraníes, entre ellos el episodio de Khalil Ghatea
; la negativa de Galeano de recibirle declaración a Rigamonti, y la incorporación de sus dichos a través de un anónimo; teléfonos intervenidos, fs. 114; sobre la pista policial afirmó que desde mucho antes de comenzar formalmente se tenían los datos proporcionados por la Dra. Riva Aramayo y siempre les pareció que Telleldín estaba ´pagando un vuelto' a los policías que lo habían extorsionado, pero el juez les dijo que en tres meses los quería a todos detenidos, antes del aniversario; para que la versión de los policías cerrara, se manipuló prueba: entre otra, la relacionada con las celdas de los celulares de Ribelli: los teléfonos de Ribelli estaban en la zona de Telleldín no sólo el 10 de julio, sino antes y después también, pero se consignó sólo la información del 10 de julio porque le daba fuerza a la versión; la declaración como testigo de identidad reservada de Gustavo Semorile; Galeano había llevado a la SIDE el video que después denuncio como robado; Galeano ordenó destruir el resto de los videos filmados en el Tribunal, y se quemaron en la casa del padre del secretario del juzgado, Velasco. 

Luego de la declaración de Claudio Lifschitz, la Bicameral le envió esa información al juez Galeano para que diera su versión de los hechos. 

La declaración de Claudio Lifschitz dividió a la Bicameral. El tercero es el único de los informes que tiene consideraciones tan disímiles. Mientras la mayoría de la Bicameral no mencionaba algunas de las irregularidades fuertemente sospechadas por aquel momento, y resaltaba el espíritu de la comisión de recibir declaración a todos, entre ellos a Claudio Lifschitz, la senadora Fernández de Kirchner advertía que “... los resultados de la investigación a cargo del doctor Juan José Galeano (... ) presenta claroscuros y dudas cada vez más acentuadas acerca de la actuación del magistrado” y que “la causa cuenta con numerosos legajos, líneas de investigación y resultados de medidas de prueba, las que hasta el presente se instruyen en forma secreta y sin que la totalidad de las partes hayan podido acceder a su contenido”, entre otras evaluaciones. 

Como ya fue explicado, varios de legisladores que integraban la Comisión Bicameral fueron convocados en ocasión del robo del video, para efectuar una reunión urgente y secreta con el juez y los fiscales, oportunidad en la cual procedieron a mirar el contenido del video, que no se encontraba agregado a la causa y cuya existencia las partes aun desconocían.

Los miembros de la Bicameral brindaron un fuerte apoyo al magistrado, a pesar de lo cual éste les ocultó la existencia de otros videos, como por ejemplo el de abril de 1996, también de Carlos Alberto Telleldín.

Los jueces consideraron que debía investigarse a los miembros de la Bicameral que estuvieron presentes en dicha reunión ya que su calidad de funcionarios públicos los obligaba a denunciar los delitos de los que tomaren conocimiento, silencio que también guardaron los fiscales que –aun en caso de que ignorasen lo que había sucedido durante la indagatoria- presenciaron la reunión en la que se habló del video. 

x. 
Otros aspectos de la sentencia

1.
El derecho a la verdad

El Tribunal declaró la nulidad de todo lo actuado en la causa Brigadas a partir del auto que ordena instruirla. Sostuvo también que no había vías investigativas independientes y, en consecuencia, absolvió a los imputados.  Sin embargo, consideró que frente a un hecho terrorista como el sometido a juicio correspondía dar acabada respuesta a las legítimas expectativas de las víctimas y de la sociedad de conocer la verdad de lo acontecido, ya que ello incidiría sobre los futuros cursos de acción. Para el Tribunal agotar el análisis en la nulidad importaría consagrar una verdad formal que frustraría las expectativas que durante años reclamaron conocerla sin restricciones. 

El Tribunal repasó el desarrollo del “derecho a la verdad” citando pronunciamientos de la Corte Interamericana, informes de la Comisión y jurisprudencia local y consideró que “concluido el debate en que se ha escuchado la totalidad de la prueba, y los argumentos de las víctimas y el ministerio público, se impone como legítimo corolario que el Tribunal examine las argumentaciones que los  llevan a imputar tan cruel atentando ... a algunos de los imputados”.

Así,  a lo largo de 800 páginas, el Tribunal analizó los elementos que se utilizaron para acusar a los imputados Telleldín, Ribelli, Ibarra, Leal y Bareiro por su participación en el atentado.

Con relación a Telleldín
 analizaron los indicios mencionados durante las acusaciones, entre ellos, el acondicionamiento de la camioneta Traffic, el refuerzo de elásticos, la preconstitución de prueba, la preparación de coartadas, la venta de la camioneta Traffic, el dinero de la venta, el boleto de compraventa, la entrega de los papeles del vehículo, el estado anímico de Telleldín, sus mentiras y silencios, la mudanza y la huida, entre otros.

Con relación a los policías
 analizaron la relación Ribelli/Rabbani, las manifestaciones de Telleldín, la declaración paga del 5 de julio, los testigos presentes en la casa de Telleldín y las vigilancias externas del domicilio, el manuscrito de Telleldín, las manifestaciones de la Dra. Riva Aramayo, los videos, la donación recibida por Ribelli, las relaciones entre las brigadas de Lanús y de Vicente López, los viajes de Ribelli, el alojamiento de Ribelli en el mismo hotel que los rescatistas israelíes, y la preocupación de los policías por el nuevo aniversario del atentado.

2.
La querella unificada (3644/74)

Luego de que el Tribunal dispusiera la separación de los fiscales de lo que quedaba de juicio oral, la querella unificada de AMIA, DAIA y Familiares abandonaron la sala de audiencias en protesta por la decisión que, afirmaron, se había tomado contrariando la jurisprudencia de la Corte Suprema, la Cámara de Casación y del propio Tribunal. 

Las autoridades de AMIA y DAIA presentaron un escrito reiterando críticas al tribunal. Concretamente observaron que se había producido un trato desigual a los testigos que fueron víctimas del atentado en comparación con los funcionarios políticos y policiales de alta jerarquía. Manifestaron también que hubo oscilaciones del Tribunal en los criterios para permitir los interrogatorios. Se quejaron de haberse enterado por vía circunstancial la presencia de Horacio Stiusso en Alemania el día de la declaración del testigo iraní y denunciaron un alineamiento de este último testigo con la versión aportada por Stiusso. 

Si bien manifestaron que el Tribunal había perdido imparcialidad, decidieron no recusarlo dada la gravedad de la medida. 

El Tribunal respondió en detalle dichas manifestaciones. Sostuvieron que el retiro de la sala de audiencias era entendible para los familiares pero no así para los dirigentes y letrados, quienes, de advertir tantas irregularidades debieron haber defendido los intereses de sus representados. 

Afirmó el tribunal que tal vez “debido a que en la anterior instancia se les permitió, casi de manera exclusiva, participar de actos procesales y hasta en lo que podría denominarse tareas de espionaje a detenidos y sus letrados, consideraron que en esta etapa dicha suerte continuaría y al frustrarse tales expectativas asumieron la actitud, imbuidos no se sabe por quien, de censores del Tribunal, cuestionando todos aquellos actos que no fuesen de su gusto, pese a que no los perjudicara y no los recurriesen” 
.
Luego de ello, los jueces respondieron las críticas. En ese camino sostuvieron que “defender a ultranza a los funcionarios judiciales y del Ministerio Público Fiscal a cuyo cargo estuvo la peor investigación de la que hemos tenido conocimiento, sin modificar, mínimamente, la perspectiva en esa incansable tarea, ni demostrar alguna duda o al menos una oscilación en el pensamiento, tampoco puede exhibirse como una virtud, sino, mas bien... como una visión solo apegada a las constancias escritas de la instrucción y no a la verdad que surgió del debate”
. 

También señaló el Tribunal la escasa crítica que hizo la querella sobre la actividad durante la instrucción, afirmando que agudizaban la crítica respecto de quienes se empeñaron en la búsqueda de la verdad real mientras que se protegió a los funcionarios que resguardaron una versión espuriamente concertada. 

Sobre el tema de Stiusso y el testigo “C”, el Tribunal afirmó que lo actuado durante la instrucción sobre el testigo “C” fue secreto para todas las partes con excepción de los apoderados de la querella, quienes asistieron a las diferentes declaraciones del testigo. así, mencionó la vergonzosa actuación que tuvieron en ocasión de concurrir a Alemania, oportunidad en la cual el juez de ese país debió revocar la autorización de participación que había dado a Galeano, al fiscal Barbaccia y a la Dra. Nercellas, ya que habían violado la confidencialidad transmitiendo de forma tendenciosa el contenido de la declaración de C antes de que esta terminara. 

El Tribunal manifestó no advertir cuál fue el perjuicio que les causó el alejamiento de los fiscales. Por último criticó la relación de excesiva familiaridad que mantenía Beraja con el juez de la causa, transcribiendo párrafos de conversaciones telefónicas. 

La respuesta de la querella quedó plasmada en el recurso de casación que interpuso en contra de la sentencia. Allí defendieron su labor como parte del proceso y afirmaron que el Tribunal dedicaba un capítulo a la decisión de la querella de retirarse del debate –en señal de protesta frente al apartamiento de los fiscales de la causa-. “Tratándose de una situación por completo ajena al estricto objeto procesal de la cusa, no resultaba en modo alguno conducente que el Tribunal utilizara el contexto de la sentencia para formular tales comentarios, excediendo desmesuradamente su jurisdicción, la cual esta delimitada por los hechos y las personas traídas a juicio”. Se transcriben a continuación algunos párrafos sobre el tema: 

Lo cierto –y lamentable- es que los comentarios están, y que el tenor de los mismos revela al mismo tiempo una falta absoluta de decoro jurisdiccional ... y una lisa y llana irrespetuosidad para con la investidura de los letrados patrocinantes de esta querella. 

Lamentamos profundamente esta actitud adoptada por el Tribunal, que en realidad no hace más que confirmar a esta parte lo que ya denunciara precisamente en aquél escrito...: la imparcialidad de la actuación jurisdiccional quedó irremediablemente afectada ya en el transcurso del debate; imparcialidad de la que la sentencia es un reflejo que se repite a través de sus cientos de páginas hasta parecerse, todas ellas, a una misma y única página donde los argumentos son menos construcciones conceptuales destinados a convencer que ejercicios de autoridad destinados a vencer.

No fue posible leer en el fallo de V.E. la meditada y cardinal posición que le era exigible a un Tribunal imparcial, sino tan solo una crítica acerba” y que “en el afán por destruir absolutamente todo lo vinculado con la investigación, se procuró también desacreditar a las personas e instituciones que, por convicción y por obligación, intentaron probar en un juicio oral una versión de los hechos que entendían y entienden acreditada. 

Expresaron también que no iban a demorarse “en considerar la imagen de construcción conspirativa que el Tribunal posee respecto de la etapa de instrucción de esta causa, a partir de la cual supone que esta querella fue una suerte de invitada privilegiada a un festival investigativo; se trata de una visión demasiado pueril, incompatible con la dimensión de la tragedia que constituyó el objeto procesal de la causa para que merezca respuesta”. 

xi. 
Recursos pendientes

En este momento están presentados los recursos de queja ante la Cámara Nacional de Casación Penal. El recurso de queja es el que queda habilitado una vez que la admisibilidad del recurso de casación ha sido rechazada por el tribunal que dictó la sentencia. 

En caso de que sean admitidos dichos recursos, la Cámara de Casación deberá fijar una audiencia y luego señalará el tiempo de estudio para cada miembro de la Cámara. 

Por otro lado, ante la decisión de la Cámara de Casación existe la posibilidad de plantear un recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia, cuya plazo de resolución, en la práctica, también resulta absolutamente inestimable. 


En el caso concreto, ante el rechazo de los recursos por parte del Tribunal Oral, los damnificados han presentado el recurso de queja ante la Cámara de Casación. La admisibilidad aun no fue resuelta y no se espera que lo sea
 antes del mes de abril.

xii. 
Causas conexas

A raíz de la sentencia existen en este momento múltiples causas conexas en las que se investigan hechos vinculados con las irregularidades vinculadas a la instrucción y otros hechos presumiblemente delictivos. 


En la investigación de casi todos los hechos interviene la justicia federal. Los hechos denunciados por el Tribunal fueron puestos en conocimiento de la Cámara de Apelaciones del fuero a efectos de que se llevara a cabo el sorteo mediante el cual se determina el juzgado al que le corresponde intervenir. 


La denuncia vinculada a la falsedad ideológica del acta de hallazgo del motor se encuentra radicada en el Juzgado Federal Nº 5, a cargo del Dr. Norberto Oyarbide, y conforma la causa No. 15.983. Ante este juzgado también tramitaba una denuncia en contra de Galeano y el secretario Velasco, en la que se solicitaba la investigación de los hechos vinculados a la declaración de Miriam Salinas. Esta causa hoy la investiga el Dr. Bonadio, por cuestiones de conexidad. Bonadio también investiga una denuncia de Telleldin en contra de Galeano, por amenazas sufridas a lo largo de la instrucción. 


La denuncia vinculada al juez Galeano, los funcionarios de su juzgado y los fiscales Eamon Mullen y José Barbaccia inicialmente fue remitida por la Cámara al Juzgado Federal Nº 8, a cargo del Dr. Urso, quien la remitió por razones de conexidad al Juzgado Nº 11, a cargo del Dr. Bonadío.


La denuncia vinculada a la actividad del Dr. Cavallo fue remitida al Juzgado Nº 3, a cargo del Dr. Rafecas, quien ya sobreseyó al magistrado.


La investigación sobre la actuación del Ministro del Interior, Carlos V. Corach, y el Secretario de Inteligencia, Hugo Anzorregui se encuentra en el Juzgado a cargo del Dr. Oyarbide, quien también tiene a su cargo la investigación de los delitos de falso testimonio. 


Los hechos presuntamente delictivos atribuidos a la SIDE están siendo investigados por el Dr. Montenegro, a cargo del Juzgado Nº 7, quien también investigará la responsabilidad de los miembros de la Comisión Bicameral.


La presunta participación de Gustavo Semorile en la extorsión en contra de Telleldin fue inicialmente remitida al Dr. Canicoba Corral, quien la remitió por cuestiones de  competencia a la justicia de la provincia de Buenos Aires. 


En la justicia federal de la Ciudad de La Plata se investigará el trato preferencial recibido por el imputado Burguete en el sumario administrativo (Juzgado Nº 3)


Los hechos atribuidos a Vicat, Domínguez y Marta Parascandalo serán objeto de investigación en el juzgado a cargo del Dr. Canicoba Corral. A su vez, Vicat tiene otra causa en el Juzgado Nº 2. 


Existe una causa en la cual se investiga a los funcionarios Ruckauf y Antonietti, que inicialmente tramitaba ante el juzgado 6, pero ahora fue remitida al Juzgado Nª 1. Ante este último tramita también una causa en la que se encuentran denunciados Menem, Galeano, Canicoba Corral iniciada a raíz de hechos denunciados por familiares de las víctimas en el acto del décimo aniversario del atentado. 


Por otro lado, existen en el Consejo de la Magistratura –además del caso del Dr. Galeano- denuncias vinculadas al juez Cavallo y al juez Oyarbide. A ellas cabe agregar la recientemente presentada por el Dr. Alejandro Rua en contra del Dr. Bonadío.


El juez Bonadío se encuentra denunciado por hechos vinculados a la causa que instruye, y las denuncias tramitan por ante los Juzgado a cargo del Dr. Montenegro y de la Dra. Servini de Cubría, quien a su vez investiga la causa iniciada a raíz de un anónimo de contenido amenazante recibido, entre otras personas, por el fiscal Alberto Nisman.


La causa conocida como “Amia residual” tramita ante el Juzgado a cargo del Dr. Canicoba Corral, quien recientemente delegó la instrucción en la fiscalía a cargo del Dr. Alberto Nisman. 

V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

A.
Admisibilidad de la Petición en la CIDH

El Observador recomienda en este Informe que la CIDH, sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, declare la petición admisible, pues reúne los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. El Observador, de acuerdo a lo establecido en el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana considera que es pertinente que la CIDH se ponga a disposición de las partes para los efectos de iniciar el procedimiento de solución amistosa y, en su caso, dé lugar al análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 4, 5, 8, y 25 de la Convención Americana , en conexión con el artículo 1(1) de este ultimo tratado, de acuerdo a la petición presentada ante la CIDH. Además el Observador recomienda que se declare admisible el caso en función del articulo 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos en cuanto este ataque puede revelar un contenido discriminatorio de carácter antisemita.

a)
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión Interamericana

Con respecto a la competencia ratione personae, es de opinión del Observador que los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto a quienes la República Argentina se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, Argentina es parte en la Convención Americana desde el 9 de mayo de 1984, fecha en que se depositó el respectivo instrumento de ratificación.

El Observador considera que la CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Argentina, Estado parte en dicho tratado.  Asimismo, la Comisión Interamericana goza de competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión es competente ratione materiae, debido a que en la petición se denuncian violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

b)
Otros requisitos de admisibilidad de la petición

i.
Agotamiento de los recursos internos

El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dispone que la admisibilidad de una petición presentada ante la Comisión está sujeta al requisito de "que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”.  El artículo 46(2) de la Convención establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos:  a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

En este caso en particular, han transcurrido más de diez años desde el atentado terrorista en contra de la AMIA.  La decisión del Tribunal Oral declaró nulo todo lo obrado y recogió aseveraciones que habían sido formuladas por los peticionarios años antes en el trámite ante la Comisión Interamericana, referentes a irregularidades e incluso actividades conspirativas. En este momento, sin perjuicio del valor que podría otorgarse a la decisión del Tribunal Oral, no hay establecida –a más de 10 años del atentado—responsabilidad alguna en la llamada “conexión interna”. Igualmente ocurre con lo que dice en relación con la llamada “AMIA residual” que en general busca establecer responsabilidades directas que incluyen los agentes externos que serían responsables directos de cometer este ataque terrorista. Como se ha planteado anteriormente, esta investigación fue de responsabilidad del Juez Galiano, quien fue separado de la misma en diciembre de 2003, ya que la Cámara de Apelaciones dictamino que dicho Juez que había perdido imparcialidad. Igualmente, la decisión del Tribunal Oral ha ordenado investigar la conducta de otros individuos y órganos en Argentina. Existen además numerosas causas conexas que también siguen pendientes sin resultados significativos. Es también conocido el hecho que el interrogatorio solicitado por Argentina de agentes iraníes que habrían tenido participación en el atentado, no ha tenido lugar; y que las órdenes de detención de dichos individuos por medio de INTERPOL fueron revocadas.  

A pesar de que existen recursos pendientes contra la decisión del Tribunal Oral que declaró la nulidad de todo lo obrado, el paso del tiempo unido a las irregularidades denunciadas,  a los posibles encubrimientos y conductas criminales que pueden involucrar actores del mas alto nivel en Argentina, unido a la falta de avance en el establecimiento de responsabilidades internas y externas, lleva a concluir que son aplicables las excepciones establecidas en el artículo 46(2) de la Convención Americana. La CIDH tiene una jurisprudencia sólida en el sentido que la lentitud en investigaciones y falta de resultados genera claramente un retardo injustificado en la administración de justicia, lo que implica una denegación de la misma en cuanto no permite el esclarecimiento de los hechos.


El Observador considera adecuado en este momento señalar que la sentencia del Tribunal Oral, con su declaración de nulidad de todo lo obrado, coincide en gran medida con los alegatos de los peticionarios, en el sentido de que su reclamo es admisible por las graves irregularidades cometidas, unidas al paso del tiempo. Aplicando por analogía la teoría de la cuarta instancia, no corresponde a este Observador recomendar a la CIDH que deseche la decisión del Tribunal Oral.  En efecto, bajo esa teoría, se debe una deferencia a las decisiones judiciales internas adoptadas en el marco de procedimientos judiciales que puedan caracterizarse como tales. La proximidad que tiene el Tribunal a la prueba, el balance y la valoración de la misma, como asimismo la forma en que se condujeron los procedimientos, son factores que pueden desecharse, tal como lo ha establecido la CIDH, solo cuando se esté en presencia de graves violaciones de derechos humanos. Por otra parte, si alguno de los recursos contra la decisión del Tribunal Oral tuviera éxito, el paso del tiempo en el contexto de este caso (en que entre otras cosas se ha denunciado la destrucción y desaparición de evidencia de gran importancia) determina que aún en tal situación, esto resultaría irrelevante a los efectos de la admisibilidad de la petición. A lo anterior debe agregarse que, cualquiera sea la decisión final sobre los recursos pendientes, a más de 10 años del atentado, aun existen numerosas causas pendientes sobre la AMIA, sin resultado. Todos estos asuntos pueden ser analizados en la fase de fondo del asunto.

ii.
Caracterización de los hechos alegados

Los alegatos de los peticionarios se refieren a presuntas violaciones al derecho a la vida, la integridad física, el debido proceso y a la protección judicial, todos ellos en relación con el deber de respetar y garantizar establecido en el artículo 1(1) de la Convención Americana.

Conforme a la práctica de la CIDH --a la que debe ajustarse el Observador-- no corresponde establecer en la presente etapa procesal ante dicho órgano si se violaron efectivamente la Convención Americana u otros instrumentos aplicables.  Lo que es pertinente en esta etapa, es para el Observador recomendar y para la CIDH decidir si se dan las condiciones necesarias para declarar admisible la petición.  

El parámetro de apreciación requerido para adoptar una decisión sobre admisibilidad es diferente del requerido para decidir sobre el fondo de una denuncia.  La Comisión Interamericana debe realizar sólo una evaluación prima facie para decidir si la petición revela la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana u otros instrumentos aplicables.  Desde luego, este análisis tiene sólo carácter sumario, y no implica prejuicio o avance de opinión sobre el fondo de la controversia, cuestión que debe ser decidida en la etapa procesal posterior.  El Reglamento de la CIDH refleja adecuadamente, por lo tanto, la distinción correspondiente a la declaración sobre la admisibilidad y la requerida para concluir que se ha cometido una violación por parte de un Estado. 

Los alegatos de los peticionarios se refieren a hechos que, de ser ciertos,  caracterizarían violaciones de varios derechos garantizados.  El Observador considera que los hechos, en caso de resultar comprobados, caracterizarían violaciones de los derechos establecidos en los artículos I de la Declaración Americana y los artículos 4 y 5 de la Convención Americana; los artículos XVIII de la Declaración Americana y los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en relación con el articulo 1(1) de dicha Convención.  Por lo tanto, a juicio del Observador, los peticionarios han acreditado prima facie los requisitos establecidos por el artículo 47(b) de la Convención Americana. Además el observador como lo planteo mas arriba recomienda a la CIDH que este caso se declare admisible sobre la base del articulo 24 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en cuanto los hechos, de ser comprobados, revelan un contenido antisemita, ya que se trata de un ataque terrorista, hasta el momento impune, en contra de personas pertenecientes a instituciones centrales de la vida judía en Argentina.

B.
El contenido de la solución amistosa
El Observador propone que, junto con la declaración de admisibilidad de la petición, la CIDH, de acuerdo con el Art. 48 (f) de la Convención Americana se ponga “…a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.” Ambas partes son libres para decidir si aceptan iniciar dicho trámite o si una vez iniciado continúan en el mismo. 

Los temas posibles que deben tratarse a través de dicho trámite incluyen: 

-
La cuestión de la responsabilidad estatal, 

-
El impulso de la investigación en sus componentes internos y externos, de modo que tanto el ataque terrorista como los encumbrimientos denunciados sobre el mismo sean plenamente aclarados 

-
La adopción de medidas concretas para fortalecer la Unidad AMIA del Ministerio de Justicia incluyendo la profundización del proceso de acceso a los archivos a cargo de dicha unidad, como asimismo el acceso a los archivos de todos los organismos pertinentes a esta causa ( ej. Migraciones).

-          La informatización adecuada de los registros migratorios, 

-
El alcance de la reparación plena conforme a los criterios del sistema interamericano, que incluya por lo tanto danos materiales y morales, las costas razonables internas e internacionales de los peticionarios y de las victimas y la adopción de medidas que impidan la repetición del tipo de irregularidades y posibles conductas criminales que se han revelado en el caso AMIA. Esto último puede incluir la adopción de medidas legislativas y administrativas sobre el desarrollo y fortalecimiento de los órganos que deben enfrentar y prevenir crímenes terroristas, acceso a la información, utilización de fondos reservados por los servicios de seguridad e inteligencia , nombramiento y responsabilidad de los jueces, desarrollo de mecanismos u órganos que se especialicen en recolección y protección de evidencia en forma eficiente y expedita en caso de catástrofes y en general todo tipo de medidas dirigidas a lograr la justicia en este caso y prevenir casos de este tipo en el futuro 
El Observador propone además que, en el marco del trámite de solución amistosa, la CIDH plantee a ambas partes la creación de un Comité de Impulso de la Causa AMIA. La CIDH ha desarrollado una rica experiencia en soluciones amistosas concibiendo su rol como un intermediario activo que, con la aceptación de las partes, efectúa propuestas que les permitan a estas avanzar en el trámite de solución amistosa en el marco de los derechos y obligaciones que establece el sistema interamericano de protección de derechos humanos. El Observador propone que este Comité de Impulso se integre por representantes de los peticionarios y del Estado argentino y que tenga como propósito asegurar el cumplimiento cabal de los diferentes aspectos que integran la solución amistosa señalados anteriormente además de realizar cualquier tipo de acción que, compatible con la legislación de la Republica Argentina y conforme a sus obligaciones internacionales, logre que se haga justicia en este caso y se adopten el conjunto de medidas necesarias para evitar hechos como los denunciados.  Este observador sugiere que el Comité de Impulso sea constituido a la brevedad en la Republica Argentina, a un nivel y representatividad que contribuya a su legitimidad, dando plena publicidad a su establecimiento, composición y objetivos. El Comité deberá reunirse semanalmente, a menos que las partes acuerden lo contrario y deberá someter regularmente a la CIDH informes de sus actividades-al menos una vez al mes. Esta debe estar presente en la constitución del Comité  y supervisar el desarrollo de sus actividades. Sin perjuicio de que las partes pueden poner termino al tramite de solución amistosa si así lo desean, la CIDH puede, y debe poner termino a dicho tramite, si arriba a la conclusión que no contribuye a la realización de los objetivos de la Convención Americana, que se haga justicia en un caso particular.

Las dificultades para hacer justicia en este caso, emblemático en la lucha contra la impunidad, son innumerables. Bastaría decir que a más de diez anos de que ocurrieron los hechos las dificultades de reorientar una investigación son extraordinariamente difíciles por el solo paso del tiempo, que ha permitido a los autores de este criminal ataque terrorista amplias oportunidades de esconder sus huellas. La búsqueda de justicia sin embargo no es una alternativa sino un deber. La rica experiencia de la CIDH en el Hemisferio ha demostrado que su compromiso inquebrantable con los derechos humanos y la búsqueda de justicia pueden contribuir a que ese deber se transforme en realidad concreta
� Los peticionarios denuncian específicamente lo siguiente:


Violación del derecho a la vida y a la integridad física (el Estado argentino no adoptó las medidas necesarias para prevenir el atentado; y ha violado su deber de investigar)


Violación a la garantía de un juicio justo (la gran movilización de recursos no implicó avance alguno en la investigación; hubo irregularidades en la investigación, tales como pérdida y destrucción de pruebas relevantes, obstrucción de la investigación por parte de las fuerzas de seguridad, y otras; y el cierre de la instrucción puso en peligro la continuidad de la investigación)


� Estuvo habilitado para la compra desde el año 1981 a 1988, y desde 1993 hasta 1995.


� Esta falta de controles de Fabricaciones Militares motivó una denuncia penal.


� Día en que supuestamente habría  entregado la camioneta.


� La Senadora Fernández de Kirchner manifestó durante el juicio oral que había llegado a su conocimiento que cuando al inicio de la investigación el Dr. Galeano ordenó el arresto de Kanoore Edul, el juez recibió un llamado del hermano del entonces presidente de la nación para interiorizarse por Edul. Edul, a través de su abogado, ha querellado a la senadora por esa y otras manifestaciones expresadas por la senadora durante su declaración testimonial.


� Causa Nº 1156.


� En el Código Procesal Penal de la Nación, en el momento de la declaración indagatoria se individualizan los hechos que se imputan y en un plazo de diez días el juez debe resolver la situación procesal del imputado, existiendo tres posibilidades: el sobreseimiento, el auto de procesamiento y una solución intermedia que es el auto de falta de mérito, que se dicta cuando no hay elementos como para arribar a ninguna de las otras dos situaciones.


� Ver infra.


� Fue sobreseído por el Dr. Rafecas, juez federal, con conformidad del Dr. Nisman, fiscal interviniente.


� En febrero de 2005 


� Originalmente el Tribunal Oral Nº 3 estaba integrado por el Dr. Larrambebere, el Dr. Pons y el Dr. Andina Allende. Sin embargo, a raíz de un pedido de licencia efectuado por este último se designó al Dr. Gordo –integrante del Tribunal Oral Nº 5- para que integrara el TOF 3. 


� Ribelli, Leal, Bareiro e Ibarra.


� Según el Código Procesal Penal de la Nación, ante un caso complejo era factible diferir la redacción de la sentencia y leer únicamente la parte dispositiva de la misma (el veredicto), pero bajo pena de nulidad la sentencia tenía que ser escrita en cinco días. En agosto del 2003 se sancionó la ley 25.770 que permite extender ese plazo a cuarenta días en casos de debates que se extiendan durante más de seis meses.  


� Resolución 962/04 del 28 de octubre del 2004.


� La querella sólo era parte en relación al delito del atentado, no así por los delitos comunes.


� Resolución del Tribunal de fecha 15 de diciembre de 2004, registrada bajo el No. 969.


� Causa 768, del Tribunal Oral Nº 6, a la espera de la fijación de dicha de audiencia para el juicio oral.


� Causa 9789/00


� Si bien el Código Procesal dispone la unificación bajo una única personería, el TRIBUNAL ORAL FEDERAL NO. 3 entendió que durante la actuación de manera independiente habían adoptado posiciones irreconciliables en lo atinente al modo en el que se efectuó la investigación, al punto de que una de ellas había realizado una presentación ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, razón por la cual el Tribunal permitió que actuaran bajo dos representaciones, y las querellas resolvieron la forma de unificarse (resolución N° 731, del 25/10/00).


� Esta numeración no coincide con los puntos del veredicto, sino que es un orden del presente informe. 


� Ese fue el monto total pagado, sin embargo el día de la declaración de Telleldín se abonó la mitad de la suma. La otra mitad fue pagada unos meses más tarde.


� Págs. 18 a 59.


� Págs. 59 a 1193


� Págs. 59 a 192


� Págs. 192 a 416.


� Págs. 416 a 1193.


� Págs. 1193 a 1337


� Págs. 1337 a 1452.


� Págs. 1452 a 2346.


� Págs. 2384 a 2704.


� Págs. 2704 a 2876.


� Págs. 2876 a 2911.


� Págs. 2912 a 3674. 


� Págs. 3674 a 3748 


� Págs. 3748 a 4548


� Págs. 4547 a 4574


� Págs. 4587 a 4589


� Págs. 4574 a 4587


� Págs. 4588 a 4594


� Págs. 4594 a 4604


� Págs. 4604 a 4701


� Págs. 4702 a 4703


� Págs. 4703 a 4793


� En referencia a que la camioneta estaba constituida por un motor colocado en un chasis al que no correspondía originariamente, pero no quien colocó el explosivo en su interior, extremo que no logro acreditarse en la etapa de instrucción y por ende no se llevó a consideración del Tribunal. 


� La sentencia analiza la forma en que la investigación llego hasta Carlos Alberto Telleldín. 


� Págs. 2348 y ss de la sentencia.


� Básicamente dos: el explosivo dentro de un volquete que se encontraba estacionado en la puerta del edificio (analizada en las páginas 2627 a 2638 de la sentencia) y el explosivo ingresado al edificio a través de bolsas de materiales de construcción (analizada en las páginas 2622 a 2627 de la sentencia).


� Cuyo titular era la empresa Messin.


� Cuyo titular era una persona de apellido Sarapura.


� Que obra a fs. 224 del Informe Preliminar de Bomberos.


� Página 2667 de la sentencia.


� Página 2669.


� Entre otros el Comisario Pedro Scartasini y el oficial Daniel Roberto Seara, ambos de la Policía Federal Argentina.


� Zeeb Livne, Dani Dror y Nahum Frenkel.


� Uno de los miembros del TRIBUNAL ORAL FEDERAL NO. 3, el Dr. Guillermo Andrés Gordo sostuvo que para que un secuestro pueda ser valorado como prueba de cargo debe haber sido efectuado cumpliendo las disposiciones del Código Procesal vigente, pero que toda vez que el hallazgo de la pieza no configura prueba de cargo contra ninguno de los encausados podía ser valorado sobre todo teniendo en consideración el derecho de las víctimas y sus familiares a conocer la verdad acerca de los acontecimientos que los damnificaran.


� Página 2675.


� Pág. 2692/3


� Pág. 2752/3 de la sentencia.


� Ver sentencia, páginas 1638 a 1647.


� Página 2647.


� Página 3734


� Páginas 2912 a 3644


� Ver página 3540.


� Páginas 2941/2


� Cuando dio el veredicto pero aun no se conocían los fundamentos de su decisión.


� Página 3422.


� Como lo pretendían la querella unificada de AMIA, DAIA y Familiares, y el Ministerio Público Fiscal.


� Página 3470.


� Página 3471.


� Página 3476.


� Página 3480.


� Ver sentencia, p. 3442.


� El magistrado reconoció haber dado la orden de destruir el resto de los videos filmados en el juzgado. 


� Página 2941.


� A pesar de lo que sostuvieron las partes acusadoras, que será analizado más adelante.


� Página 2991.


� Página 2999


� Ver páginas 2993 y ss.


� Ver página 4684.


� Página 3000.


� Página 3033.


� Página 3027.


� Página 3034.


� Ver páginas 3541 y ss.


� Página 3029.


� La modalidad de los testimonios bajo identidad reservada significaba –en el peculiar método del Dr. Galeano- no sólo que las partes desconocían quien era que declaraba, sino el contenido de la declaración, de la cual la Secretaria dejaba algunas constancias.


� Este vínculo tenía importancia ya que Telleldín había identificado  –en su declaración del 5  de julio- tanto a policías de Vicente López como de Lanús. Y si ambas Brigadas habían ido juntas a sacarle la camioneta Traffic a Telleldín, sus integrantes debían conocerse. 


� Quien renuncio al Juzgado y publicó un libro en el cual relató muchísimas irregularidades cometidas desde el juzgado, circunstancias que también declaró ante la Comisión Bicameral de Seguimiento de los Atentados.


� En palabras de Lifschitz, recogidas por la sentencia, Semorile habría manifestado “otra no me queda sino voy en cana”. (3074).


� Por “episodio del video” nos referimos a la sustracción que hubo de una de las filmaciones del juzgado y posterior entrega a Galeano por parte del imputado Ribelli. Con este hecho se inicio una causa por sustracción de efectos, que rápidamente se transformó en una causa por coacción. Sin embargo, a raíz del hecho el abogado de Ribelli hizo una denuncia de la que derivó la investigación de la conducta de Galeano y De Gamas que eran quienes aparecían en el video conversando con Telleldín


� El tema será objeto de análisis más adelante.


� Ver declaración de Cotoras, de Eduardo Telleldín, de Ana Boragni.


� De cuya existencia se tomó conocimiento recién cuando la causa se elevó a juicio, en un informe realizado por Galeano en el que explica que sólo guardo ese video y ordenó la destrucción de los restantes.


� Coincide con la fecha de la declaración: 5 de julio de 1996.


� Durante el juicio oral ocurrió una gran crisis social, económica y política en Argentina, que provocó una sucesión de presidentes en un breve lapso: cuando comenzó el debate oral el Presidente era Fernando de la Rua, quien debió renunciar en diciembre del 2001. Sin considerar los presidentes interinos que hubo, por designación de la Asamblea Legislativa , asumió Adolfo Rodríguez Saa, quien permaneció en el cargo aproximadamente una semana. Luego asumió Luis Eduardo Duhalde y recién en mayo de 2003, a través de elecciones presidenciales, asumió Néstor Kirchner. 


� En la sentencia se encuentran transcriptas diferentes partes sumamente elocuentes del contenido de esa cinta (ver p. 3095 a 3101). 


� El 21 de noviembre de 1994 el Poder Ejecutivo dicto el decreto 2023/94 mediante el cual se creo un fondo permanente de protección contra el terrorismo internacional al que s asigno la suma de dos millones de pesas para abonar recompensas. 


� Ver página 3160.


� Ver página 3165


� Se ha demostrado que la querella de Daia tuvo acceso –cuanto menos- a algunos de los videos filmados por el juez.


� Página 3404.


� Página 3461.


� Página 3168.


� Se trata de un decreto ley del año 1958, relacionado con el Registro de Propiedad automotor y que contiene diversas disposiciones penales que establecen delitos tales como la adulteración o reemplazo del número de motor o del chasis, falsificación de título de automotor, entre otros.


� Durante el juicio oral la testigo negó esta circunstancia.


� Art. 309 del Código Procesal Penal que establece que cuando –en el termino de 10 días después de la declaración indagatoria “el juez estimare que no hay mérito para ordenar el procesamiento ni tampoco para sobreseer, dictará un auto que así lo declare, sin perjuicio de proseguir la investigación”.


� No obstante, como vamos a ver más adelante, esa noche Miriam Salinas durmió en una oficina en Comodoro Py hasta que al día siguiente le hicieron firmar una declaración como testigo de identidad reservada en la cual constaban todo lo que había declarado durante estos primeros días.


� Página 3172.


� Página 3173.


� Página 3174


� En el derecho procesal vigente, en primer término se recibe declaración indagatoria al imputado. A partir de ese momento el juez cuenta con diez días para resolver su situación procesal. El sobreseimiento pone fin al proceso –siempre que no sea apelado- mientras que la falta de mérito se adopta cuando no hay mérito ni para procesar ni para sobreseer y permite seguir la investigación hasta tanto se pueda arribar a alguna de esas dos soluciones.  


� Su declaración bajo juramento de decir verdad tendría más valor que su declaración como imputada, que en el derecho vigente no puede ser realizada bajo juramento,


� Vale recordar que la falta de mérito no es la resolución que fin a la investigación respecto de una persona determinada, sino que indica que se debe seguir investigando.


� declaración que no fue ni indagatoria ni testimonial, razón por la cual el Tribunal recordó que “las categorías procesales no se encuentran subordinadas a la imaginación de los jueces sino al texto de la ley” (p-3201)


� Página 3210


� Página 3217


� Página 3220


� Cabe insistir en que resolver la situación procesal no significa necesariamente terminar el proceso, sino adoptar alguna de las resoluciones (sobreseimiento, procesamiento o falta de merito) que el código obliga a adoptar diez días después de recibida la declaración indagatoria. Así, mientras la primera pone fin a la investigación respecto de ese imputado, el procesamiento avanza en la imputación. La falta de mérito se impone cuando aun no es posible arribar a alguna de las otras dos decisiones y es necesario recolectar mayor cantidad de pruebas. 


� Página 3227.


� Ver páginas 3234 y ss.


� Se trata del Eduardo Telleldín, hermano del imputado, Hugo Antonio Pérez, allegado a Telleldín, y Guillermo Cotoras, mecánico amigo de Telleldín.


� Eduardo Telleldín –hermano de Carlos Alberto Telleldín- fue indagado en AMIA en diciembre de 1994 y enero de 1995 con la imputación de haber participado del atentado. En julio de 1996 y febrero y abril de 1997 declaró como testigo en la causa Brigadas, adaptando también su declaración a lo manifestado por Telleldín. 


� Pérez, en un primer momento, declaró como testigo (1994). En enero y julio de 1995 fue citado como imputado ocasión en la cual se le reprochó haber colaborado con Telleldín en la obtención del vehículo que se utilizó en el atentado. Fue procesado en orden al delito de asociación ilícita y de encubrimiento en enero y noviembre del 95. En junio y julio de 1996 declaró como testigo en la causa Brigadas. En estas declaraciones dijo que –contrariamente a lo sostenido en las previas- la camioneta había sido entregada a la Brigada. Incluso durante sus testimoniales en Brigadas el juez le ordenó que confeccionara un cuerpo de escritura con el texto –entre otros- de Ramón Martínez. Es decir que lejos de resultar un testigo, para el juez seguía siendo un sospechoso.  


� Guillermo Cotoras declaró como testigo en julio de 1994. días después fue indagado por el juez, situación que se repitió en enero de 1995. En las indagatorias se le imputo haber participado del atentado. Seguía siendo imputado –con falta de mérito- cuando presto declaración testimonial en la causa Brigadas. En esta oportunidad contradijo sus declaraciones previas y ajustó la versión de los hechos a la declaración prestada por Telleldín después del arreglo con el Dr. Galeano. 


� Manuel Enrique García


� Página 3263.


� Página 3265


� Se trata de Carmelo Ionno y Juan Carlos Nicolau.


� Página 3294


� Ver 3303/07


� Página 3328


� Mediante la versión acercada por un abogado de la querella y por los testimonios de los diferentes protagonistas de la historia: Diego Barreda, su padre, su abogado el Dr. Gargano Mendoza, . 


� Página 3349


� Según declaró Vicat ante el Tribunal Oral Burguete había declarado ante el juez sin quedar detenido, sabiendo que había sido muy buen colaborador y que, según tenía entendido, esa era la razón de su libertad. 


� Página 3350.


� Actualmente juez del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires.


� Ver página 3374.


� Página 3374


� Letrado defensor de Huici


� Página 3382.


� Ferrari, Lasala, Toledo, García, Casas y Castro.


� En referencia al tiempo que había estado alojado en un calabozo.


� Página 3496.


� Otros fueron “Carapintadas”; Ali y Ribelli en Campo de Mayo, cuyos análisis fueron hechos por el Tribunal en el capítulo de derecho a la verdad, ya que estos supuestos desvíos fueron utilizados como indicios en contra de los policías. 


� Modalidad prevista en el Código Procesal Penal de la Nación en los Art. 73 “La persona a quien se le imputare la comisión de un delito por el que se está instruyendo causa tiene derecho, aun cuando no hubiera sido indagada, a presentarse al Tribunal personalmente con su abogado defensor, aclarando los hechos e indicando las pruebas que, a su juicio, puedan ser útiles”; art. 279 “La persona contra la cual se hubiera iniciado o esté por iniciarse un proceso, podrá presentarse ante el juez competente a fin de declarar. Si la declaración fuera recibida en la forma prescripta para la indagatoria, valdrá como tal a cualquier efecto. La presentación espontánea no impedirá que se ordene la detención cuando corresponda”.


� Bareiro, Rago y Leal.


� Página 4441. 


� Página 3274


� Departamento de Protección del Orden Constitucional, lugar de detención de Telleldín.


� Solari se encontraba detenido por la comisión de un delito de jurisdicción ordinaria, y condenado a reclusión perpetua. En caso de ser imputado por el atentado a la AMIA debía ser trasladado a una unidad federal, ya que el delito es de competencia federal.


� Conforme lo cita el tribunal en la pág. 4484.


� Página 4490.


� Providencia de fs. 37.375 del 4 de octubre de 1995.


� Ver páginas 3027 y ss.


� Página 2977.


� Página 2982


� Sobre este tema tuvo oportunidad de expedirse la Cámara de Apelaciones al resolver un recurso planteado por la querella de Memoria Activa. En dicha oportunidad señalaron su “su preocupación pues (...) la decisión de formar legajos por separado para tramitar las distintas hipótesis de investigación dificulta su seguimiento y comprensión, así como también impide tomar conocimiento cabal y global respecto de la totalidad de la pesquisa”. Dice la resolución que “los hechos que conforman las presentes actuaciones son de por sí complejos y de difícil investigación; la cantidad de imputados resulta numerosa, a lo que se agrega que cada uno habrá de responder por diferentes reproches; existen un sinnúmero de posibles partícipes aun no descubiertos; como consecuencia de ello, el volumen de los autos principales es importante”, para luego afirmar que “No debe, entonces, oscurecerse aun más la instrucción creándose un laberinto dificil de transitar en el cual las actuaciones principales se complementen en legajos y que éstos a su vez desemboquen en aquéllas, sin sistematización alguna ni orden predeterminado y en desconocimiento de las partes”. 


� Localidad de la Provincia de Buenos Aires


� Nombre que coincide con el de cobertura de Horacio Stiusso. 


� Donde se investigan irregularidades cometidas durante la instrucción.


� Jorge Lucas o Jorge Lucas Casado; Carlos María Pablo Lavié; Jorge Norberto Igounet; Patricio Finnen; Juan Carlos Gervasoni; Jorge Bouzas; Néstor Ricardo Hernández; Juan Carlos Anchezar; Rodrigo Toranzo; Hugo Alfredo Anzorregui; Alejandro Brousson; Daniel Romero; Jaime Horacio Stiusso y al agente apellidado Alba Posse.


� Hugo Anzorregui.


� Página 3589.


� Ver página 3595


� Página 3588


� Departamento Protección del Orden Constitucional, de la Policía Federal Argentina.


� Kanoore Edul era una persona de origen sirio, cuya vinculación con la causa surgió a partir del llamado telefónico que efectuó a la casa de Carlos Alberto Telleldín el día que éste manifestó haber entregado la camioneta Traffic. Jamás dio una explicación convincente al respecto. Por otro lado, Edul vivía particularmente cerca del terreno de Constitución 2657 al cual se dirigió la empresa de volquetes Santa Rita luego de dejar el volquete en la sede de la Amia, no obstante lo cual no se pudo establecer ningún tipo de relación entre ambos.


Fue detenido por orden del juez Galeano el día 1 de agosto de 1994 y al día siguiente declaró ante el POC (Policia Federal). El 3 de agosto se presentó en el juzgado solicitando que se le recibiera declaración espontánea�. Según la declaración de Claudio Lifschitz a raíz de la detención de Kanoore Edul el juez instructor recibió un llamado de Muñir Menem, hermano del entonces presidente de la Nación, Carlos Menem, a efectos de interiorizarse por su situación procesal. La Senadora Fernández de Kirchner declaró ante el Tribunal Oral haber tomado conocimiento y relató que en una ocasión en la cual se reunieron con el juez Galeano le preguntó por tal circunstancia, recibiendo como respuesta que no recordaba si tal llamado había existido o no. 


Toda la investigación relacionada con Kanoore Edul se encuentra en uno de los tantos legajos de investigación: el 129. El 26 de febrero del 2000 se resolvió la falta de mérito de Kanoore Edul, y el 7 de julio del 2000 la Cámara de Apelaciones confirmó dicha resolución ordenándole a Galeano una serie de medidas. Cuando fue elevado el legajo constaba de 24 cuerpos. 


Según declaró Claudio Lifschitz cuando ingresó al juzgado –tres años después del atentado- todavía no se habían analizado las agendas que se habían secuestrado a Edul. 


� Los cassettes de esas intervenciones telefónicas se encontraban desgrabados por ambos organismos, la SIDE y el POC. Sin embargo el texto de ambas transcripciones no coincide en su totalidad. El Dr. Galeano solicitó a Castañeda que informara quiénes habían efectuado las desgrabaciones, quien respondió no era posible enviar la nómina pues la gran cantidad de cassettes lo había llevado a requerir colaboración a la totalidad del personal disponible del POC y de otros departamentos, sin mantener un orden que permitiera identificarlos. 


� El procesamiento lo dispuso Galeano ya que inicialmente la Cámara de Apelaciones entendió que la causa debía tramitar en el juzgado a su cargo.


� Página 4674


� Página 4677


� Ley 24.059


� Página 4595


� Página 4603


� Con posterioridad se conocería que el juez había filmado también a ciertos testigos y después había utilizado esas grabaciones para lograr que los testigos declararan bajo coacción en un sentido en particular.  


� También sería evidenciado con posterioridad que existían no sólo grabaciones, sino también legajos secretos con respecto a los cuales las partes no sólo no tenían acceso, sino que en muchos casos tampoco conocían su existencia.


� El juez, los secretarios, los fiscales, Telleldín y su abogado, y algún abogado querellante.


� Tiempo después se supo que de cada filmación realizada el juzgado guardaba dos copias.


� Página 4770.


� Tales como que se encontraba desesperado por estar detenido; que todo se trataba de una trampa ideada por Telleldín; que estaba dispuesto a hacer cualquier cosa con tal de cambiar su situación; que el video le quemaba las manos.


� El contenido de este informe puede leerse en la página 4747/9


� Página 4786


� Hoy miembro de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal.


� Página 3358


� Por supuesto que lejos de comprobarse este extremo, la sentencia del TRIBUNAL ORAL FEDERAL NO. 3 lo desvirtuó.


� Página 2988


� Esta concurrencia conjunta es altamente cuestionable, ya que el rol de los fiscales no es acompañar al juez, sino que integran un poder diferente y con diferentes funciones, que durante este proceso penal ha sido frecuentemente olvidada. 


� Quien nunca aceptó concurrir aunque contesto un pedido de informes por escrito.


� Integraron la Bicameral durante este período: el diputado Carlos Soria como Presidente; el Senador Raúl Galván como Vicepresidente; el diputado Carlos Álvarez y el senador Romero Feris como Secretarios y los siguientes vocales: senador Augusto Alasino, diputado Cesar Arias, Diputado Melchor Cruchaga, senadora Cristina Fernández de Kirchner, senador José Genoud, diputado Miguel Pichetto, Senador Bernardo Quinzio y diputado Federico Storani.


� Durante éste periodo se incorporaron a la Bicameral el senador Branda y el senador Vaquir.


� Período durante el cual también integró la comisión el diputado Juan Pablo Cafiero. 


� Khalil Ghatea era un ciudadano de nacionalidad iraní que el 4 de abril de 1994 intentó salir del país a través del aeropuerto internacional de Ezeiza utilizando un pasaporte norteamericano ajeno, que luego se determinó que era robado. Los empleados de Canadian Airlines–aerolínea en la que pretendió viajar- le hicieron una serie de preguntas de rigor que demostraron que Khalil Ghatea ni hablaba ni comprendía el idioma inglés. La situación les resultó sospechosa, razón por la cual lo hicieron descender pues –según explicaron- cualquier aerolínea que lleva aun pasajero que no va a poder ingresar al país de destino es multada.


Khalil Ghatea quedó detenido a disposición del Dr. Santa Marina, Juez Federal de Lomas de Zamora y se inició la causa 1223. Según Lifschitz, el juez dispuso la intervención del teléfono del domicilio de Khalil Ghatea. Tal como lo sostiene Galeano en su resolución del 5 de marzo del 2003, Khalil Ghatea vivió en el mismo domicilio que Ali Reza Halvaei, otro iraní que fue investigado en la causa cuyo domicilio recién fue allanado en el año 1998.


 El 11 de julio de 1994 –una semana antes del atentado- Khalil Ghatea solicitó autorización al Dr. Santa Marina para dejar el país y viajar con destino a Irán, por el término de 30 días. La autorización fue concedida e intentó salir del país el 25 de julio de ese año, con su pasaporte iraní. Sin embargo, un funcionario de la Dirección General de Migraciones de nombre Rigamonti –que tiempo después se pondría en contacto con Lifschitz- le impidió la salida pues a raíz del atentado existía una orden genérica de impedir la salida del país de ciudadanos iraníes. Además, manifestó haber encontrado errores groseros en la visa del pasaporte de Ghatea. Inmediatamente la Cámara de Apelaciones –superior del Dr. Santa Marina- revocó la autorización de viaje previamente concedida. 


Por otro lado, el día del atentado, 18 de julio, el Dr. Santa Marina habría pedido una serie de intervenciones telefónicas de otros iraníes. De estos cruzamientos habría surgido –siempre según los datos proporcionados por Claudio Lifschitz- llamados incluso uno de Moshen Rabanni efectuados el 25 de julio, día que Ghatea intentó salir del país.


Tanto Santamarina como la SIDE (Contrainteligencia) tenían datos sobre Rabanni y otros ciudadanos iraníes (Nasser Rashmani y Ali Halvaei), desde antes del atentado. Incluso la SIDE ha aportado fotografías de Rabanni buscando una camioneta Traffic para comprar. 


En su declaración ante el Tribunal Oral Federal No. 3 Lifschitz relató que se había enterado que el padre de un compañero de la escuela de su hijo quería juntarse con él para hablar unos temas relacionados con la causa Amia. Este señor resultó ser Rodolfo Rigamonti, un supervisor de la Dirección General de Migraciones que le habló del tema de Khalil Ghatea, de quien Lifschitz no había escuchado hablar nunca hasta ese momento. Rigamonti le relató que René Navarre y Horacio Moreno –funcionarios de migraciones- estaban involucrados en el ingreso de gente de medio oriente al país, y que con ayuda de estos funcionarios Khalil Ghatea había pasado los controles migratorios. En el encuentro Rigamonti le entregó a Lifschitz una fotocopia del pasaporte iraní, que contenía la visa fraguada de Ghatea con groseros errores de redacción; y le comentó que el día del intento de salida Khalil Ghatea los inspectores de migraciones Moreno y Navarre habían destruido de manera irregular la tarjeta de embarque del ciudadano iraní y habían confeccionado una nueva.


El mismo viernes en que se llevó a cabo la reunión Lifschitz se puso inmediatamente en comunicación con el juez Galeano quien le habría dicho a Lifschitz que no había oído hablar de Khalil Ghatea, y que el lunes hablarían del tema del tribunal. El juez organizó una reunión con gente de la SIDE –de 85-  quienes explicaron que esos datos debían conocerlos los agentes de operaciones de la Secretaría y no los que trabajaban en análisis de información. 


Si bien Lifschitz le dijo al Juez Galeano que Rigamonti estaba dispuesto a prestar declaración testimonial en el juzgado, el juez decidió ingresar la información a través de un “anónimo”, que debieron confeccionar Lifschitz y otra empleada del juzgado, consignando luego en la causa que en un sobre papel madera se había dejado esa documentación en la mesa de entradas del juzgado. Con este anónimo se inicia el legajo “Khalil Ghatea”.


Posteriormente Lifschitz concurrió al Juzgado del Dr. Santa Marina para certificar la causa de Khalil Ghatea que allí tramitaba. Sin embargo, cuando solicitó el expediente no le entregaron la causa “Khalil Ghatea s/inf. Art. 293 del CP”, sino –a su entender, por un error del Juzgado-  una causa caratulada “Atentando contra la seguridad de la Nación”, iniciada en agosto o septiembre del año 1994. Así tomó conocimiento de la existencia de esta causa, en la que detectó muchas irregularidades, entre las cuales, por ejemplo, que se habían agregado informes producidos por la SIDE en el mes de abril, evidentemente en el marco de la causa de Khalil Ghatea. Asimismo, advirtió que había órdenes de intervención telefónica de diversas líneas, algunas de las cuales la SIDE ya venía escuchando desde antes de septiembre. Muchas de esas líneas estaban vinculadas con iraníes, no obstante lo cual el producido nunca llega a conocimiento del Dr. Galeano, al menos formalmente. Esa causa se había iniciado con un anónimo y aparecían en ella muchos personajes vinculados con el atentado a la AMIA como Wilson dos Santos. También estaba, por supuesto, Khalil Ghatea. Advirtió Lifschitz que muchos de los informes allí agregados deberían haberse incluido en la causa de abril, en la que se investigaba a Khalil Ghatea y a funcionarios de Migraciones. 


Cuando le comentó al juez, éste le hizo preparar un informe que, en lugar de ser incorporado al legajo de Khalil Ghatea, fue incorporado a un legajo denominado testigo A, que era un legajo completamente secreto. El propio Galeano le contó que por orden de Anzorregui el juez Santa Marina había armado esta segunda causa que le habían exhibido en el juzgado. En esta causa “melliza” del Juzgado de Santa Marina había numerosos informes sobre líneas telefónicas que aparentemente estaban intervenidas desde antes del atentado en la otra causa de Khalil Ghatea. Algunas de esas líneas coincidían con las inexplicablemente incluidas la foja 114 del expediente AMIA. 


Con posterioridad Lifschitz habría hablado con el fiscal Barbaccia quien –advirtiéndole que obviamente no podía comentarle al Fiscal que existía la otra causa- lo acompañó a ver la causa original de Khalil Ghatea, que ya se encontraba en la Fiscalía de Juicio en la Ciudad de La Plata. Allí advirtieron que toda la información vinculada con la primera de las causas (Ghatea s/ 293 CP) estaba agregada a la segunda (“Atentado contra la Nación) sin ninguna constancia en la primera de ellas, por lo que la imputación a los funcionarios de migraciones involucrados (Navarre, Bassani y Moreno)� carecía totalmente de elementos probatorios, y finalmente resultaron absueltos.


� Páginas 3760 a 4020.


� Páginas 4021 a 4547.


� Página 3649.


� Página 3652


� Según información suministrada a los abogados por la mesa de entradas de la Cámara de Casación.


� CIDH, Resolución17/87, caso No. 9425, OEA/Ser.L-V/II.71 Doc.9 Rev.1 párr. 124-128.





